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Esta Revista es homenaje a don Víctor Manuel Elizondo Mora, nuestro
querido y respetado colega que nos deja después de treinta años de ejercicio
académico en la cátedra de Finanzas y Derecho Fiscal.- En cuanto jurídico, el
homenaje se queda corto. La vida y la obra de don Víctor sobrepasan genero-
samente el derecho, aunque éste haya servido de centro a las otras radiaciones
de su espíritu. A la inversa de lo común, el tiempo fue siempre su amigo, pues
lo hizo poeta después de hacerlo abogado, profesor después de juez, litigante
al mismo tiempo que político y, con ejemplaridad cada día más afirmada y
difundida, soldado de todas las buenas causas que le impuso la circunstancia
o le impuso su voluntad. Don Víctor se las buscá a menudo y aunque herido
económicamente o personalmente, siempre salió de sus retos morales renovado
en integridad y en optimismo. Mezcla infrecuente de jurista y de apóstol,
nunca perdió la ingenuidad ni la fe en las gentes, aunque cada día amó más
ese confesionario laico que es la judicatura. Y esa su pureza lo hizo alegre
a la par que distraído, como si lo consumiera y lo tirara hacia dentro su
intenso mundo interior y lo devolviera sonriente al colega y al reo, al
discípulo y al amigo, en un constante estar presente y ausente de la realidad
y del momento. Las jocosas distracciones de don Víctor (casi decimos don
Vicho) son tan memorables como su obra.

No es éste el lugar propicio para una reseña científica de su labor
de jurista. Lo más extenso que escribió en derecho son sus Lecciones de
Finanzas y Derecho Fiscal, pero no en absoluto lo más meditado y acabado.
Creemos que la obra jurídica principal de don Víctor es su labor como juez
de Casación, concretamente como penalista. Pocas sentencias penales como
las suyas, para dejar ver la masa dura de un sistema punitivo como el nuestro
sobre el trasfondo "humanitario y humanista" con que puede y debe mitigarse
su impacto aflictivo sobre el reo.

Esta sabiduría de penalista no le vino a don Víctor del cielo, sino
que la conquistó a brazo partido con la vida, tratando de ganarse las dos
cosas. Cuatro veces Alcalde (en 1920) y tres veces Juez (1921 a 1937) su
magisterio judicial alcanza la cumbre en 1948, cuando es nombrado Magis-
trado de Casación.

Llega a la Corte Suprema cargado de experiencia docente, práctica
y 'Política. En 1937 inicia su vida de hombre público y alto servidor de la
Administración (Jefe del Ministerio Público durante la Administración Cortés
de 1936 a 1940, y diputado por Heredia, la provincia natal, de 1940 a 1948);
en 1938 acepta lo cátedra en nuestra Facultad 'Y' en 1940 abre bufete en
~eredia, donde éste prospera hasta convertirse en uno de los mejores de
a ciudad.

Todo, menos la docencia, queda sacrificado a la judicatura: en 1948
don Víctor abandona oficina y porvenir político para volver al solar y solaz
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de donde vino, 01 Poder Judicial. , Y ahí permanece don Víctor, Juez de Casación,
cuando yo ha entreqcdo lo catedra 01 futuro en uno Escuela de Derecho
hirviente de reformas, en un típico acto de amor y de fe en lo juventud.

., De muchos ,iuristas se puede decir, como elogio, que fueron grandes
[unstcs. De don Víctor lo menos que puede decirse es que lo ha sido d t
30 ~ I " uran e

anos; . o mas que puede decirse es que es Y' será siempre don Víctor
Manuel Elizondo.

Nuestro Decano, 01 comunicarle su nombramiento como profesor honorario
de lo Facultad, ha hecho uno hermoso semblanza de don Víctor. Vaya agre-
gado o esto noto, como muestro de unánime sentimiento de lo Facultad ese
razonado y sentido nombramiento. '

Febrero 28, 1968.

L- ~ __~~ o

Febrero 28, 1968

Señor

Lic. don Víctor Manuel Elizondo M.

S. M.

Estimado don Víctor:

Muchos veces, el deseo de ocuparnos de muchos detalles de un pro-
blema hace que olvidemos aquellos aspectos de mayor importancia. Eso es lo
único excuso que puedo ofrecerle, 01 caer en cuento que no ha existido
comunicación oficial que le notifique los acuerdos tomados por el Consejo de
Facultad en los artículos cuarto y quinto de le Sesión N9 115 de 11 de enero
próximo posado, por los cuales se le nombró o Ud. Profesor Honorario y se
dispuso dedicarle el próximo número de lo Revisto de Ciencias Jurídicos. He
estado preocupado por algunos detalles necesarios poro el cumplimiento de
esos acuerdos, e involuntariamente he fallado en el aspecto formal de lo comu-
nicación de estilo. lo correspondencia cruzado entre Ud. y el señor Rector,
de lo cual éste ha tenido lo gentil izo de enviarme copia, ha servido paro
que note lo omisión en que he incurrido.

Adjunta encontrará Ud. copio literal de los acuerdos en referencia. De
conformidad con lo dispuesto en el artículo quinto, mucho le agradeceré nos
honre con su presencia en la Asamblea de iniciación del curso lectivo, que
se celebrará el próximo lunes 4 de marzo, o las ocho de la mañana, a fin
de hacerle entrego del diploma correspondiente.

le ruego ver en los homenajes acordados, el sincero reconocimiento
de todos sus compañeros de Facultad -muchos de los cuales nos honramos
con haber sido sus alumnos- al esfuerzo y dedicación que Ud. puso al
servicio de varias generaciones de estudiantes de Derecho.

Hoy muchos razones para que veamos en Ud. un digno ejemplo
paro lo juventud actual. Llegó a hacerse abogado, pese a afrontar grandí-
simos dificultades económicos, con lo cual demostró que una firme voluntad
de superación puede sobreponerse aun a los circunstancias más adversas. Por
~u .propio mérito ha logrado destocarse en muchos campos: el literario, la
ludlcatura, en lo cual le ha servido 01 país como Juez y como Magistrado del
más alto Tribunal, la función pública, la Asamblea legislativa, el ejercicio
profesional, el servicio a la comunidad. Todo el tiempo ha mantenido firme
eso vocación de maestro que 'al ser sentida por un grupo selecto de figuras,
f~e por muchos años el único sustento de lo enseñanza superior en Costa
RICO, y le permitió a nuestro Escuela de Derecho ser el puente de enlace
e~tre la viejo Universidad de Santo Tomás y la actual Universidad de Costo
R,co. En el ejercicio de la Cátedra, fue uno de los primeros en destacar dos



de los as'=.ectos que hoy, en el proceso de ref~rma de la enseñanza jurídica,
se. han senalad~ como funda~entales para meiorcrlc. la preparación de ma-
teriales de estudio, cosa que hizo Ud. con la publicación de su obra "Finan a

D h F· I C . " z sy erec o isco ostarncense, .y.,'a participación del estudiante en la clase,
ya que recuerdo que Ud. nos exiqro preparar, a codo uno de los componentes
del grupo, una de las lecciones del curso 'Y exponerla en clase. Todos esos
?spectos de su vida, a. mi j~~cio, se encuentran dominados por uno muy
Importante: ~na alta actitud éticc, una severa y al mismo tiempo, humana
moral, que tiene que hocerle mirar con orgullo los años pasados.

Por to~o. ello, sé que los homenajes acordados son bien poca cosa
como reconOCimiento al esfuerzo de una vida. Al pedirle que los acepte I
ruego verios como. una pequeña parte del reconocimiento que toda com~n~
da~ le debe, a quien le .ha servido bien. Hace dos años, cuando Ud. quiso
retl.rarse de I.~Escuela, disgustado por algún incidente, le solicité que no lo
h.cierc. Le dije entonces que después de haber servido por mó s d . ti .-. e vern IClnco
anos,. n~ ~: era posible admitir que se fuera, rompiendo todo vínculo con
un~ insntución a la cual había estado unido por tanto tiempo. Hoy que su
retiro se ".eva a cabo por razones de salud, mitiga la pena de que nuestra
Fa~ultad pierda uno d: sus profesores más valiosos, el saber que se mantendrá
unld~ .0, ella por el vinculo de su condición de Profesor Honorario, que nos
perml:lra contar ~on su acertado consejo y la forma tan humana con que
Ud. siempre ha visto todos los problemas de esta Casa de Estudios.

Atento servidor y amigo,

CARLOS JOSE GUTlERREZ,

Decano de la Facultad de Derecho

ln

LA UNIVERSIDAD y EL DESARROLLO

EN AMÉRICA LATINA (1)

Lic. CARLOS JOSE GUTIERREZ,
Decano de la Facultad de Derecho

1. PROPOSITO:

El propósito de la presente comunicación es analizar los' pro-
blemas que vive la Universidad en América Latina y la forma en
que ellos le impiden que pueda hacer una mayor contribución al
proceso de desarrollo de su pueblo. La imposibilidad de hacer un
trabajo suficientemente extenso hará necesario que en la mayoría
de los casos se hable de dichos problemas en un sentido general, lo
cual no significa que se desconozca la existencia de situaciones di-
versas y de grados muy distintos de desarrollo nacional y de desarro-
llo universitario, dentro de la región.

Me fundo, sin embargo, en mi convicción personal de que,
pese a las grandes diferencias existentes entre los países latino-ame-
ricanos y entre sus instituciones de enseñanza superior, hay una serie
de rasgos comunes que hacen posible y válido que se hable de
América Latina como una región, y que uno de los campos en
los cuales esos rasgos comunes son mucho más marcados es el
universitario. Hay una serie de factores históricos y actuales de la
universidad latino-americana que la hacen diferenciarse ampliamente
de la universidad europea y la norteamericana, para citar sólo las
del mundo occidental, que son aquellas con las cuales existe mayor
semejanza. Veamos un par de ejemplos: el Movimiento de Reforma
Universitaria que se inició en Córdoba en 1918, y que constituye
uno de los procesos de mayor trascendencia en la estructura actual
de las universidades latino-americanas, es un movimiento puramente
regional, y carece de proyección fuera del área; y la existencia de

(1) Comunicaci6n presentada al coloquio universitario sobre "La Universidad. el desarrollo y la
cdOOP<ración internacional", celebrado por la Universidad de Burdeos en Martinica y Guadalupe.

el 3 al 10 de abnl de 1968. Como dejé en claro al presentarla, el término "América Latina."
Se utiliza. en su sentido usual. referido tan sólo a la América española y portuguesa.
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una Unión de Universidades Latino-Americanas y de múltiples orga-
nizaciones a nivel regional (como el Consejo Superior de Universi-
dades Centro Americanas) y a nivel de Facultades (como la Con-
ferencia Latino Americana de Facultades de Derecho), revela la
existencia de vínculos actuales y crecientes entre las instituciones
de enseñanza superior del área, que crean entre ellas procesos de
influencia mutua. en relación constante. (2')

2. EL DESARROLLO:

Como base indispensable para la presentación que voy a hacer,
creo importante, dentro de la amplia y compleja problemática sobre
el desarrollo, señalar que:

1. El desarrollo es un concepto cultural, no sólo un concepto
económico:

Cuando se analiza el sub-desarrollo, mejor dicho, cuando se
efectúa la inevitable comparación que sugiere el mundo actual entre
países desarrollados y países en proceso de desarrollo, se acostum-
bra poner especial énfasis en aspectos de orden puramente económico.
Considero dicho criterio equivocado. Tal como ha sido expresado
en forma elocuente por el Papa Paulo VI en su encíclica "Popu-
lorum Progressio":

"El desarrollo no se reduce al simple crecimiento economrco. Para
ser auténtico, debe ser integral, es decir promover a todos los hombres
y a todo el hombre. Con gran exactitud ha subrayado un eminente ex-
perto: nosotros no aceptamos la separación de la economía de lo humano,
el desarrollo, de las civilizaciones en que está inscrito. lo que cuenta para
nosotros :s el hombre, cada hombre, cada agrupación de hombres, hasta
la humanidad entera". (3)

(2) Ese ~s además el criterio que fue sostenido en la Reunión de Expertos sobre Enseñanza
Superior y Desarrollo .en América Latina. En el informe provisional de dicho evento, que
!~vo lugar en la Universidad de Costa- Rica, del 15 al 24 de marzo de 1966 se lee:

Por ~nclma de sus SItuaciones singulares, originadas por las coodiciones del medio nacional
respectivo, las. Universidades latinoamericanas poseen características comunes que justifican
un enfoque regional en el análisis de sus problemas". Parte 1', p. 1.

(3) Carta Encíclica de su Santidad el Papa Pablo VI a los Obispos, a los Sacerdotes a los
~~lgIOSOS, a los Fieles y a todos los hombres de Buena Voluntad SOBRE EL DESARROLLO
E LOS PUEBLOS. Primera. parte. párrafo 14. Imprenta El Heraldo, Cartago, 1967.
"~l ~t~100S absolutamente coincidentes Gerald Meir y Robert E. Baldwin nos dicen:
este . It~stac ftconófiuco. es solamente una pequeña parte del bienestar social general y es

Madridu I~O u.í que pflmordlalmente debe apreciarse". En DESARROLLO ECONOMICO.
ESTRUCTU\..ü.~s i564. CItado por Raúl Basaldua y Marcos Kaplan en PROBLEMAS
Centro de lnvestigac·í "AMElRldCA L'A~INA y PLANIFlCACION PARA EL DESARROLLO ••

I n p ica a. Universidad de Buenos Aires, 1966, p. 60.

•••• ~~~ __ ~ •••• l~

2. Alcanzar el desarrollo es la única forma en que puede
evitarse que "la revolución de las esperanzas crecientes"
no desemboque en un proceso de destrucción social.

La amplitud de comunicación entre los distintos pueblos de
la tierra, el conocimiento cada vez más generalizado que existe ~n
las comunidades de los países sub-desarrollados, de que hay regio-
nes en las cuales el hombre ha vencido a la pobreza, y el ensancha-
miento de las diferencias entre los países ricos y los pobres, son
causa de profunda insatisfacción social en estos últimos. Adlai
Stevenson bautizó esa situación con el nombre de la "revolución
de las esperanzas crecientes", para indicar que las masas empobre- g
cidas de los países sub-desarrollados se han dado cuenta de que ~
su situación es 'remediable, y han adquirido, por lo menos, la espe- ~
ranza de una mejor situación. Como resultado, si el avance no se UJ

produce por medios legales y ordenados, es indudable que la situa-:
ción desembocará en la utilización de medios violentos, con los ~
consiguientes procesos de descomposición social. :::

u
~o1 ~
JJ.II
I%~ 3.

~~v ItllS ¡I.¡
Llegar al desarrollo implica una serie de modüicaciones ~
en las estructuras sociales: ~

e
Si se ve el desarrollo como un simple aumento de producción, ~

es posible que éste se produzca acompañado del fenómeno de un 3
mayor enriquecimiento de las actuales clases económicamente;i
fuertes y de un empobrecimiento de los sectores humildes. Para que
el desarrollo produzca verdaderos beneficios, el aumento del poten-
cial económico debe estar acompañado de hondas reformas en las es-
tructuras sociales. Es, a mi juicio, una verdad que no requiere mayor
explicación el hecho de que las sociedades de los países sub-desa-
rrollados, como causa y efecto del sub-desarrollo al mismo tiempo
son sociedades estáticas, en las cuales la movilidad social es inferior
a la de las sociedades desarrolladas. (4')

Para que en verdad pueda hablarse de desarrollo es indis-
pensable transformarlas en sociedades abiertas, sea establecer con-
diciones que permitan un traslado del elemento socialmente valioso

(4) B.saldua y Kaplan, op. cit. p, 2. al referirse a la estru~tura social Iati?o~~erican., que
Surge como resultado del movimiento independentista del SIglo XIX dicen! Se trata ante
tod.o de una estructura organizada en base a una jerarquía social simplista, polarizada J
rlglda. que expresa y determina la concentración de la riqueza y del poder". No creo
que se hayan producido muchas variaciones de ese modelo original. S L



hacia los grupos directores de la comunidad. Esa amplia movilidad
social demanda, en primer término, y como condición básica, au-
mentar la igualdad de oportunidad, cuya forma inicial tiene que
ser una igualdad de oportunidad educativa, no sólo a los niveles
primario y medio, sino también, como parte vital, en la enseñanza
superior.

4. El proceso de desarrollo implica una serie de decisiones de
tipo político, en especial sobre la utilización de recursos,
y una jerarquización de las necesidades a solucionar, en
suma, un proceso de planificación.

Contra la creencia de un "proceso de crecimiento natural",
en el cual, el desarrollo pareciera producirse de una manera espontá-
nea, se afirma hoy día, casi sin voces en contra, la necesidad que
existe para toda comunidad, de acelerar su desarrollo por medio de
un proceso en el cual se determinen metas y se establezca un sistema
de mejor utilización de recursos y una jerarquización de las nece-
sidades o problemas que deben solventarse; en suma por medio de
la planificación. (5')

5. Las decisiones de tipo político no pueden tomarse sin un
conocimiento claro y efectivo de la realidad nacional.

Uno de los mayores problemas que se presentan a toda activi-
dad planificadora en un país sub-desarrollado, es la carencia de
una serie de informaciones indispensables para llevada a cabo.
Es frecuente que falten los mapas detallados, las estadísticas amplias,
los estudios de recursos naturales, el conocimiento exacto y preciso
del territorio, la población y sus estructuras básicas, los grados y
potencialidad de su buena utilización. (e)

(5) Rodrigo Facio: "PLANIFICACION ECONOMICA EN REGIMEN DEMOCRATICO. Doc-
trina, Experiencias Extranjeras y Algunas Ideas para establecería en Costa Rica". Separata
del NQ 4 de la Revista de Ciencias Sociales, de la Universidad de Costa Rica. En ella
nos encontramos afirmaciones Como la siguiente: "dentro del pensamiento económico con-
temporáneo, el concepto de planificación, como tantos otros ha desbordado las rígidas
fronteras de los dogmatismos económico-sociales, para convertise en algo que puede dis-
cutirse y experimentarse a la luz de las necesidades y objetivos prácticos e inmediatos de
las naciones, cualesquiera sean las características esenciales de su organización económica"
(pág. 11). Por su parte Basaldua y Kaplan, op. cit., p. 23 afirman: "Se ha reconocido
ya universalmente .. _ la necesidad de la planificación para inducir y acelerar el desarrollo
económico y social".

(6) "La .planificaCión requiere datos muy diversos de carácter administrativo, legal económico
Ylls~lal ~.por ello la investigación, como proc~so de recopilación de estos datos ;5 vital paraS a J- < Ilburg ]iménez: PLANIFICAOON OPERATNA O CAOS NAOONAL. Esapac,

an oso, 196~. Tercera Edición_ p. 38.

6. Tanto la planificación como la ejecución de los planes
propuestos requieren técnicos capaces de adaptar métodos
e instrumentos de trabajo de los paises desarrollados a
las naciones sub-desarrolladas y administradores, a todos
los niveles, con capacidad para cumplir las políticas se-
ñaladas.

Entre los mayores problemas para la formulación y ejecución
de un plan de desarrollo, es necesario puntualizar dos de sumo in-
terés para el tema en estudio:

a) La tecnología avanzada es, como tantas otras conquistas
de la civilización, patrimonio de las naciones desarrolladas, en las
cuales se ha formulado en atención a sus propias características y
necesidades. Para su aplicación a los problemas de los países en
proceso de desarrollo se requiere un cuidadoso proceso de adapta-
ción, sin el cual muchas de las soluciones que se propagan, no
podrán ser de verdadera utilidad (7j.

b) Tanto el proceso de planificación como la ejecución de los
planes formulados, requieren personal capacitado en las tareas a
su cargo, no sólo en los niveles altos sino en todos los requeridos.
Esa falta de administradores o funcionarios de nivel alto, interme-
dio o bajo, constituye la condición que reduce la mayor parte de
los estudios y recomendaciones hechas de acuerdo con programas
de ayuda internacional, a simples escarceos intelectuales. Al care-
cer los países para los cuales han sido elaborados del personal in-

(7) "Las naciones subdesarrolladas dependen de un acervo de conocimientos que, en los tiempos
':l'0derno~ Se ha creado principalmente en los países desarrollados y que puede. tener el
mconveOlente de que no ha sido suficientemente dirigido hacia los problemas tecnlC?s y
SOCIales característicos de los países menos subdesarrollados", Sirnón Suznetz: Crecimiento
Económico de Post Guerra", México, UTEHA, 1965, p. 19.- "En esta época del gran

despertar sería patético que los economistas jóvenes de los países subdesarrollados se des-
vraran por el mal camino de las predilecciones del pensamiento económico que prevalece
en los países adelantados que están entorpeciendo a los estudiosos de estos países en sus
'dsfuerzos por acercarse a' la realidad, pero serían fatales para los esfuerzos Intelectuales
la" los ~conomistas de los países sub-desarrollados. Por el contrario, desearía. que tuvieran

energ13 ~uficiente para hacer a un lado las grandes estructura~ vacías. y Sin importancrarn/~s doctnoas a veces inadecuadas, así como los enfoques teóricos vocingleros, y que ~e
(¡aUn en el estudio de sus propias necesidades y problemas. Este carrnno los llevan a

rucho más lejos de la economía liberal occidental, pasada de moda y del marxismo. En
a~~ar de machacar sobre nuestras viejas doctrinas y controversias que Ida.tan de ~ ~ace Cien
d s O más, debieran ocuparse de aquello que es verdaderamente practico y útil dentro

e bluestr~. tradición, y proceder entonces a elaborar su propia teoría que se adapte a sus
~ro emas _ Gunnar Myrdal: ,. Teoría Económica y Regiones Subdesarrolladas", México,
v onKadoCultura Económica, 19~9. p. 117-118. Ambas citas se encuentran hechas en Basaldua
, plan, op, cito, p. ~4-5~_



dispensable para cumplirlos, los planes y recomendaciones no pueden
salir del campo de las buenas intenciones. (8'/

3. EL SUBDESARROLLO DE AMERICA LATINA.

La ubicación de América Latina se acostumbra hacerla, ya
como parte del mundo occidental, ya como una de las regiones que
deben considerarse dentro del "Tercer Mundo", sea el de las nacio-
nes sub-desarrolladas. En esa doble posición, se encuentra buena
parte de la tragedia latino-americana. Por vinculación, por los
patrones culturales seguidos o copiados, por sus idiomas, y formas
de comportamiento, los latino-americanos nos sentimos pertene-
cientes al bloque occidental que integran los países europeos y las
naciones de predominio anglo-sajón del norte del Hemisferio y
de Oceanía.

Sin embargo, si miramos a las estadísticas básicas, nos dare-
mos cuenta de que económica y culturalmente, debemos ser clasifi-
cados como países sub-desarrollados. De las naciones latino-ame-
-ricanas, únicamente seis tienen un cincuenta por ciento o más de
población urbana WJ; trece países tienen como sector principal de
su economía, la actividad agrícola (lO'J; tan sólo cinco países tienen
un porcentaje de alfabetismo superior al 80% (U'). En cuanto al
ingreso per cápita, sólo dos naciones superan la cifra de setecientos
dólares, cinco se encuentran entre cuatrocientos a setecientos, y
doce tienen un ingreso inferior a cuatrocientos dólares'P". Con esos

(8) Rodrigo Facio, ~p. cit. p. 44; "los mejores planes y las más amplia financiación serían
Inútiles SI no existen, en cantidades adecuadas, hombres de ciencia, educadores y operarios
calificados, Porque para producir abundantemente, además de planes y equipos de capital,
se requiere saber controlar, eyal~ac y ejecutar esos planes, y saber manejar el capital, usar
las rnaqumas, adaptar las técnicas, comprender métodos y sistemas nuevos muy especial.
mente en nuestros días de alta complejidad técnica y administrativa". '

(9) Argentina (68%), Colombia (52%), Chile (68%), México (50%), Uruguay (66%),
Venezuela (63%). Estas y las sIguIentes estadísticas han sido tomadas del número de la
revista PROGRESO correspondiente a los meses de noviembre y diciembre de 1967. No
existe en ellas ninguna referencia a Cuba.

(10) Bolivia (34%), Brasil (27%), Colombia (31%), Costa Rica (29%), Ecuador (35%).
El Salvador (31%), Guatemala (29%). HaiU (ignorado), Honduras (46%). Nicaragua
(36%), Paraguay (37%), Perú (22%). República Dominicana (ignorado).

Argentina (92%). Costa Rica (84%), Chile (84%), Uruguay (91%), Venezuela (89%).

Más de 700: Argentina (700); Venezuela: (895).- 400 a 700: Chile (501) Costa Rica
(406); México (470); Panamá (513); Uruguay (569).- Menos de 400: Bolivia (149)'
BraSIl (27); Colombia (292); Ecuador (224)' El Salvador (279)' Guatemala (314) :
Haitl (75)' .' , ,

, Honduras (229); NIcaragua (365); Paraguay (224); Perú (378); República

(U)

(12)

simples números, queda patente la realidad del sub-desarrollo, la
triste realidad de América Latina.

Dentro de esa situación de sub-desarrollo es conveniente en-
focar la situación de las universidades, determinar sus problemas
y ver cuales son los obstáculos que les impiden hacer una contri-
bución efectiva -e la elevación del nivel de desarrollo.

4. LOS PROBLEMAS DE LA UNIVERSIDAD LATINO-
AMERICANA:

En América Latina, se encuentran las Universidades más
antiguas del Hemisferio Occidental. La de Santo Domingo fue
fundada en 1538, las de Lima y México, en 1551, la de Chile en el
período 1738-1758. Sin embargo, pese a ese glorioso comienzo,
pocas son las Universidades latino americanas que han adquirido
un alto grado académico. En general, todas ellas son un reflejo de la
situación de cada una de las colectividades a las que sirven, pero
de muy pocas puede decirse que constituyen guías de sus comuni-
dades; son espejo y no fa.ro. La culpa no es de los universitarios,
muchos de los cuales, a través de los siglos, han cumplido sus
funciones con verdadero espíritu de apóstoles. La responsabilidad
pertenece a las comunidades, en que les ha tocado desarrollarse.

Ha habido factores políticos, entre los que cabe destacar la
recurrencia de largos períodos de inestabilidad política y de otros
de regímenes dictatoriales, situaciones ambas que no son las más
favorables para el desarrollo de las actividades universitarias.

Se han dado factores sociales contrarios. Primero que nada,
la falta de movilidad social. Dadas las condiciones sociales predo-
~inantes en la América Latina, durante la mayor parte de su vida
Independiente, la educación superior ha sido un privilegio de clase.
Si bien es cierto que la gratuidad de la enseñanza universitaria ha
hecho teóricamente posible la igualdad de oportunidad de acceso
a esta enseñanza, y en muchos casos permitido la elevación a.

~.' ..
mlOlca (264).- Desde luego estos criterios para establecer el sub-desarrollo Son criticables.

Es POsible que un país tenga una economla agrleola y un mayor porcentaje de población
rural y ser desarrollado. Pero es difícil suponer lo mismo con respecto al bajo ingreso
per cápita y el porcentaje de analfabetismo.



través del dominio profesional de personas de los sectores humildes,
dicha igualdad de oportunidad se encuentra condicionada, entre
otros factores, por la mayor o mejor cultura adquirida en la segunda
enseñanza, por la posibilidad de mantenerse económicamente a
través de los años de universidad, y por la dificultad de acceso a
ciertos aspectos del ejercicio profesional para personas provenientes
de los sectores de menor ingreso.

·Por otra parte, hay una dificultad no sólo de estrato social
sino también de carácter regional. Las universidades han estado
tradicionalmente ubicadas en los grandes centros de población.
El fenómeno de la macrocefalia capitalina es una característica
acentuada del desarrollo nacional en la mayoría de los países latino
-americanost!». En esas circunstancias, la oportunidad de educa-
ción superior ha existido casi en forma exclusiva para los habitantes
de los sectores metropolitanos y sólo en forma sumamente estrecha,
para los que crecen y se educan en regiones rurales. Esta dualidad
estructural característica, del medio social latinoamericano no es
causada por la Universidad pero, al mismo tiempo, debe reconocerse
que en la mayor parte de los países ella ha sido un factor contri-
buyente a que se acentúe dicha diferencia, en vez de constituir un
factor corrector de ella, (14')

Hay factores de orden económico: la estructura económica
tradicional de América Latina, en la cual la mayor parte de los
países dependen del precio de unos pocos productos básicos, sujetos
a fluctuaciones violentas y perjudiciales en los mercados interna-
cionales, y una mala, o a veces pésima distribución de la riqueza
y un ingreso sumamente bajo para la mayor parte de la población,
no constituyen, por cierto, el clima ideal para el desarrollo de una
actividad de cultura superior.

Dentro de ese panorama general, no es de extrañar que haya,
En la educación superior latino-americana, una serie de caracte-

(13) "Cada país latino-americann tiende a generar una -y luego, a veces más de una- gran
ciudad dominante, generalmente costera, alimentada por el ingreso de las exportaciones
primarias y por e! papel de intermediación entre el hinterland rural y el exterior".
Basaldua y Kaplan, op. cit., pág. 5.

(14) Existe en América Latina un dualismo estructural, "la división de la sociedad, del Estado
y de la Cultura en dos sectores diferenciados. En un polo se encuentra el sector arcaico,
de comunidades y regiones cerradas, replegadas en una estructura apenas salida de la fase
colonial y esencialmente opuesta a toda transformación. En el otro polo aparece el sector
evolUCIOnado o moderno. que recibe, genera y transmite los impulsos de! cambio·'. Basal-
dua y Kaplan, op, cit., p. , y 6.

, t' s sumamente desfavorables para un proceso de desarrollo.
ns ica . , Ii itatiCabe citar las siguientes, desde luego, sm un carácter ImI IVO:

a). Presupuestos exiguos: La Educación Superior, por su na-
leza y sus implicaciones, es necesariamente cara. Supone cuan-

tura . . . . b·bl· t D d. s inversiones en edIfIcIOS, laboratorios, 1 10 ecas. eman a
bosa ., hace i dional de muy alto nivel y para conseguir este se a.ce m ispen-
:~e otorgarle retribuciones adecuadas que permitan reu:nerlo
f nte a las ofertas igualmente atractivas de la empresa pnva?a,
e~eejercicio profesional y los organism?s. internacionales: EXIge
oportunidades de contacto. con centr~s sI~Il1lares de l?~ paises .de~-

rollados para intercambio de experiencias y obtención de pnnci-
ar , . bi tpios y conocimientos indispensables en un medio cam ian e.

En la actividad universitaria latino-americana, en términos
generales, se produce un círculo vicioso, característico de los países
culturalmente débiles. El sub-desarrollo, agravado en muchos casos
como luego se verá por el divorcio entre la esfera gubername~tal y
la universitaria impide dotar a los centros de enseñanza supenor de
los presupuestos requeridos. Estos, como consecuencia, ven limitado
el ámbito de su actividad en los campos de formación de profesiona-
les investigación y extensión universitaria. Como resultado, dichas
ta.:oos no pueden' contribuir en la forma debida al progreso naciona~,
el cual sigue encontrándose totalmente alejado de las demandas eXI-
gidas por la revolución de las esperanzas crecientes.

Con base en esa precaria condición económica de las univer-
sidades, tenemos las situaciones siguientes:

b. Limitación de las oportunidades educativas a un grupo de
carreras de tipo tradicional. No pa·rticipo en forma alguna de la
línea de pensamiento que divide las profesiones universitarias entre
aquéllas que contribuyen en forma señalada al desarrollo y aquéllas
que no hacen ninguna contribución a éste. Entre las primeras se
acostumbra colocar las carreras técnicas (ingeniería, científicas,
y las que tienden a conocer el proceso económico (administración de
negocios, contabilidad economía) y entre las segundas, las demás
ciencias sociales (derecho, sociología, servicio social, ciencia políti-
ca). Por el contrario creo que un desarrollo armónico cultural,
demanda un íortalecimíento general de toda la actividad formativa
universitaria. (1)') Pero, en América Latina, el problema básico es

Desde luego un desarrollo armónico supone que no habrá prevalencias exageradas de
Un tipo especial de profesión sino adecuado balance de ellas,



el escaso número de profesiones u oportunidades educacionales que
ofrece la mayor parte de las instituciones de enseñanza superior, la
carencia de la flexibilidad necesaria para producir todas las especia-
lidades que demanda la complejidad de una sociedad contemporánea,
y por sobre todo, el enorme vacío que existe entre las carreras de
tipo académico y las actividades desempeñadas por el resto de la
población activa. Faltan en gran parte, las profesiones técnicas o
carreras de nivel intermedio, que constituyen estratos indispensables
para la sociedad actual. (16')

c). Profesorado y alumnado de tiempo parcial: Como resultado
de la débil economía nacional, y de los exiguos presupuestos, la tarea
universitaria se lleva a cabo en forma parcial, tanto por estudiantes
como por profesores. Unos y otros dividen su tiempo laborable
entre la actividad universitaria y la realización de tareas de índole
profesional o burocrática, indispensables para hacer frente a las
necesidades personales.

Debido a dicha división de esfuerzos, al profesorado le falta
el tiempo indispensable para la tarea de investigación, que es de
suponer en todo universitario como base indispensable para su labor
docente, y en los estudiantes se presentan los fenómenos de bajo
rendimiento en las pruebas de control de conocimientos, y la pro-
longación exagerada del tiempo necesario para graduarse.

d). Carencia de técnicas docentes adecuadas: La falta de de-
dicación a la tarea universitaria, acarrea como producto concomi-
tante, el desconocimiento de las técnicas pedagógicas adecuadas y
el uso exclusivo de sistemas tradicionales de enseñanza magistral,
que constituyen obstáculos de enorme importancia para la formación
apropiada de las clases dirigentes, a fin de capacitarlas para mantener
la actitud de cambio que demanda la sociedad contemporánea.

Los anteriores pueden ser considerados los males tradicio-
nales de la actividad universitaria, los cuales no sólo existen en la

(6) "Considerada la gr~ve desproporción que existe actualmente entre el número de profesio-
nales de nivel superror, por una parte,. y de nivel medio que han de constituir una adecua-
do y amplio soporte para el mayor aprovechamiento de aquéllos, por otra se señala la
conv~niencia de estudiar posibles cambios en la estructura universitaria de 'tal modo que
permita ofrecer oportunidades para capacitarse en profesiones de nivel intermedio al crecido
número de estudiantes que truncan sus estudios o a los bachilleres que no siguen carreras
de más alto nivel". (Punto 10 de las conclusiones de E SffiANZA SUPERIOR y DE.
SARROLLO EN AMERICA LATINA. Informe provisional de la Reunión de Expertos
sobre Enseñanza Superior y Desarrollo en América Latina. Universidad de Costa Rica
~NanS!:?s:;.,,..1? a 24 de marzo de 1966, p. 7. De ahora en adelante se citará com~

•.••".~''''''' SUPERIOR. .."

~~ ~ ~O

América Latina sino que es posible que se den en otras pa~s del
undo. Sin embargo, a la par de ellos, nos encontramos CIertos

~nómenos, que forman lo que podríamos llamar la "patología
universitaria latino-americana".

NO SALE
l._Divorcio entre universidad y gobierno:

En los países donde el régimen político asume un carácter
dictatorial, y aún en algunos donde, en las últimas décadas, se ha
producido una mayor práctica de las formas democráticas, es fre-
cuente que exista un divorcio absoluto entre las esferas gubernamen-
tales y las universitarias. Debido a la actividad intelectual gene-
rada por la Universidad y al dominio de la esfera gubernamental
por grupos de formación militar, hay falta de comprensión. e~tre
ambas, y la hostilidad constituye la 'regla general. La actividad
universitaria se convierte en la única forma de participación en la
vida pública para ciertas figuras de alto relieve, a las cuales su
repudio u oposición a los dominadores tradicionales de los asuntos
gubernamentales les impide participar en forma más activa en
la actividad oficial. Como resultado, el gobierno teme u hostiliza
a la universidad, y la universidad ataca o sufre la intervención gu-
bernamental. No hay entre el uno y la otra, la comunicación ade-
cuada que debe existir entre dos entidades de importancia para
la vida del país, ni el intercambio de las personas que ocupan altas
posiciones en una y otra, indispensable en comunidades de sub-
desarrollo cultural donde el número de personas capacitadas para
cumplir dichas lab~res es bastante limitado. Se pertenece a la Uni-
versidad o se pertenece al gobierno. Aquella se hace excesivamente
teórica y éste se forma por personas carentes del amplio fundamento
cultural que otorga la vida académica. 07')

(17) En Costa Rica afortunadamente ha existido suficiente movilidad entre Universidad Y Go-
bitrno; se ha repetido el fenómeno varias veces de que profesores universi~a~ios va:a~ a
servir altas posiciones en el gobierno y regresen luego a la cátedra o al servrcro académico,
Pero ello, desde luego, es resultado de un sistema de gobierno democrático bien establecido.
Por otra parte, cabe notar que el prestigio adquirido en la Universidad p.u~de haber SIdo
Parte de las razones para que algunas personas hayan llegado a altas posiciones: la expe-
riencia indica que no siempre la anterior vinculaci6n coa la Universidad puede tenerse
como garantía de que vayan a defender los intereses de la enseñanza superior .

!)1



2.-Concepto exacerbado de la autonomía universitaria:

La necesidad de defender la integridad universitaria, problema
que en una forma u otra ha existido o existe a cada paso en todas
las casas de enseñanza superior de América Latina, se ha encerrado
e~ ~l principio ?a~i mítico de "la. autonomía universitaria". Principio
básico del Movimiento Reformista que se inició en Córdoba en 1918
ha sido elevado a principio constitucional en muchas de las Cartas
Fundamentales de la región, y se considera piedra angular del régi-
men docente e institucional de la Universidad Latino-americana.uu
Sin embargo, concebido como un medio de defensa contra la in-
tervención del gobierno, el principio de autonomía universitaria lo
han terminado por interpretar algunos como un alejamiento radical
de lo~ prob~emas que caen dentro de la esfera gubernamental y que
hace imposible para los centros de educación superior colaborar di-
rectamente en su solución. Por eso creo válida la observación hecha
en la Reunión de Expertos sobre Enseñanza Superior y Desarrollo
en América La tina:

"Lo autonomía universitaria fue considerada por la generalidad de los
Exp;rtos como fundamentalmente esencial, pero se indicó también que se
habra exagerado su interpretación y que una autonomía mal entendida

(18)
BASES ,~ONSTITUTIV AS. DE LA UNION DE UNIVERSIDADES DE AMERICA LA.
TINA: Segunda.: La Unión tiene las siguientes finalidades: e) laborar activamente ara
que sean reconocidos y respetados la plena autonomía de las Universidades Lati p
nas y lo '" d lib rnoamerrca-s prlOclplOs e I ertad en la investigación y enseñanza' "D" . CoU" d U' . , ecuna. mpete a la

mon e niversidades de América Latina brindar la máxima protección a las instituciones
asociadas en relación con su autonomía y con su libertad académica". CARTA DE LAS
UNIVERSIDADES LATINO AMERICANAS " ,- : Articula 2.- Las universidades latinoameri-
canas d~ben lo~r.ar el reconocimiento de su autonomía y defenderla como medio de garantizar
su función espiritual, su libertad científica administrativa y financiera"
~NES y FUNCIONES DE LA UNIVERSIDAD CONTEMPORANEA y EN ESPECIAL

E I¡A~, ~IVERSIDADES DE CENTRO AMERICA (Declaración de principios aprobada
~~r le Pr.lmer. Congreso Universitario Centroamericano", que con asistencia de delegados

as UnIverSIdades de Centro América, se celebró en San Salvador, República de El
Salvador, en el mes de setiembre de 1948). "EL PRIMER CONGRESO UNIVERSITARIO
CENTROAMERICANO RESUELVE' DI' ... ,. ec arar como pnncipros fundamentales que deberá
onentar la vid d 1 U' id d nI a e as niversi a es, . los siguientes- b) AUTONOMIA' L U' id ddeb" . . . a nrvers¡ a

e consegulf una ~uto~o~la total, es decir, una autonomía formal y material. La ri-
:era descansa en dISpOSICIOnes constitucionales o de máxima jerarquía legal ~'
le ts. cua~:s d se perfilan las Iíneas generales, pero a la vez, suficientemente ~o::'ta~e ~~

frua t'f~lvefS1" y se le otorga la facultad de autolegislarse. Esta autonomía no p'uede
c I icar srn embargo si 1 1

pon '.. J. 1 no se e comp ementa COn una autonomía patrimonial que
eco;ó":r:;c:s

u
d~poslclón bienes y. fondos. suficientes para librada de sus inveteradas estre~hece,

en el ~ r '" autonomía u~lVerSJtarta deberá entenderse, en suma, que la Universidad
p UllJento de sus fines no depe d d . ,

a eUa ni Puede s . f id ' n e e ninguna persona u organismo extraño
er 10 en a en su existencia y actividades.

puede representar, en cierto modo, un freno para la labor social y educa-
tiva de la Universidad y provocar su aislamiento, En opinión de otros
expertos, la autonomía representa la mejor garantía para la libertad de
crítica y de pensamiento, Se reconoció sin embargo, que el deber pri-
mordial de las Universidades es servir a la sociedad, que la autonomía no
podía justificar un divorcio del interés público y que era necesario tener
en cuenta el juicio externo para la revisión de la política universitaria." (l9'J

Es innegable que la Autonomía puede y debe ser entendida
como derecho de los universitarios y de la Universidad a ejercer
la libertad que es inherente al ser humano, y es de mayor exigencia
en el campo universitario que en cualquier otro. Pero es claro que
ese concepto de la autonomía no puede significar la no participa.-
ción de la Universidad en la vida pública nacional y en la solución
de los problemas que en ella se presentan.

La ca-rencia de validez de ese concepto de autonomía lo tene-
mos en el hecho indudable de que aun aquellas instituciones de
enseñanza superior cuyos dirigentes pretenden una absoluta sepa-
ración entre universidad y gobierno, son y han sido siempre, centros
de intensa actividad política, generalmente de carácter opositor al
régimen imperante. Si los universitarios sienten, y con razón, que
tienen la obligación de una participación activa en la vida política
nacional, igual deben sentir la obligación de aportar sus luces al
proceso de gobierno, para asistirlo en los campos de su especialidad.

3.-Co-gobierno o Gobierno tripartita:

Otros de los principios del Movimiento de Reforma, Universi-
taria ("Co-participación estudiantil" y "Vinculación de los Gra-
duados") han sido entendidos en algunos países latino-americanos
en una forma extrema, que contribuye a debilitar la acción univer-
sitaria. Se ha llegado al régimen de igualdad absoluta entre profe-
sores, estudiantes y graduados, o entre estudiantes y profesores para
est:ablecer una forma igualitaria de participación en el gobierno
UnIversitario, que pareciera fundada en un traslado de los principios
~e la D~mocracia Política del ámbito estatal al de la Universidad.

Olllo dice Bascuñán:
"...ti- .•.•.r: •..•

"los 'reformistas' trasladaron a la Universidad, sin mayor examen,
las realizaciones y logros de la Democracia Política, con olvido de que

(19) "Eoseñan%a Superior. _ , ", cit, pág. 4.
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la Comunidad Nacional atiende las necesidades mini mas de todos los
habitantes, en tanto que la Comunidad Universitaria forma e informa
en niveles superiores una población escolar seleccionada por su idonei-
dad entre el ciudadano cívico común". (20')

Al proceder en esa forma, se ha olvidado que si bien los
estudiantes constituyen la razón de ser de la Universidad, y los gra-
duados, como productos de ella, deben mantenerse vinculados a
su casa de estudios, ninguno de estos dos grupos tiene un interés
permanente en la vida universitaria, como el de los profesores
e investigadores. Por ello, si bien es necesaria e indispensable su
participación en los distintos aspectos de la vida universitaria -la
de los estudiantes para que hagan oír su voz, defiendan sus derechos
y se sientan partícipes de la solución de los problemas; la de los gra-
duados para que contribuyan a las actividades de la Universidad
y reciban de ésta la defensa de sus intereses profesionales y una
educación continuada- esa participación jamás debe pemitirles
sobreponerse a los criterios del elemento estable y determinante
de la Universidad, los profesores o investigadores.

Prueba de ello es que, en aquellas universidades donde la
participación de estudiantes y graduados se mantiene dentro de
límites racionales, esa participación constituye un elemento indis-
pensable para la buena marcha de todas las actividades universita-
rías. En cambio, la paridad entre profesores y estudiantes o el "tri-
partito" entre estudiantes, graduados y profesores, ha constituido
fuente de múltiples obstáculos para la actividad de estos últimos,
para las exigencias y requisitos a cumplir que ellos implanten a
los estudiantes, y hasta para su propia estabilidad dentro de la
institución. (21')

4.-Radicalización política:

El descontento general de los sectores intelectuales, y dentro
de ellos de los universitarios, con la situación social, política y

(20) Op, cito "El pensamiento vivo de la Reforma Universitaria". p. 41.

(21) En la Universidad de Costa Rica los estudiantes tienen una representación de tres miembros
en cada uno de los consejos de Facultad y de dos miembros en el Consejo Universitario.
Además tienen derecho a aumentar esa representación hasta un 25% del número de profe-
sores para las elecciones que celebran los Consejos de Facultad o Reunión de Profesores
de Departamento. Concebida en esos términos, el balance de la representación estudiantil
es Indudablemente positivo y ha producido grandes beneficios.

Ómica de sus comunidades, la frustración de los profesores o
econ .' id d. vestigadores universitarios al verse esterihzados en su activi a
ID lítica por la concentración del poder en grupos que 10 alca.nzan
~ detentan a espaldas de la opinión pública, y la circunstancia de
~ los estudiantes despierten a la vida nacional dentro de este
que . id d 1 ti .- bi nte han producido en muchas umversi a es a mo-amencanasam le ,

proceso mediante el cual muchos de sus componentes han as~-
mido posiciones políticas de extrema radicalidad, sobre todo hacia
: izquierda comunista. La pugna ideológica entre derechas, centro
e izquierdas, se convierte no en el fermento del diálogo y la ~is-
cusión, indispensables para el desarrollo de la actividad acadé~ca,
sino en el motor mismo de las decisiones que se toman y políticas
que se siguen dentro del ambiente universitario.

Cierto es que muchas veces el mote de "comunista" que se
endilga 1\ muchos universitarios de América Latina no es otra cosa
que un intento de acallar sus críticas o sus enfoques sobre la
realidad nacional hecho con absoluta mala, fe por quienes se sienten, .,
blanco de esas críticas. Pero es igualmente cierto que, como reaccion
violenta a una sociedad hermética y a un régimen político que se
eterniza o a una comunidad fundada en la injusticia, profesores o
alumnos subordinan los intereses universitarios a tesis políticas,
y tratan de convertir aquéllos en instrumentos de éstas.

Creo que el universitario, si siente en verdad la problemática
nacional, debe tener una definición política y una participación
en la actividad que se orienta en ese sentido. Pero ella debe lle-
varse a cabo extramuros universitarios. Como se dijo en la Reunión
de Expertos, "La Universidad ha de realizar una función de forma-
ción política, concebida en la auténtica aceptación del término,
con un triple contenido de información, objetivación de los pro-
blemas y estímulo de los deberes políticos del ciudadano" y "uno
de los objetivos de la Universidad latinoamericana ... (debe) ser el
de convertirse en un reducto de la conciencia cívica de los países(22).
La Universidad puede y debe ser ágora de debate, lugar de
POlémica, centro de formación de conciencia. Pero en tanto que
Patrimonio público e institución nacional, no puede sujetar su acti-

(22) "Ens - Suoeri •• '. 4enanza upeClor... , op. CIt., pags. 3 y .



vidad a criterios foráneos a su ambiente, y mucho menos a los
intereses partidistas. (23')

5.-Proliferación universitaria:

La Universidad latino-americana del siglo XIX se ejerció
siempre con un criterio monopolista por parte del Estado, siguiendo
el modelo de la Universidad napoleónica. (24') Pero, el siglo actual y
en especial las últimas décadas, han presenciado la reversión de ese
fenómeno: la aparición de la universidad privada" generalmente
confesional.

El establecimiento de las universidades privadas ha estado
determinado en muchos casos por la radicalización política de
las públicas, por el divorcio existente entre gobiernos y universi-
dades estatales, que ha llevado en muchos casos a los primeros a
auspiciar y fomentar la apertura de las privadas, y por la insatis-
facción que el sistema. de co-gobierno o tripartita produce a muchos
educadores. En América Latina, este fenómeno no puede mirarse
como mayor desarrollo y complejidad de las sociedades. Al pro-
ducirse en comunidades donde los factores de índole económica y
cultural ya señalados han impedido la consolidación del régimen
educacional superior y la constitución de Universidades completas
y fuertes, las universidades privadas vienen a ser nuevo obstáculo
para el mejoramiento de aquéllas. Al privarlas de los alumnos que,
por sus recursos económicos son capaces de pagar sus estudios y

(23) En un brillante análisis sobre el tema, José Medina Echavarría hace la distinción entre la
"Universidag enclaustrada", aquella que se aleja de los problemas del momento, "la
Universidad militante", la que se transforma en órgano de agitación política, y "la
Universidad partícipe" y define esta última como "aquélla que enfrenta los problemas
del día, ac~ptándolos como tema riguroso de su consideración científica, para afirmar
únicamente 10 que desde esa perspectiva se puede decir". "La Reforma de la Universidad
Latinoamericana". En FILOSOFIA, EDUCACION y DESARROLLO, Siglo veintiuno
Editores S. A. México, Argentina, España, p. 168.169.

Afortunadamente la Universidad de Costa Rica no ha entrado a ese proceso de radicali-
zación política y está muy lejos de l~ situación de "Universidad Militante". Algunas
personas, desconocedoras de la realidad universitaria nacional, han tratado de aplicade los
criterios de que si es una Universidad Latino-Americam ha de estar radicalizada política-
mente. Pero, para fortuna nuestra, se da en ella el clima de respeto a todas las ideas
y criterios ideológicos que deben existir en una casa Superior de Estudios. Pero no creo,
sin embargo, que llene el concepto de Medina de "Universidad partícipe" en forma
adecuada.

(24) La. afirmación es de don Pedro Lira Urquieta y aparece en el ensayo: "Bivalencia Insti-
tucrona l de la Universidad". Bascuñán, 01'. cit., p. 20.

t ibuír al sustento de la actividad universitaria, al competircon rr . . 1 1
11 s en la recepción de posible ayuda internacíona para e

conea . d f110 de sus programas y al quitarles parte e sus pro esores,desarro . . ttan un serio obstáculo para. la actividad de los cen rosrepresen .
estatales de enseñanza superior.

No creo que ello se pueda achacar simplemente, a la ci~cuns-
tancia de que las nuevas instituciones tengan un caracter privado,

muchos casos confesional. Igual efecto se produce cuando,
y en, 1 . li l nú. recu'rsos humanos y materiales adecuados, se mu tip ica e nu-
sin d ti . d

d las Universidades oficiales, a fin de aten er pe iciones emero e . id d .
carácter localista o regional. El crecimiento de la activi a umver-
sitaria, si bien ha. de guardar relación con el aumento de la dem~nda

tudiantil y de los servicios que pueda prestar a la comumdad,
no puede nunca concebirse en desmedro de la calidad de los centros
ya existentes. (25')

6.-Masüicación universitaria:

Finalmente, cabe citar, dentro de las fuentes de problemas
de la universidad latino-americana, el hecho innegable de que la
explosión demográfica ha llegado a sus puertas.

América Latina tiene una tasa de crecimiento de población
anual que sólo en Argentina y Uruguay es inferior al 2%, y. que
en trece países es del 3% o excede de esta cifra (26) • Con e.sas ~lfra.s,
el fenómeno universal de crecimiento de la población universitaria
tiene que asumir caracteres aún más dramáticos. Uno por uno, los
distintos centros de enseñanza superior y las distintas unidades
académicas que los componen, van llenándose de un número cada
vez mayor de estudiantes, se pierde más y más la relación individual

(~5) Un buen ejemplo de la proliferación universitaria es el Perú. En 1960 contaba con 8
universidades nacionales y una particular. En 1965 existían 20 universidades nacionales
y 7 particulares, es decir, el número de instituciones se habían triplicado. Alguna de
ellas, situadas en el área de Lima tenían menos de 500 estudiantes y una, l~ Femenina
del Sagrado Corazón, apenas 86 (datos tomados de La Gaceta de la Oficina Nacional Inter-
Universitaria de Planificación, Lima, N. 1. 1. de octubre de 1966).

(26) Argentina (1.6%) y Uruguay (1.4%) son los únicos índices de natalidad. bajo~. Bolivia
(2.4%), Chile (2.4%). Haití (2.3%). Y Paraguay (2.6%) ocupan un nivel Intermedio,

Todos los otros superan el 3%: Brasil (3.0%), Costa Rica (3.8%); Ecuador (3.4%);
El alvador (3.2%); Guatemala (3.3%); Honduras (3.1%); México (3.5%); Panamá
(3.2%); Perú (3.1%); República Dominicana (3.6%) y Venezuela (3.4%).



entre profesores y alumnos, se dificulta en mayor forma el control
del aprovechamiento de las nuevas generaciones, y aumenta la so-
ledad en que éstas deben resolver los problemas de la vida univer-
sitaria. La Universidad se masifica y con ello sufre el proceso de
trasmisión de conocimientos.

5. TRANSFORMACION UNIVERSITARIA:

Con problemas como los que quedan descritos, se impone la
conclusión de que la mayoría de las universidades latino-americanas
no están en posibilidad de hacer una contribución verdaderamente
importante al desarrollo de las comunidades a cuyo servicio están.

Para que pueda operarse una transformación de las circuns-
tancias actuales, cabe citar los siguientes:

l.-Rompimiento del estrangulamiento económico:

El problema básico de las universidades latino-americanas es
su falta de financiación. La carencia de recursos, como queda dicho,
inicia el círculo vicioso que impide a éstas realizar plenamente sus
objetivos. Y esta es una responsabilidad nacional de cada uno de
nuestros estados. Como muy bien ha dicho Felipe Herrera:

"Es preciso reconocer que muchas de nuestras dificultades y problemas
no pueden cargarse sólo a la cuenta del injusto intercambio con el ex-
terior o a determinadas limitaciones y deficiencias estructurales de natu-
raleza económica y social que condicionan nuestro insuficiente desarrollo.
Debemos adjudicar también responsabilidad en este proceso al atraso
básico de algunos de nuestros conceptos sobre aspectos fundamentales
de la propia organización de cada país '1 de la distribución de nuestros
recursos y potencialidades. Ejemplo típico es el atraso de la Universidad
Latinoamericana considerada en conjunto. Me atrevería a preguntar:
¿A quién sino a nosotros mismos, los latino-americanos, compete la res-
ponsabilidad de orientar en cada uno de nuestros países, recursos públicos
suficientes para que las universídades puedan responder a su alta misión?
¿De quién sino de nosotros los latinoamericanos, es la obligación de
crear las condiciones necesarias para que nuestros sistemas de educación
superior puedan absorber y difundir los conocimientos científicos y los
procedimientos técnicos de otros países más avanzados?". (27').

(27) Felipe Herrera: EL DESARROLLO DE AMERICA LATINA y SU FINANCIAMIENTO.
Aguilar, Bueoos :túres. 1967. pAg, ,·6.

no

Para que esa realidad se haga efectiva, es necesario hacer
a todos los círculos gobernantes, a todos los sectores influ-

lleg:s de la opinión pública, una verdad que pese a su evidencia
yen debidamente aceptada en nuestros países: la de que los re-no es . . .

s empleados en la educación no son gastos smo inversiones.
curso , Rodri F' 1 bYa lo señaló hace casi una decada, ngo acio, en pa a ras que
conviene citar en extenso:

". Cuánto debe gastarse en educación, poco o mucho? ¿Es la edu-
G ." d ti ?cación una forma simple de gasto, o es una mversion re pro uc ivo .

¿Debe tener la educación una alta prioridad o no en los desembolsos del
Estado? ¿Se puede economizar en educación?

La América Latina dedica, en promedio, 1.2 por ciento de su producto
nacional a la educación. Costa Rica, en 1958 dedicó a ella 3.53 por
ciento del suyo, lo que la coloca en un nivel muy superior al medio,'y
puede explicar, entre otros aspectos positivos, el tercer lugar en moreno
de alfabetismo que ocupa en el subcontinente. y el primer lugar en
cuanto a ingreso per cápita que ostenta en la América Central.

Europa Occidental y la Comunidad Británica dedican a la educación
un 3 por ciento, y los Estados Unidos otro tanto, lo cual hace resaltar
aun más nuestra posición. Por otro lado, la Unión Soviética, según
cálculos del Profesor Counts, de la Universidad de Columbia, dirige al
sistema educativo entre 5 y medio y 6 por ciento de su producto nacional,
lo que la coloca en una posición de verdadera avanzada, especialmente
en vista de la escasa productividad relativa de su economía y el nivel
de vida generalmente bajo de su pueblo. Pero ha sido precisamente
gracias a este enorme esfuerzo educativo que el país ha podido, entre
otras cosas, reducir su tasa de analfabetismo, de 60-65 por ciento de la
población total en 1917 a 5-10 por ciento en 1957, elevar el número de
estudiantes en toda clase de instituciones de enseñanza, en el período
1914-1955 de 8 millones y medio a 60 millones, y conseguido convertirse
de área tecnológica y económicamente retrasada en uno de los más
poderosos estados industriales del mundo contemporáneo.

No cito estos datos para exaltar el régimen soviético con el cual no
puedo estar porque niega las libertades esenciales del hombre y del ciu-
dadano, ni como testimonio de un avance humano integral, porque la
educación sin libertad de pensamiento e información, lejos de ser una
fuerza liberadora para el hombre, implica un instrumento de inenarrable
coerción sobre él; sino para hacer ver como el esfuerzo educativo, aun
en una sociedad de tipo dictatorial, paga -dentro de plazos relativamente
cortos- en indudable progreso material, confirmando así su prioridad
para cualquier país, aún desde el punto de vista del desarrollo de su
economía". (28')

(28)
Publicaciones de la Universidad de Costa Rica. Serie Cuadernos Universitarios N9 12.
fACULTAD DE CIENCIAS ECONOMICAS y SOCIALES. Acto de inauguración de 5U

pabellón, el cual estará al servicio de dicha Facultad y, en tanto no estén construidos
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El esfuerzo educativo paga; es esencialmente reproductivo.
Ese principio debe ser comprendido en toda su implicación para
borrar de la faz de América Latina el espectáculo de los gobiernos
que hacen economías falsas al no dotar a sus Universidades de los
recursos que les son indispensables para llenar su cometido.

2.-Profundización de la Universidad:

En el vano esfuerzo de hacer barato lo que no puede serlo
sino con desmedro de la calidad, es tradicional de América Latina
que todo el elemento humano -profesores, alumnos, personal admi-
nistrativo-, dedique a la tarea universitaria sólo una pequeña parte
de su tiempo, que el profesor comparta la cátedra con la tarea
profesional o la ocupación burocrática; que el horario de lecciones
se adecúe para que el estudiante pueda al mismo tiempo realizar
labores remuneradas de medio tiempo o de tiempo completo, y
que el personal administrativo sea escaso, de tiempo parcial, mal
remunerado, o las tres cosas al mismo tiempo.

Todo ello impide que las tareas universitarias de investiga-
ción, docencia y proyección hacia la comunidad, puedan adquirir
verdadera hondura. Por esa circunstancia, la primera es casi inexis-
tente, dado que mal puede pedirse que investigue, a quien carece
de tiempo para hacerlo y, en la mayoría de los casos, 'realiza la
tarea universitaria para satisfacer una vocación personal o de mero
prestigio social, con sacrificio de sus labores profesionales. La pro-
yección a la comunidad se lleva a cabo tan sólo en forma aislada,
puesto que los profesores apenas si pueden pensar en participar
en actividades de ese tipo --conferencias, mesas redondas, progra-
mas de divulgación, servicios de consulta- si no tienen tiempo
disponible para la necesaria preparación de esas tareas. Por otra
parte, la docencia que es simplemente docencia, y que no se vivifica
con el esfuerzo investigativo y el contacto con los problemas reales
que las ciencias están destinadas a resolver, se anquilosa y se trans-
forma en repetición de conceptos elementales, sin mayor provecho

sus propios pabellones, de la Facultad de Derecho y de la Escuela de Servicio Social.
Gudad Universitaria, 3 de mayo de 1960.
Discursos: el Decano de la Facultad Wilburg ]iménez. Del Rector de la Universida Ro.
drigo Fado. p. 25.26.

ra quien la imparte y quienes la r.ecibe~. C?n profesores y alum-
pa ratos se tiene apenas una media Universidad, o mucho menos.nOSa

Es interesante, por la implicación que tiene sobre la finalidad

ñalada a la Universidad de crear la disponibilidad al cambio que
se 1 b .,. líca la aceleración del proceso de desarrollo, a o servacion que
iDlP 1 " laci , di tahi en la Reunión de Expertos de que hay una re acion irec
se IZO ., edomi .

t la tendencia conservadora de una Universidad y el pr ommioen re
del personal de tiempo parcial".(~9') A~,n cuan~o. no se dan las ra-

es que permitan hacer esa afirmación, es fácil darse cuenta de
:'~s, con vista de la experiencia de una Universidad c~mo la de
Costa Rica, en la cual coexisten profesores de ambos sIs~ma.s, y
hay una diferente actitud entre aquel que le da a la ~mvers~d.ad
la totalidad de su esfuerzo y aquél, que sólo por vocacion, espíritu
universitario, o interés marcado en una disciplina, sirve su ~~t~dra
durante un pequeño número de horas. El primero tiene pOSI~Ihd.ad
de vincularse y participar en todas las actividades universitarias
que se llevan a cabo. El segundo apenas si pu~de hac~r frent~, a
las labores de su cátedra. La posibilidad y necesidad de mnovacion
debe aparecer mucho más clara para quien se encuentra dedicado
a la actividad universitaria, y puede además realizar el esfuerzo que
implica todo cambio.

En las Universidades latinoamericanas el movimiento para
que los profesores sean de tiempo completo y la exigencia de que
los alumnos hagan igual esfuerzo pareciera tener mayor énfasis en
ciertas carreras, y falta casi del todo en otras. En. el caso de la
Medicina, por ejemplo, la dedicación absoluta o casi absoluta p~-
reciera ser la regla; en cambio, en el campo del Derecho .es ~as
bien la excepción. Si se examinan las razones que pueden inspirar
esa diferencia de trato se llega a la conclusión de que tanto en
Derecho como en Medicina, e igual podría decirse de cu~lquier
otra actividad académica de rango universitario, es necesario que
los profesores investiguen y realicen una preparación adecuada. de
BUS lecciones, se mantengan al día en la marcha de sus respectivas
disciplinas en otros países, mantengan un trato directo con los
estudiantes a fin de auxiliarles en sus labores, realicen pruebas
de control del aprovechamiento y puedan calificarlas, escriban
tnateriales de estudio para que los alumnos puedan prepararse

Enseñanza Superior .. ." op. cit., parte 2, p. 3.
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antes de las lecciones y repasar conocimientos para las pruebas de
examen, ete. En suma, no puede realizarse una labor tan seria
como lo es la universitaria sin dedicarle el tiempo que exige y
todo tiempo menor que la dedicación absoluta, resulta una aproxi-
mación -y en muchos casos un remedo-- de lo que en verdad
debe hacerse.

Lo que queda dicho no es más que una perogrullada, una
aplicación del refrán popular de "¡Zapatero, a tus zapatos"! Pero
es indispensable tenerlo en mente cuando se hace la pregunta de
cuáles serán las razones por las cuales la Universidad Latino-ame-
ricana no ha dado una contribución adecuada al proceso de desa-
rrollo, o se asume una actitud crítica hacia las casas de enseñanza
superior, por creer que no están produciendo lo que los países ne-
cesitan. Para que la Universidad pueda producir es necesario que
cuente con el personal indispensable; sólo en la medida en que
el personal universitario, sea de dedicación absoluta y cuente ade-
más con las garantías indispensables de estabilidad, respeto a sus
ideas, ascenso de conformidad con sus méritos y remuneración
decorosa, se podrán en verdad exigir resultados.

Igual puede decirse de los estudiantes. Predomina en Amé-
rica Latina el criterio de que ni las familias ni la comunidad pueden
mantener a los jóvenes más allá del final de la enseñanza media.
Por ello, el estudiante es casi siempre de tiempo parcial, lo que
limita tanto las demandas de esfuerzo que pueden hacerle los
profesores como el aprovechamiento que el estudiante puede hacer
de la época en la cual adquiere la formación definitiva que le
llevará a ser parte de los futuros grupos dirigentes. Bueno es hacer
notar que el llevar a los estudiantes a serlo tiempo completo supo-
ne necesariamente si se quiere evitar que conduzca a una aristo-
cratización de la enseñanza, un sistema de becas y auxilios que
haga posible a las personas de escasos recursos el adquirir una
educación universitaria.

3.-Transfonnación de los sistemas pedagógicos:

En una actividad universitaria desarrollada en tiempos par-
ciales por estudiantes y profesores, el desacreditado sistema de la
lección magistral pareciera ser el más fácil. El profesor habla y en
la mayoría de los casos, repite la lección aprendida hace años. Los

di tes escuchan algunos toman apuntes, otros no asisten si-
tu ían ' , . l fi 1 Eles . limitan a preparar los examen es parcia es y ma es.

qUIera Y :el profesor se concentra en impartir sus lecciones, y el de
esfu

erzo
d· ntes en obtener buenos resultados en los exámenes, enlos estu la . . ,

· d de esfuerzos de memonzacion.
Vlrtu .. d . itarie la repetición de ese proceso, la activida umversi aria se00 . . E

'1 Y es imposible pensar en que las ciencias progresen. s
~qull osate imposible pensar en que la Universidad forme genera-
19uamen '1' 1 té .· actitud de cambio dispuestas a uti Izar as ecmcas yclones con '. . id d

. 'entos adquiridos en el serVICIOde sus comum a es.conoclDll .
Una mejora de la actividad universitaria .supone ~ece~na-

te un cambio de criterios pedagógicos, más bien podría decirse,
:e:dopción de un verdadero sentido pedagógico. E~seña.r .no. es
· l mente transmitir conocimientos, es crear la actitud objetiva,

:~~b~to del pensamiento riguroso y ordenado, la a~i~idad intelectual,
que son necesarias en el nivel superior de las actividades humanas.
Es una actividad formativa. Por ello, no puede pensarse e~ una
labor a cumplir tan sólo por los profesores sino que los est~dIantes
deben realizar por sí y como parte de su tarea, una amplia gam.a
de actividade; destinadas a probar la adquisición de lo,s. con~cI-
mientos, y al mismo tiempo, mantener una actitud de crítica b~~n
informada sobre las lecciones recibidas. Ello supone preparación
previa de lecciones para estar enterados del tema a discutir e.n
clase, participación en el desarrollo de ésta, no sólo para pedir
explicaciones adicionales sino también para argumentar en contra
del profesor; y finalmente, realización de práctica control~a co~o
parte de la docencia. Esto último, pareciera haberse entendido bien
claro en las carreras técnicas o vinculadas con las ciencias naturales,
pero no así en las disciplinas sociales, donde la práctica ha sido
siempre dejada a la iniciativa individual o a las tareas a cumplir,
con posterioridad a la graduación.

4-Diversificación profesional:

Las sociedades sub-desarrolladas tienen una estructura ocu-
Pacional simple' las actividades a las cuales se dedica la población
activa son POC~sy se encuentran radicalmente dif~r~nciadas. E~
C81nbio,el desarrollo exige una amplia gama de actividades de di-
rección y ejecución, que demandan multiplicar las especializaciones



y aumentar el número de conocimientos y profesiones que deben
ser adquiridos en instituciones de enseñanza superior.

Es característica latinoamericana una grave desproporción
entre el número de profesionales de nivel superior, por una parte,
y el que se tiene de nivel medio, que han de constituir el necesario
soporte para el mayor aprovechamiento de aquéllos. Esa situación
es una muestra evidente del subdesarrollo cultural y debe ser co-
rregida por las universidades. Sólo en la medida en que éstas ofrez-
can una mayor gama de oportunidades y satisfagan así las exigen-
cias de una compleja sociedad desarrollada podrán crear las con-
diciones que se necesitan para que éstas puedan producirse. Sólo
así podrá además superarse el problema que presentan los estudiantes
que fracasan en la adquisición de las profesiones más difíciles y
que, sin embargo, tienen plena capacidad para las carreras de tipo
intermedio. (30')

5.-Combate a la macrocefalia capitalina:

La carencia de oportunidades culturales fuera de los princi-
pales centros urbanos --que en América Latina generalmente son
uno o dos por pa.ís- es una de las principales manifestaciones de la
macrocefalia ya mencionada. Para que la Universidad deje de ser un
factor contribuyente a ella y se convierta, por lo contrario, en
vehículo de un desarrollo integral, es indispensable que sin destruir
sus asientos tradicionales se proyecte hacia las comunidades de
menor tamaño y establezca en ellas Colegios o Centros Universitarios
Regionales, en los cuales se pueda seguir carreras cortas y de nivel
intermedio o cumplir la primera etapa de los estudios universitarios.
Esa proyección de las universidades a nivel nacional, será mucho
más beneficiosa que el aumento del número de establecimientos
universitarios en una misma ciudad, dado que hará llega'r las opor-
tunidades culturales a personas situadas en distintas áreas geográ-
ficas. En ese sentido, creo que las universidades latino-americanas
tienen mucho que aprender de los sistemas de colegios menores Y
centros universitarios de gran tamaño que caracterizan la educación
superior en los estados de Nueva York y California, en los Estados
Unidos de América. (31'1

(30) "ENsmANZA SUPERIOR ... '', op. cit. p. 7 Y 14.

(31) Una interesante descripción del sistema de "Multiversidad" que existe en el Estado de
Nueva York puede encontrarse en la edición de Time Magazine, del 15 de enero de1968, p. 33 - 38.

6._Mejora administrativa y planificación universitaria.

Antes de que la Universidad pueda efectivamente contribuir
con mayor eficacia a la solución de los problemas nacionales, es
indudable que tiene que poner orden en su propia casa. Resultado
de procesos históricos de crecimiento, inmersas en una competencia
interna entre los distintos campos de estudio, sujetas a presiones
de todos los grupos que la forman, la mayoría de las universidades
no son por cierto un modelo administrativo y carecen de oficinas
de planificación adecuadas. Como resultado de esas circunstancias,
existen en ellas multiplicación de funciones administrativas en las
distintas unidades académicas, y crecimiento desigual entre éstas,
que lleva a unas a adquirir un desarrollo acelerado y mantiene a
las otras en situación precaria. Falta unidad en el mando, direc-
ción coherente y por sobre todo, actividad interdisciplinaria. Las
necesidades se resuelven para períodos sumamente cortos y los pro-
gramas de actividades no docentes, si es que existen, se fragmentan
en chispazos individuales, carentes de continuidad. En esas circuns-
tancias, resulta difícil que las universidades vayan a enseñar y a
servir de ejemplo a los procesos de planificación a nivel nacional.

Por ello es de absoluta necesidad en las universidades latino-
americanas, realizar una honda reforma administrativa que, como
dijo la Reunión de Expertos, comprenda los siguientes puntos:

"Revisar la organización administrativa universitaria, reestructurándola
con criterio moderno y funcional, con el fin de aumentar su eficacia y
rendimiento, 'Y'de dar a íos cuerpos directivos y ejecutivos una estabilidad
y permanencia que les permitan formular y ejecutar una política univer-
sitaria sistemática y a largo plazo, asignándoles funciones específicas y
niveles de responsabilidad que les faculten para tomar resoluciones y
ejecutarlas sin complicaciones ni tardanzas y con la diligencia que exigen
el funcionamiento y desarrollo de la Universidad.

Seleccionar cuidadosamente el personal administrativo, considerando
que la creciente complejidad de la organización universitaria requiere
especialistas calificados.

Mejorar los servicios estadísticos y de administración financiera para
Conocer mejor la situación y las posibilidades reales de las instituciones
~niversitarias y disponer de los elementos de juicio necesarios para rea-
lizar una adecuada planificación". (32'1

(52) "Enseñan%> Superior ... " op, cit., pág. 15, parte 2'.



En materia de planificación, se consideró igualmente:

"Dado el proceso de transformación de la U' id d. . nlversl a su pla
miento rnterno constituye un imperativo d I h r neo-

:~t~:~~i:~:~~os;e YI:r~~~~~~ió~e ssuup;~~~~:;~ao~~~~::~fi~tepra:~~~~:n~~~
establecerse con suficiente base de criteri . I e, y no podran
ción. la extraordinaria c .. I erro~ r~clona es para su financia_
Un' id d d ompleiidcd ocodérnico y administrativa de I

I,vers, ~ mo. er.n? y la necesidad de preveer sus actividades a media a
y argo p azo iusrificcn todavía mós el planeamiento. no

.la. planificación universitaria ha de ser llevada a cab f .
espec.,al,zadas, y debe mantener una vinculación estrecha o ~:: o Icrnas

~~~m~ent~ nacional y. utilizar ~os se~vicios de las entidades internac~~n~:~~
Univer~~a~~ proporcionar osrstencie técnica y ayuda económica a la

En la elaboración de los pla '" ,
armónicamente las exigencias que nesla~~~~ersltarros de~:ran conjugarse
profesionales, las necesidades soci t I nd la formaclon de cuadros
aspiraciones de la juventud". (33') a es, as emandas del medio y las

6. LA UNIVERSIDAD Y EL DESARROLLO:

mentalLa 1a~terior exp~sición no ha tenido como proposlto funda-
. e. acer una Iista de los males que aquejan a las Univ

~:des l~:mo-americanas, con un propósito triste y desconsola~~
nos e:e a corroborar la conclusión errónea aus iciad

algunas entIdades financieras internacionales de que :0 deba pohr
cerse nada dent d II ' e a-ro e e as y que deben crearse instituciones nuevas
=~~:te~der l~s. problemas del desarrollo(34). Por el contrario ha

e proposIto de señalar cuales son los aspecto '
tras universidades deben co . s que nues-
t . rregir para acrecentar su papel d
errnmante en el desarrollo latino-americano. e-

vemenFalta examinar, y creo que ello debe hacerse aunque sea bre-

la Uni~r~~~~s:::~ ~eU:~I~:Sscontrib~ciones básicas que debe hacer
portancia. u pape en un proceso de tanta, im-

(33)
(34)

"Enseñanz Suoen .. . 'a upeflor... op. CIt. parte l' página 7.

Bntc< ellos cabe hacer la honrosa exce ción dI'
a la compr<nsi6n del problema univ, it . e Banco Interameflcano de Desarrollo, graciasV. versi ano que re 1 .

ease su conferencia "El Financiami t d 1 ve a su presIdente Felipe Herrera.
LLO DE AMERICA L'ATINA Y s~n o e D"arrollo Universitario", en el DESARRO.

FINANCIA MIENTO. op. cit p. 314'HO.

l._Investigación de la realidad y necesidades nacionales:

Quecló señalado en la segunda parte de esta comunicación
que no puede existir desarrollo sin planificación, ni ésta sin "cono-
cimiento claro y efectivo de la realidad nacional".

Esta es una tarea que constituye una parte de la función pri-
mordial de la Universidad que es la búsqueda de la verdad. Si en
ella es donde se encuentran los profesionales de más alto nivel en
los distintos campos del saber humano, si es en ella donde estos
pueden encontra'r el mejor ambiente para su actividad investigativa,
dado que la pueden realizar en un plano objetivo, de estabilidad
completa en sus posiciones, de continuidad en sus tareas y de medios
ndecuados para realizarlas, lógico es que sea la Universidad el prin-
cipal foco de la. investigación sobre la realidad y necesidades nacio-
nales. Así como la investigación vivifica la enseñanza, la obligación
de realizar ésta, es fuerte acicate para la primera. En ningún otro
lugar se cuenta además con un gran número de mentes jóvenes que,
como parte de su tarea académica, puedan emplear su energía, in-
quietud intelectual y entusiasmo juvenil, en colaborar para hacer
efectivo el conocimiento de la realidad en la cual habrán de ejercer
sus profesiones.

Por ello creo, que la labor de conocimiento e investigación
de la realidad nacional, básica en la tarea de planificación, debe
ser encomendada a la.s universidades, a fin de que éstas puedan
retener a sus investigadores y obtener de ellos el máximo rendi-
miento posible, así como crear las corrientes vigorizadoras que ellas
representan para todas las actividades universitarias. El beneficio
que se puede obtener de una adecuada financiación para la ense-
fianza superior no es por cierto, inmaterial, sino que puede medirse
en términos de conocimiento indispensable para la toma de decisio-
nes y del desarrollo que resulta de decisiones correctas. (35')

Un buen ejemplo de lo que puede hacerse en este campo es el acuerdo celebrado entre el
Ministerio de 'Agricultura y Ganadería y la Facultad de Agronomía de la Universidad de
Costa Rica. De conformidad con él, la entidad académica asumió todas las labores de
Investigación del Ministerio, el cual lleva a cabo la formulación de su política con funda-
mento en los resultados obtenidos por la investigación universitaria.



2.-Formación de profesionales y técnicos de nivel medio:

El contar con personal calificado es punto esencial de toda
tarea de desarrollo, sobre todo si ésta se entiende en su connotación
cultural. La tarea tradicional y básica de la actividad universitaria,
sobre todo si no se limita a la graduación de profesionales para el
ejercicio liberal sino que lo hace también para el servicio público,
si no se reduce a las profesiones tradicionales sino que abarca por
igual el nivel medio, si crea en sus graduados la actitud necesaria
para comprender el cambio, hacerse partícipes de él y ser factores
de su aceleración, es otra tarea de gran impacto para el proceso
de desarrollo.

Cualquiera que sea el nivel de los graduados universitarios
hay que aceptar que poseen el más alto nivel de preparación exis-
tente en las comunidades nacionales. A ellos corresponde el liderato
de la vida nacional, sobre todo, en el aspecto de orientación racional
del desarrollo, En la medida pues, en que la universidad cumpla
eficazmente su tarea de formación de profesionales, estará prepa-
rando los líderes de toda actividad futura.

3.-Evaluación de los resultados:

Las decisiones de tipo político que orientan el proceso de de-
sarrollo en la planificación, corresponden inevitablemente a los
poderes estatales. Pero, por sobre todo en las sociedades democrá-
ticas, la confrontación entre los planes y la realidad requiere un
enjuiciamiento constante. Este, en la opinión pública nacional, se
lleva a cabo dentro de un ambiente cargado de pasiones políticas,
de carencia de objetividad y muchas veces, de información adecuada.
Por necesario que sea este proceso para la vida de un país, es indu-
dable que a la par de él, y con mayor importancia todavía para
los ajustes de los planes, y la corrección de los defectos en que se
haya incurrido, ha de existir una constante crítica y evaluación de
los pasos dados o por darse.

Esa es a mi juicio, otra tarea típicamente universitaria. Si
las instituciones de enseñanza superior son objetivas y tienen téc-
nicos conocedores de la realidad nacional y de los sistemas que se
pretenden aplicar, nadie como ellos para efectuar una crítica objetiva

anes de desarrollo y una vigilancia constante. de la forma
de los pl abo Si esta tarea se cumple con senedad y altu-llevan a e .
en que se 'b'l'dad de resultados habrá de ser más halagadora.la pOSl 11ra,

7. CONCLUSIONES:

deben desprenderse las siguientes conclu-De lo dicho, creo

siones: 1
1 - En los problemas inherentes a todo proc~ de desarrol o,

bí • las Universidades cumplir un papel muy Importante.de ieran
2. - Pero, en la América Lati~a, en el momento presente y

la ría de los casos las universidades no cumplen plenamenteen mayo ,
dicha tarea.

3 - Ello se debe a causas externas a la Universidad, como
'ti del Estado a otorgarle fondos adecuados para su ta-rea,.la nega va .. . , . .taria

o internas de ella, como falta de planificación umversi .

4 - Para que la Universidad pueda asumir un liderato en
la ta~ del desarrollo debe vencer sus problemas internos. I?eb:
además establecer una vinculación más estrecha con la comumda
a la que sirve.

5. - En la medida en que ella se convierte en guía ~el pro~eso
de cambio podrá contribuir efectivamente a la aceleración de este
y a que él se efectúe en una forma más equilibrada.

Ciudad Universitaria "Rodrigo Facio"
Marzo, 1968



LAS NULIDADES PROCESALES y SU

TRASCENDENCIA ECONÓMICA

Lic. MIGUEL BLANCO QUIROS
Titular Derecho Procesal 1.
Facultad de Derecho,

La tramitación de un proceso exige en mayor o menor grado
la satisfacción de una serie de gastos que recaen necesariamente
sobre los sujetos que en el intervienen: El Estado que paga la ad-
ministración de la justicia, las partes que invierten en el mismo su
tiempo y su dinero, y los terceros que se ven compelidos a prestar
su colaboración en cumplimiento de una obligación legal.

Depende entonces, de la mayor o menor extensión del proceso,
conforme a su naturaleza, del conjunto de formalidades a que se
someta su tramitación y del régimen que se adopte para el trata-
miento de la nulidad de los actos procesales, el mayor o menor costo
del litigio y las consecuencias económicas para las partes que en el
mismo intervienen.

Es principio fundamental que recogen las cartas políticas de
los paises civilizados, elevándolo a la categoría de garantía consti-
tucional, la celeridad en la administración de la justicia. "Ocurrien-
do a las leyes -dice el artículo 41 de nuestra Carta Magna- todos
han de encontra'r reparación para las injurias o daños que hayan
recibido en su persona, propiedad e intereses morales. Debe ha.cér-
se

f
les justicia pronta, cumplida y sin denegación y en estricta con-

o 'drtni ad con las leyes". Pero ese postulado, frecuentemente no
Pasa de alcanzar la categoría de una aspiración insatisfecha, cuando
:nsPiran contra su eficacia la defectuosa reglamentación de nuli-

des y el espíritu conservador y detallista de los llamados a inter-
\fe •lllr en un proceso.

"! En Roma, en el período llamado de "le gis actiones" y en el
~nnu~rio':' el proceso estuvo sometido a un conjunto de formali-

es, rlgorlSmos, frases sacramentales y fórmulas cuya más leve



omisión bastaba para. anular lo mismo un acto que todo un proceso.
"Toda contravención a la ley de procedimientos ocasiona la nulidad
del acto" mandaba el Código Gregoriano, convirtiendo así el proceso
en un acto plagado de formalidades en el que frecuentemente se
sacrificaba el Derecho a las exigencias de la fórmula. y esa filoso-
fía que se proyectó durante muchos siglos en las leyes procesal~s dio
o:igen al sistema de "la nulidad por la nulidad misma" cuyos resa,
bIOSdesafortunadamente no han desaparecido del todo en este siglo
de l~s c.onquistas espaciales. "Muchas formas, dice Chiovenda
(InstItucIOnes NQ284) son consecuencia de las condiciones sociales
políti~as y de tiempo, otras son restos de sistemas antiguos que s~
mantIenen por acatamiento a la tradición y por el espíritu conssr.
vador que domina en el ambiente forense como toda clase que se
edu.ca en una larga preparación técnica. A ello agrega el daño
der~vado de la aplicación que se hace de las formas con espíritu
caVIloso. La Historia demuestra, dice Calamandrei (Instituciones
pág. 245) que las formahdades adoptadas para ciertos fines tienden
a sobrevivir, aunque resulten inútiles como aquella que establecía
la nulidad de la sentencia si el juez no la pronunciaba sentado.
(Hugo Alsina, Las Nulidades en el Proceso Civil)".

Contra ese sistema, que al decir de un autor convertía el
proceso en una "misa jurídica", el Código de Procedimientos francés
adoptó un principio completamente opuesto: el llamado "pas de
nul~ité ~ns texte", en virtud del cual no se reconoce ninguna
nulidad SIn una disposición legal que la establezca. Pero, a pesar
?e que el abandono del sistema romano significó un avance muy
Importante ~n el régimen de las nulidades procesales, el nuevo mé-
todo edolecía de algunos defectos que llevaron a sustituirlo en
def~n~ti.va,por una nueva regla: "pas de nullité sans grief" '(sin
perJUICIOno hay nulidad) consagrada por el Decreto Ley de 30
de octubre de 1935. Esa nueva tendencia unida a la doctrina de
la eficacia del acto procesal ya consumado y al de la sanción de
los vici~s procesales, constituyen sin duda alguna el rumbo que
debe orientar todo buen sistema de procedimientos.

No puede olvidarse, desde luego, las formas necesarias para
que el proceso alcance existencia jurídica y validez formal vale
decir, el respeto a las formas sustanciales, pero salvado ese interés
y el que garantiza a las partes su derecho a la defensa, nada impide
la adopción de un sistema que 'reduzca al mínimo la declaración
de nulidades.

Dentro de esas ideas conviene, en primer. término, señalar
'olación de las garantías procesales recogidas en las cartas

118 la VI ed' .q nstituyen la máxima nulidad en que pu e incurrirseliticas co ,..,
pO roceso. A nadie se le hara sufrir pena, dice el artículo 39
en un Ptra Constitución Política, sin haberle concedido la oportu-de nuee

. d via para ejercitar su defensa, y consecuentemente con ese
nl~ . ~re nuestra ley procesal reconoce como causales válidas paral'll1ClplO, did
P fallo aquellos vicios del procedimiento que hayan po 1 o
ca:r

u
7ndefensión. Esta, entonces, y el quebrantamiento de las

ca más importantes del procedimiento establecidas para ga-normas . d
tizar la validez formal de los procesos VIenen a ser e esa

ran los elementos que deben tomarse en cuenta para darle
manera " . d r
cabida a la nulidad de los actos procesales. Los motivos e nu 1-

dad adjetiva en la ley procedimental, -declar~ la Corte Supr~ma
de Justicia de Colombia- han qued~d? reducidos a aquellas Irre-
gularidades que implican el desconocimiento de las bases de la or-
ganización judicial o la violación del derecho de defensa, esto es,
la incom te 'a de iurisdiccíán, la . egitimidad de la pers0n.a de
cualquiera de las pa.rtes y la falta de citación o emplazamiento

la forma legal de as ersonas qu han debido ser llamadas al
jui' (G. J. número 1957 y 1958, pág. 554).

La misión de la nulidad escribe Alsina (las Nulidades en el, .
Proceso Civil) en efecto, no es propiamente asegura.r la observanci
de las formas procesales, sino e cump Imiento de los fines a ella
confiados por la ley. Las formas son el medio o el instrumento. de
que el legislador se vale para hacer efectiva la garantía constitu-
rional de la defensa en juicio, lo cual constituye el fundament
de los derechos procesales de las partes. En cualquier supuesto en
que esa garantía aparezca violada, aunque no haya texto expreso
en la ley, la declaración de nulidad se impone; en cambio, no
obstante la existencia de un texto expreso, la nulidad es impro-
cedente si a pesar del defecto que el acto contiene, el fin propuesto
ha Bido alcanzado. Tal es, en último análisis, el sentido de la ex-
Presión pas de nullité sans grief que el legislador francés ha ter-
minado por reincorporar a su código y que el nuevo código italiano
establece como base de su sistema. La fórmula sería, pues, la si-
I\Uente: donde hay :WQ8i9ll8iónhay nulidad..si no hay indefensión

hay nulidad".

Por el contrario los otros defectos procesales que pueden
aIectar la eficacia normal de los actos procesales no deben dar



lugar a nulidades cuando no se acredita la existencia de un interés
y de un perjuicio, cuando no obedecen a un fin' práctico o cuando,
finalmente, el acto ha alcanzado el objeto al cual estaba destinado,

Veamos ahora cual es la orientación de nuestro código pro-
cesal civil y de la jurisprudencia nacional en esta materia de sUyo
delicada, ,

En el año 1937, por ley p,úmero 8 de 29 de noviembre, se
introdujeron al Código vigente reformas sustanciales encaminadas
sobre todo a darle agilidad al proceso y celeridad a su tramitación,
Se adoptó, en cuanto a nulidades el método francés, aunque por
circunstancias especiales no llegó a establecerse un conjunto orgá-
nico regulador de las mismas, Sin embargo debe reconocerse y elo.
giarse la labor de la Comisión de Magistrados de la Corte Suprema
de Justicia que en un tiempo muy corto realizó un brillante trabajo
que en esa materia significó un gran paso en la eliminación de
nulidades, Del Licenciado Antonio Picado Guerrero, miembro de
esa Comisión, son los siguientes conceptos que copiamos de su pu-
blicación "Las Nulidades según las Reformas Procesales de 1937":

"Siempre que se inicia un proyecto de reformas procesales, los en-
cargados de prepararlo ponen especial cuidado en cerrar, en cuanto seo
posible, la puerta de las nulidades por ser éstos una de las causas prin-
cipales de la justicia lenta. Pocas cosas causan tanta desazón a los li-
tigantes como esos nulidades, sobre todo cuando abarcan la totalidad
o gran porte de las actuaciones, no sólo por la pérdida de tiempo, sino
por las numerosas complicaciones que surgen de hecho y de derecho,
o veces con carácter irreparable. En tesis general, debe ser preocupación
constante de los tribunales evitar esas nulidades, soslayarlas en cuanto
sea dable, no sólo para evitar la crítica y perjuicio de los litigantes,
sino para no dar margen al cargo de justicia lenta. Uno de los mayores
propósitos de la Comisión fue el de sugerir aquellas reformas que sin
alterar en forma sustancial la ritualidad del juicio, evitaran las nulidades
procesales, quedando reducidas éstas al campo de la indefensión y a
aquellas que, como absolutas y de orden público, era del todo necesario
decretarlas poro corregir vicios esenciales del procedimiento. la pauta1
orientadora en materia de nulidades es la de que sólo por excepción
deben decretarse¡ que los casos de excepción deben enmarcarse en dos
extremos: cuando el vicio puede causar indefensión a la parte que la alego
o cuando por su carácter esencial, no secundario o de detalle, altera
o falsea el curso normal del juicio de modo irreparable. En uno y otro
caso, la nulidad no debe prosperar si es posible llenar la omisión O.J •
corregir el defecto".

El propósito de la reforma, cristalizado 'en el texto de los
artículos 385 y 890 del Código de Procedimientos Civiles introdujo

- tación en el manejo de las nulidades procesales,a onen CIO ulid d 1.•••• nueY . pre el principio romano de la n 1 a por aw- ndo para siemdester1'8 ,

nulidad JIlISJD8red'-, de los artículos 385 y 890, escribe el Licen-De la accion 1- . los
"aparece claro que es ob igatorio paraP' do Guerrero, d

ciado tea de decretar nulidades: a) cuando no se pro u-1 abstenerse . 1
tribuna es " n: b) cuando el vicio procesal no es esencia , o sea,
ce indefensIOrd d o es indispensable para orientar el curso no~al
cuan.d~ ~ .nu 1 :ua~do es posible reponer el tr~mite y corregir ,la
del JU~CIO, c~) cuando se trata de simples omisiones de pronu,n~~a-
actuación y 1 1 1 tribunal de alzada debe llenar la oIDlsI~n,. to caso en e cua e , , ta c al
JIlleD, , ' hay indefensión si no se VICia sus n 1 -. lente SI no , , .,
Por eonsigu edii iento si es posible corregir el defecto u OIDlSIOn
mente el proc IIDl , 1 lidad si la parte no ha reclamado en. idad de acoger a nu ,
~ n~ ulidad y ésta no tiene el carácter de absoluta, o au~
b~po n ser corregido el vicio, no debe decretarse esa nuli-
teDléndolo pu:~ fondo no tiene interés jurídico fundamental y cau~~
dad=::"':'rio a la administracióndejusticia.y a laspan:,~

F=,:"~:~~oh:::d~:~ ::g~: ~~~~~~on~:I~::'~Oet:ual

estabaCo~=:".mdas nuestroCódigodejóenmanosdedlo~juec~s
los medios necesarios para prevenir y evitar los efectos e a nu 1-

dades convirtiendo a éstos en verdaderos direc~~es dellPr~c~s~ a
, , , á id economICa en os JUICIOS,fin de garantizar una tramitación r pi a y ,

, " 1 ' cipios mas avan-La reforma en consecuencia, recogio os prm I iti
' f li ombinación debe permi Irzados en materia de nulidades, cuya e z c . , do el má _

f lidad condicionan o e maxien el proceso un mínimun de orma I ,~s iudicial sin importar
mun de ellas a las necesidades del conocimiento J , '
en ningún caso el sacrificio del derecho sustancial. , é 1

El saneamiento de los vicios, la necesid~d, de un I~!:r :~t:s
objeto práctico de las nulidades y el Teconoclmle~tol ddeel proceso

1 antías sustancia esconsumados que no afectan as gar ,
aP8lecen bien logrados en la legislación procesal costarr~~se dY
fi t arla en el criterio eel reflejo de su aplicación podemos encon r , , tla

S de -Iusticia, expues oSala Primera Civil de la Corte uprema " d 1963
en la sentencia de las 8 horas y 25 minutos del 18 de jumo e
en la que se dice:

. es si la irregularidad procesal.. , , . lo primero que debe determinarse , cedirnientos o si es neo
. . ., d los demos pro ,Puede ser corregida Sin perjurcro e



cesario anular las actuaciones o resoluciones viciadas bien po
d f h " ,rque el

e ect~ aya producido Indefensión, o porque sea indispensable decret
la nulidad para que el juicio siga su curso normal l'" nulidnd ar

di d' , , ," es Unreme 10 e ca,racter extraordinario y debe reservarse para aquellos ca
en que sea eVidente la indefensión o en que no haya otro camino queSO~
declararl~ para restituir la validez de la relación procesal, que sin ést~
no p~dna el Juzgador pronunciarse válidamente sobre las C\Jestion
debatidas", es

PO,r el contrario, típico ejemplo del olvido de esos principio
lo constItuye la resolución que bajo el número 608 dictó la S 1s
Segund~ ?ivil de la misma Corte, a las 15 horas y 30 minutos ~e~
19 .de julio de 1966, en que anuló, retornando al principio de la
nulIda? por l~ nulidad misma, todo lo actuado en un juicio sucesorio
ya casi terrmnado al cabo de tres años de tramitación al advert'

h bí .. , d ' Ir
q~e se a la micra o con una certificación del testamento y no me-
diants el aporte de un testimonio de escritura, pública.

Si~ ,duda alguna la celeridad en los trámitees del proceso y la
conseCUSlOn de una justicia rápida, inspiró las reformas del año
1937., La lentitud en la administración de la justicia, de la cual
constItuye un factor muy importante la nulidad de los actos proce-
sale~, se traduce nec~sariamente en una pérdida económica que
graVI~a en ~~or medida sobre las partes litigantes, y es menester
r~uclf al mm~mo el monto de esas pérdidas, porque en el procedí-
miento como dice Couture, el tiempo es algo más que oro: es justicia.

PREMISAS PARA UNA l.EORÍA DE LA

POTESTAD DE IMPOSICIÓN

Prof, GIAN ANTONIO MICHELI
Ordinario de Derecho Tributario
de la Universidad de Roma,
Traduce: Walter Antillón,

1. Me es muy grato dedicar estas primeras consideraciones
bre un concepto extremadamente importante pa.ra el estudio del

~recho tributario -y en general, del Derecho Público--: el con-
cepto de "potestad de imposición", a un insi,gne estudioso y.magis-
trado de América Latina, el Profesor don Víctor Manuel Elizondo.

En efecto, la mayor confusión termínológica reina en mérito
a la definición de potestad de imposición, es decir, de la potestad
administrativa a través de cuyo ejercicio el ente público pretende
concretamente la prestación tributa.ria de parte del sujeto pasivo.
Este aspecto final del concretarse de la norma. jurídica tributaria se
presenta frecuentemente confundido --o en todo caso no bien des-
tacado- con la potestad del Estado (y de los entes públicos me-
nores) de postular la norma general y abstracta que prevé la im-
posiciÓ'D,si y cuando se verifica el presupuesto de dicha norma en
relación con un determinado sujeto (pasivo). En 'realidad se trata
de dos diversos momentos de la actividad del ente público que es
menester distinguir incluso terminológicamente'!". Por esa razón
tampoco me parece muy perspicuo indicar, con ALESSI(2'), la po-
testad normativa. sea la de establecer normas jurídicas primarias
(POr ley o por otros actos con valor de ley: decretos-ley, decretos
~egislativos~, o normas subprimarias (como las emi~idas~;, los e~tes
OCales), o Incluso secundarias, como "potestad tributaría conside-
rada desde el punto de vista abstracto, contraponiéndola a una

(1) B"".
cr~IRI: Corso istituzionale di diritto tributario: pág. 2 Y ss.; Y antes sus Principii di
"'!lo tributario, Vol. 1, p, 114 Y ss.

(2) .\Us
cip" S~.STAMMANTI: Istituzioni di diritto tributario; p. 29; ver también CaCIVERA: Prin-

u dI diritto tributario; p. 114 Y ss,



"consideración desde un punto de vista concreto" de la misma Po.
testad tributaría.

Se trata, en realidad, de dos fenómenos asaz diversos entre sí,
aún si único puede ser el sujeto que despliega tales potestades. El
poder de emanar normas tributarias constituye una manifestación
del Poder Legislativo, expresión de la Soberanía. El mismo perte.
nece ante todo al Estado, al cual la Constitución confiere la función
legislativa primaria (art. 23). Pero tal función normativa viene
reconocida además a las Regiones y a otros entes locales territo,
riales. En estos casos, sin embargo, la potestad tributaria normativa
encuentra una serie de límites (en primer lugar, en la ley estatal
misma). Lo que induce a colocar el poder tributario de tales entes
en un escalón inferior al reconocido al poder tributario del Estado.
Con esto no creo deber considerar el poder tributario de tales
entes como "derivado", en sentido técnico, del de El Estado, y de-
legado por éste a aquellos entes. Trátase siempre de un poder
originario primario, pero subordinado al poder tributario estatal y
dotado de diversa intensidad según sean los sujetos a los que la ley
lo otorga.

Por lo demás, también el poder tr'ibutario estatal tiene límites,
puestos hoy por la Constitución, con la consiguiente posibilidad de
un control de legitimidad constitucional de las normas tributarias
legislativas O') •

El poder tributario viene entonces cualificado como una po-
testad, o como un aspecto de la potestad normativa, en cuanto re-
presenta el aspecto subjetivo, es decir, referido al sujeto que actúa
para ejercitar una función fundamental del ente público y, señala-
damente, del Estado, la cual debe ser ejercitada en el interés públi-
co general. El poder de producir normas jurídicas puede además ser
calificado también en relación con el objeto de dichas normas, y
así se habla de "poder financiero" para abarcar la actividad norma-
tiva y la actividad de aplicación de las normas mediante las cuales
el ente público se procura los medios para hacer frente a los gastos
necesarios al desenvolvimiento de sus actividades. Pero también
este concepto es precursor de poca claridad no solo si se tiende a
involucrar en él tanto la actividad normativa como la de aplicación
de la norma primaria, sino además por el hecho de considerar en '

(3) Confrontar mis "Profili eritici in terna di pot.stá di imposizioo ••.•• n los "Studi in onore
di Gae tano Zingali; Vol. 111. p 44l y ss.

rmas primarias, sea cual fuere su contenido. Ya en
1...1(JC1Uelas índi é y no me repetiré aquív'", que es poco oportuno~ r In 1QU, idó ob
otrO lug

a
'deración analítica de los instrumentos 1 oneos.a -

_,.-rar la consd
1

favor del ente público, mediante una considera-"""""-la: entra as a . 'h cer
~.••ner S 1 ti 'dad financiera del ente mismo, sm a•.•••• b I de a ac 1VI fi
l'ón glo a " rídicos utilizados para aquel m.e . tre los mecamsmos JU .'

distinCIón enrs ctiva puede ser útil y hasta necesana en una pn-
Esa vasta ~ ~, panorámica de los fenómenos, a la cual, empero,roxIIDaClOn ,
JI18raap . indagación analítica de los mismos.ebe seguIr una . ,
d esas razones refiero la potestad (normativa p~an~) de

por . ídicas tributarias sólo a aquellas hipótesis entul normas jurr 1 , '1'
pos ar te úblico emite normas abstractas para crear y d1S~lPl?ar
que el en .P tributarías que el sujeto pasivo debe cumplir SI selas restaclOnes . di h

P ta to se verifique la situación-base prevista en IC aserifica y en n, " testadv , Defino convencionalmente tal potestad como po .
n~rmastaria"distinguiéndola aún de nombre de la potestad d~ ~pli-
tri~U , ta de la norma en el caso singular. Esta actividadcacién concre . , . ece
dministrativa de aplicación de la norma tn~utarla .es SIempre n -

a . . luso en aquellos casos en que el sujeto paSIVOsea predeter-sanamc , . 1 la
. do concretamente por la norma de ley. ASI por eJ~mp o

~.N.I." y la 'U.N.I.R.E." son los sujetos pasivos d~l ,Impuesto
sobre juegos de habilidad y sobre los concursos de pronos,tIcos (~y
N9 496 de 14 de abril de 1948) y el "E.N.E.L<' es el sujeto paslv.o
del impuesto sustitutivo sobre la energía eléctrica (u:y ~e 6 ~e dl¡
ciembre de 1962; Decreto del Presidente de la República N 74
de 17 de setiembre de 1964). Con el ejercicio de la potestad norma-
tiva tributaria no surge a favor del ente público ningún derecho ~e
crédito a cargo de los sujetos pasivos: precisa para ello que se ven-
ti . . , ta 1 arma tributaria. Yenton-quen las cucunstancías previs s en a n

de i , " " amo concretocee entra en consideración la "potestad e rmposicion c. . .
poder-deber del ente de realizar determinados actos dirigidos a la
verificación de la pretensión concreta del ente mismo a la ~resta-
ci6n tributaria, y que puede pertenecer incluso a entes .dlvers.os
de aquéllos a los que compete la potestad (normativa) tn~u~la.
T - te . t di edentes'>" VIene441 l'lJúnología que he empleado en es u os prec .
as{ rectificada en la forma aquí propuesta para esculpir, con mayor

(4) V . . .•. I"E iclopedia del Oiritto"; n. 3.er 1111 "voz" "Diritto tributario e Diritto finanziario • en a nc

U) V .. .,. •• los "Problerni attuali di.er, 'demás la "voz" citada y el ensayo "Profili entlel... , "b' "
cliritto trib . IR' t "Diritto e prattica tri utana •utario nei rapporti internazionali •.•• n a evis a "b'
196,. P. 216. en los cuales se hace referencia sólo a la potestad normativa tn utan a.



claridad según creo, la esencia de los fenómenos descritos con lqa
locuciones ahora consideradas,

2, No basta entonces el ejercicio del poder tributario de
parte del Estado (y, en los límites previstos por la ley del Estado
de parte de los entes públicos menores) para que la prestació~
tributaria sea debida o, como se suele decir, para que el tríbutotsi
sea concretamente impuesto al contribuyente singular, Para llegar
a ésto precisa una actividad intermedia de la administración pú,
blica, la cual actividad, por otra parte, se presenta diferenciada y
se plasma en los más variados módulos y con actos de diferente
contenido, El esquema clásico del acto de "acertamiento" como
momento decisorio para el surgimiento o para la liquidación de la
obligación tributaria está hoy superado por la presencia de otras
secuencias de actos en los cuales el momento del acto administra.
tivo se proyecta en modos distintos del tradicional de "acertamís-,
to". Se puede entonces dudar de que la potestad de imposición no
constituya el "prius" en el desenvolvimiento de la prestación tri.
butaria, desde el punto de vista de la obligación de pagar el tributo,
Lo cierto es que el momento administrativo puede presentarse bajo
diferentes aspectos en el procedimiento de aplicación de la norma
tributaria, No solo, entonces, como acto, por decido así, "preven-
tivo" de imposición, es decir, de aplicación de la norma a la especie
fáctica concreta, y por ende ligado por un vínculo genético ex-
clusivo al surgir de la obligación de pagar el tributo, sino que tam-
bién referido al control del cumplimiento de un deber del sujeto
pasivo no necesariamente correlacionado con el ejercicio de un
poder o de un derecho de crédito de parte del ente público,

El examen analítico de las distintas series procedimentales
conducirá a interesantes resultados, porque mostrará la diversa
incidencia del ejercicio de la potestad de imposición en la forma-
ción de las distintas situaciones pasivas tributarías. Generalmente,
en efecto, la relación jurídica de impuesto viene considerada como
momento final y típico, en su correlación de derecho de crédito y
obligación, Pero aún así debe distinguirse entre el nacimiento de
la obligación y su completa actualidad, aún coactiva, de la preso
tacíón debida, de donde derivan las infinitas y aún no acalladas
diatribas sobre la naturaleza del llamado "acertamiento", sobre la
necesidad o no de deber atribuir el surgimiento de la obligación a

(6) Ver la noción ofrecida por mí en "Profili ... " citado, p. 456.

ió de un determinado 'resultado, o al cumplimiento de
'liesCl n ti dla "etl " t' de imposición (7') , Por otra parte se ien e ad [nistra lVOS , , , l'

actoS a ID: 1 ajercicio de la potestad impositiva, en el cump 1-
, 'duahzar e , " d 1" " d 1 "q antum"indiVl t de fijación y liquidación e an y e u

to del ac o " d t ' ,JJÚen , , limitándose así a un esquema típico e ac uacion
de la pres:c::n~retensión tributaria, como, por ejemplo, el de !os
concreta ed, tos Pero aún en relación a éstos se ha reconocido

tos irec ' doui 1 diInpueB 1 peso particular que a su respecto a quiere a e-
actua~en:l :ujeto pasivo, en tal forma que toda la, est~ctur~ d~l
c}ar9.CIÓn, d ' de la secuencia de actos y situaciones jun--_.....:I ••.•.•íento es ecir, ,
p~ d ~ an del cumplimiento de dichos actos y que VIenen, que env "f'
dicas 'da cada caso por la ley, adquiere una especi icadeter'Jll1l18 s en
autonbmía, , , "

La contraposición entre tributos con y tributos s~n lmposlcl,on
'( se verá) un valor eminentemente relativo y descrip-adquIere como "ema-

, a la individualización de un acto imperativo a cuya
b"~ t:restá subordinada la producción de determinado~ ef~ctos,
nací ed negarse que la potestad administrativa se ejercite en
:ro n;::ucas:s aun cuando no se dé el cumplimiento previo de
un :Scto "de i~posición", Sobre esto es bueno entenderse clara~
mente El ente público está provisto de adecuados poderes de contro
aún ~cesivo a la entrega; de la parte del contribuyente, de una su~a
de dinero a título de pago' del tributo; tal control puede asumir
diversas formas y se despliega siempre en el cumplim~ento de, ~ctos
que asumen el contenido de órdenes, aun cuando miren a fl]a~ y
liquidar el tributo luego de constatar la existencia ~ ,la m~d~
del presupuesto, En otros términos, el contenido c~gnlbvo y liqui-
datorio del actow no es de ningún modo incompatible con el C?~-
tenido imperativo del acto mismo, revelándose así como la expresión
del ejercicio de la potestad de imposición,

No puede decirse que las distintas teorías del "acertamiento",
Polarizando la atención de los estudiosos sobre la naturaleza del
mismo, hayan prestado atención a la potestad de imposición, en-

(7) L I bli ción y el momento de su...:erca de la distinción entre el momento en que surge a conga 1 .., di di
exilibTd . dAD GIANNINI' "IStJtuZlOnJ 1 irrttolIad, véase el siempre clásico libro e .. . did I
tributario", IX Edición, p. 185; para una descripción de los fenómenos alu 1 os en e
texto, ~, S. GIANNINI: "Le obbligazioni pubbliche, n. 27-28.

(8) ~ el cual véase CAPACCIOLI: "L'accertamento tributario" en la Rivista di diritto
flllanziario e scienza delIe finanze, 1966, Vol. 1, p. 30 Y ss; ver también ALESSI-STAMMATI:
01>, cit., p, 84.



tendida como poder-deber concreto del ente impositor (indicado
por la ley). Así, no se ha advertido que frecuentemente el fenó,
meno del "acertamiento" se produce sin que el ente público esté
obligado al ejercicio de la potestad que debe y puede, en cambio,
ejercitar en un segundo momento, especialmente para el control del
acatamiento, de parte de los sujetos pasivos, de los deberes a ellos
impuestos directamente por la ley; control que puede desplegarse
en varias formas y con vista de la modificación del "an" y del
"quantum" declarado y pagado por el contribuyente, o también
con vista de la aplicación de las sanciones de variada especie con-
siguientes a la constatación del incumplimiento de determinados
deberes, es decir, a la constatación del ilícito.

3. Así como ha sido delineada en los números precedentes,
la potestad de imposición se presenta, por regla general, disciplina-
da en todos sus aspectos por la ley que confiere los relativos poderes
a los órganos que la ejercitan, sin que tales órganos tengan ningún
margen de valoración discrecional acerca de la elección del mejor
modo de realizar el interés público. Esto se comprende no tanto en
relación a lo que dispone el Art. 23 Const., cuanto más bien con
referencia al carácter instrumental de las normas que disciplinan
la potestad de imposición, o mejor, a su carácter formal o procedi-
mental, en cuanto tienden a disciplinar los actos y las situaciones
subjetivas a que da lugar la aplicación' concreta de la ley de im-
puestos. Cuya finalidad es esencialmente la de procurar ingresos
a través de la "imposición" de una prestación (contributiva) pe-
cuniaria a cargo de determinados sujetos pasivos. Además el in-
terés público tutelado, que es el de la oportuna disponibilidad de
los medios monetarios para hacer frente a los gastos, no consiente
ninguna rémora en la realización de los medios idóneos para que
el ente público se procure la entrada, la cual debe ser obtenida
con los medios típicos: con los instrumentos indicados por la misma
ley y solo con ellos. Por eso el interés público no consiente ninguna
oportunidad de conferir al ente la elección de los instrumentos para
la imposición. O mejor dicho, como se verá dentro de poco, lo
consiente en una medida exigua y en casos que atañen a la 'rea-
lización forzada del crédito de ,la administración financiera, cuando
ya ha sido determinado. Por otra parte no basta, como he dicho, '
la remisión al artículo 23 cit. para justificar el carácter estricta-
mente vinculado de la actividad impositiva, texto el cual sólo podría
justificar la rigidez de la norma tributaria en lo que hace a la

Pasivos Y de los presupuestos objetivos del
. de los sujetos

fijaCIón
tribUto. encia no puede estimarse que en el Art. 8 del

En cons~u impuestos directos de 1958 se esté ante una es-
"'esto único so re id a la administración financiera, ya que
.1 ecional reconOCI a f . de Ios
fera discr otorga carácter de punto de 're arencia e .
en dicha norman:. misma a bienes o a co~plejos de bien~s qu~ Sl~
efectos de la ~o , el derecho común la personalIdad juri-
, no tienen, segun 't tad de im-
eIIlbargo . ulación entre el ejericicio de la po es .
dica<9'l.y tal VIDC bilidad (es decir y la sujetabilidad del bien o

'ó y la responsa 11 , té . sub
posicI n edidas ejecutivas) viene expresada en ermIDOS .,-
bienes a las mI' que adquiere para los fines de la agresiónla re evancia , li ., d
jetivos, por. d arte del ente impositor para la rea ízaoion e
del bien mIsmo e.~ 1 ieto y el bien. Resulta entonces

-<.:I·to la relaclOn entre e sUJ it
su C~I ~ . ti de acuerdo con el Art. 8 CI ., una
que el SUjeto actIv?, nO

d
rne,. modo de realizar el interés a la

facultad de valoraclOn e meJor. determinado
. del tributo, eligiendo el sujeto. Este. es . .

percepcIón tributaria de un modo con frecuen~la. dIverso, o ID-

~:s¿a ;oe~:nte~:~~ i~~!~~!Oi:l:p~e:e:t~m::~ :~~:e~ :: :~~:~:

:s: ;:~!~::~ión de una pluralidad de sujetos pasivos coobhgados

al pago del tributo.
En otro lugar indagaremos este aspecto del .fen~m~no, ~ro

la existencia de una pluralidad de deudores ,"sohdano.s ex~ ;ca)
. . , (pero no mas que la ImpreslOn

el que se pueda tener l~ Imp~eslOn. a facultad discrecional de
de que a veces el ente ImposItor tiene un
elección del deudor de impuestos.

r ta bién las indagaciones deEn efecto me parece que, segun m .' lid d, ., hi , te' de díscrecíone 1 aotros al respecto (10'), se puede admItIr ipo SIS

. el texto véase LAVAGNA: "Teoria dei
(9) Para una revisión de los problemas aludIdos en d f 1961, 1, 3 s; GIARDINA:

soggetti e diritto tributario" en la Riv. dir. fin. s~". ' ID.. onificati" ibid, 1962, 1,
"l ib tari d gli enti collettivi non pers ,

a capacitá giuridica tn u arra , • el... 96 d nde se encuentran ulteriores re-
269; ANTONIN1: "La soggettlVlta tnbutana , 1 ~, o
(erencia. . .

(. , ' 1 della pubblica arnrnlDlStra-
10) V~se últimamente POMIN1: "Note sull'a~tivitá dlSc~ezlona/ 1 17~ donde se encuentran

lIone in materia tributaría" en la Rivista últimamente CIt., :9 2 'd'" les desde diversos
ult " , ' . de las teorras tra IClOna. "

tnore$ citas. Para interesantes reVISIOnes . . l'dad adminlstrahva,
\>Un '6 itari de la dlScreclOna I

tos de vista, y para una construcCl n Un! ana ." n 17 Y ss.: A. P1RAS:
~ORTATI: "Discrezionalité ", en el "Novissimo DIgesto lt~~a~~, '\0 en donde la doc-

DIScre2ionalitá amministrativa'", en la "EnCIclopedia del Ir., n. 'alidez actual. Ver
triQ ti hist6nca Y en su v

a. es examinada críticamente en su perspec iva CCARDO' "La discrezionalitá in
talQb'én BERLIR1: "Principii ... " cit., III, p. 792; Ll . " . ss
cl."tto tributario", ahora en sus "Scritti di diritto tnbutano , p. 207 Y .



en el ejercicio de la potestad tributaria en relación con las modali.
dades para el cumplimiento del tributo. Entre otros recuerdo los
siguientes casos: a) el poder de elección del codeudor de impuestos
que corresponde al ente impositor (o al "exactor", en su nombre);
b) el poder de modificar, en todo o en parte, la disciplina qUe
emana de la ley, mediante la concesión, por ejemplo, de dilatorias
para el pago del tributo (artículo 65, tercer apartado, del Real De.
creto N9 3270 de 30 de diciembre de 1923, ley de impuestos SU.
cesorios) o bien diversas modalidades de "acertamiento" (artículo
10 del Texto Unico citado, relativo a modificaciones del domicilio
fiscal) o de pago (artículo 22 del Decreto N9 492 de 25 de junio de
1955 sobre impuesto de timbre; artículo 8, penúltimo apartado,
del Decreto Ley NQ 26 de 9 de enero de 1940; Decreto NQ 435 de
3 de junio de 1943, sobre impuesto a las ventas; artículo 75, primer
apartado, del Reglamento NQ 10 del 26 de enero de 1940, y artículo
6 del Decreto NQ 799 de 3 de mayo de 1948) o todavía exigiendo
ulteriores garantías además de las requeridas por la ley (artículo
262, segundo apartado, del Texto Único sobre impuestos directos;
artículo 10 del Reglamento N9 316 de 22 de mayo de 1910 sobre
tasas sobre los negocios; artículo 1de la ley sobre tasas e impuestos
indirectos sobre los negocios, NQ 32 de 9 de mayo de 1961; véase
también artículo 14 in fine del Decreto Ley NQ 1639 de 7 de agosto
de 1963), o concediendo el pago en abonos o, en fin, en casos ex-
cepcionalísimos, admitiendo la renuncia de créditos inexigibles
(artículo 12 del Real Decreto de 22 de mayo de 1910 ya citado);
o por último e) el poder de inscribir en el "rol" a título provisional
el crédito de impuestos, aún en contra de lo que dispone el artículo
175 (véase el artículo 182 del Texto Unico citado) cuando exista
peligro fundado de pérdida del referido crédito.

4. En cambio no conciernen propiamente a la discreciona-
lidad administrativa los poderes instructorios conferidos al ente
impositor para la reconstrucción de los hechos que integran el pre-
supuesto del tributo. Se trata aquí de otro aspecto de las libertades
en la acción administrativa: de la necesidad de que en la aplicación
de la norma al hecho el agente pueda "libremente" desarrollar su
propia actividad intelectiva, de cognición de los hechos relevantes
para la decisión administrativa, en cualquier forma y momento en
que ésta se presente. Lo que no excluye que también esa actividad,
lIamémos1a instructoria, se encuentra ligada a la observancia de

d 1 lózica de la aritmética y, en fin, a reglas de expe-las e a b" , •

}sS reg 1 varios campos de la técnica,
. ~ ~ '11 drieJl

CUl
, en otro sentido se puede hablar de la así ~ma a

Todavl~ técnica" con respecto a un momento ulterior de
,,~ionahda~ ativa de la norma tributaria y, por lo tanto, ~el
la actividad aplic testad de imposición. Se trata de los necesarios
ejercicio de lal P~ción que la ley confiere a los órganos del e~~
poderes de va or de los hechos reconstruidos a través de la activi-
iJnpositor acer~a ue constituyen las "especies fácticas" del pre-
.Jftdinstructon~,. y q E tal momento el sujeto activo debe valorarUP • osítívo n . .
supuesto:;np lifica~) los hechos, con base en reglas de experiencia,
(y por en. e ~. ue vinculan al agente, aun cuando no se t~ans-
aún extraJurldlca, q) rmas jurídicas propiamente dicho.' algunos en no di
fonnen (segun ed hablarse de un ámbito de libertad, o de is-
En estos. casos pu ed .. tración pero es bueno advertir que .en
crecionahdad de la a ml'nl~ ne la ' osibilidad de elección del mejor
dichos casos el agente no iliz . , .del interés público tutelado por
medio para obtener la rea .IZacIO~. a misma libertad de todo
la ley: al formular valoracIO~~s el tiene 1 nfiere al adminis-

racional. Al fijar la norma que co .
ser pensante y 1 1 h chos(ll'j el Legislador pretende que
trador el POder de va orar os e .' d .r basando
I te desarrolle su función racionalmente, es ecl,. .

e agen ., el patrimoníosus actos en aquellas reglas de experiencia que son
común de todo hombre.

. t t varios casos de discre-Las diferencias que existen en re es .os I é bito de control
cionalidad se revelan más claras al exammar e am id por la

ta d libertad reconoci adel juez. En efecto, cuando se tra el.. d b dar él la
norma, de modo que el agente puede, o mejor: e e, . , del

. t de la consecucionregla válida para el caso concreto con VISa . de Ios
fin 1 . , otros mtereses epúblico a veces puesto en re aCIOn con , )

, b ete . vease supra ,PIlrticulares (como en el caso del pago en a onos, ., t
el . . . te o no el presupues o)Uezsólo tiene el poder de constatar SI exis . . e
;_.lI! • •• d 1 testad impositiva. omoUOIIUcadopor la ley para el eJerCICIO e a po 1 ltoha ., t en genera un ase observado, la norma tributaría presen a, . . '..
P'ado de nITidez de modo que la potestad impositiva se eJerclta

tb" , '. ifi d s pues oa través del C li t de actos altamente tipiíica o ,
ump irmen o . tá iempre

que el interés público tutelado por la norma misma es a s 'b to
eka •••.__ . . t percepción del tri u ,--mente defInIdo: la pronta y opor una

(11)
Pi¡a do . ( . "valor venal en el comercio").Q eventualmente los criterios para la valoración p.e.j .
arto l' r.d. de 7 de agosto 1936, n, 1639.



cuando se ~en los pres.upuestos para que surja el deber. Un control
de los motivos no reviste, en esta materia, mucha importancia.

En cambio cuando la "discrecionalidad" concierne a la libe
~d de actuar del sujeto activo en la identificación y reconstru~:
ción de los hechos que concurren a formar los datos constitutivo
~e .la especie fáctica tributaria en sus elementos subjetivos y ob~
jetivos, entonces sí incide en la aplicación de la norma pero n
completándola, en cuanto dejada "en blanco". Y el j~ez podr~
contro~ar. esta ~bra ~e. reconstrucción de los hechos realizada en el
prOCedImIento ImpOSItIVO,lo que hará a través del control de la
prueb~~ evacuadas y de la lógica de la decisión de la administración~
TambIe.n en el otro momento, arriba indicado, en que el administra.
dor aplica las reglas de la técnica para valorar los hechos y de ahí
obtener las consecuencias acerca de la aplicación de la norma en
el caso c.oncreto, la ley reconoce dentro de límites modestos (y tal
v~z no SIempre conformes con la Constitución) el control jurisdie,
cIOnal.en .~l "mé.ri~o."de la valoración de tales hechos, es decir, en
la ap~cacIOn de JUICIOSvalorativos con base en reglas de experiencia
obtenidas de las más diversas ramas de la técnica y de la lógica.

Po~ lo ta.nto, cuando se habla de carácter vinculado de la po-
testad tributaría como un elemento saliente y característico se alude
espec~almente a l~s hipótesis del primer tipo. En las cuales 'no puede
exc~UIrse que existan casos de discrecionalidad, pero todos estos
atanen, más que a la conformación de la especie fáctica productiva
de efectos tributarios, y en especial a los relativos al nacimiento de
las diversas situaciones pasivas tributarías, al modo de realización
de la pretensión tributaría o a las modalidades del "acertamiento".
En todo caso la excepcionalidad de estos casos me parece confir-
mada por la peculiaridad de las previsiones normativas. Sólo des-
pués de constatar la excepcionalidad de las hipótesis arriba ilus-
tr~das se puede también compartir la opinión (12) según la cual
m~entras la potestad impositiva es indisponible, la obligación
tributaría no. Es decir, precisa aclarar que en ciertos casos la
ley consiente, dentro de límites precisos y r'igurosos una cierta
disponibilidad d:l de:echo de crédito ya perfecto y exigible, y' que
en ca~os ~davIa mas raros .consiente la elección, de parte del
ente ímpositor, acerca del modo de "acertamiento", es decir,

(12 ) BERIlRI: .• Principii ... " cit., II, p. 89; pero véase COCIVERA- "P' . ...• 10l,
Y A. D. GIANNINI'. . C1nCJpu cit., p.

"1 concetti fontamentali del diritto tributario", p. 123.

del procedimiento aplicativo de la norma en lo que hace
tlcetc8 modalidades de fijación de los hechos que constituyen la
a laS

'e fáctica impositiva. Me parece entonces que puede con-
~1 reconociendo la validez de la opinión tradicional, aunque
c1U1~n resulte oportuno aclarar, a la luz de las más recientes
~festaciones doctrinales, las varias maneras en que puede presen-
rnaru la libertad en la determinación de la actividad administrativa.
~ ello con las consecuencias que se han visto en relación con la
~te~ jurisdiccional y, por ende, con el control de aquella actividad.

Las hipótesis indicadas al final del n. 3 revisten, precisa-
ente en consideración a su contenido, a su previsión, el carácter

de excepcionales en relación con un principio general que se encu~n-
tra confirmado en la formulación d~l ~rtículo 13.de la Ley Orgám.ca
del Registro, según el cual "el Ministro de Finanzas, los funcio-
narios que de él dependen y cualquier otra autoridad pública, no
pueden conceder ninguna disminución de las tarifas o sobretasas
establecidas ... por la ley" bajo pena de responder personalmente
por ello (véase el artículo 8, Ley sobre impuestos sucesorios). Norma
que ha sido ahora entendida'P" en el sentido de que, al sancionar
una responsabilidad personal del agente, estaría reconociendo la
validez de sus actuaciones, e incluso presupondría esa validez. Esta
interpretación no persuade, ya que la leyes explícita al indicar la
prohibición a los agentes de disponer de la potestad impositiva en
lo que atañe a abonos o renuncias. Aunque mal formulada, dicha
horma es la reafirmación de un principio que se obtiene de la
particularidad de los casos en que el Legislador, como se ha visto,
consiente una cierta disponibilidad del poder de imposición, desde
el punto de vista de la posibilidad de dar una disciplina concreta
a ciertos casos singulares, confiriendo así al órgano agente la fa-
cultad de escoger la mejor solución que convenga al interés público,
P8ra que acepte (en ciertos casos) las exigencias del contribuyente,
~ra .que en general aprecie las particula-ridades del caso singular.
to lDdlsponibilidad del poder concreto de imposición no viene, en-
~ postulada sin fundamento en el derecho positivo, el cual
dicha ento se obtiene del complejo de las normas que disciplinan
el .POtestad. Eso lleva a estimar que el artículo 13 (así como

artIculo 8 citado) no puede tomarse como una norma que "facul-

(13) B
ERtlRI: ..Principii ... " cit., II, p. 80, nota 1.



ta" el cumplimiento de actos administrativos de "disposición" <le
la potestad de imposición aún en aquellos casos en que la ley 110
lo prevé pero estableciendo una responsabilidad personal del age11te
para los casos en que aquel acto sea igualmente realizado, con la
consiguiente pérdida para el Erario. Obsérvese que el contribuye11.
te no tendría nunca el derecho de obtener la "disminución" del
tributo aunque ello hubiera sido decidido por la oficina (o incluso
por el propio Ministro, en persona), ni tal pretensión suya sería
tutelable ante el juez. La administración opondría la invalidez del
acto y podría, en mi criterio, exigir al contribuyente el pago de la
parte del tributo renunciada.

"erta línea de conducta, con vista de una determinada inter-u.- Cl'ón de la ley postulada en general en la jurisprudencia.
preUCl

En cambio no sería admisible que una circular introdujera
gatorias expresas a la ley positiva, reconociendo, por ejemplo,

dero exención tributaria. El contribuyente no podría jactarse de
una derecho a la aplicación de aquella regla ilegítima, y la ad-
te?~:tración no quedaría vinculada por ella, aún habiéndola aco-
JIliDl . 1
gido mediante su ClfCU aro

Precisa volver brevemente sobre un punto. Líneas arriba he
IlaJP8dola atención sobre lo dispuesto en el artículo 49 del Regla-
ID6Dtode 23 de mayo de 1924 citado. Cabe preguntarse ahora si
el ente impositor, Y en especial el Estado, no pueda en ningún caso
disponer convencionalmente de su propio poder de imposición, en
BUS relaciones con los particulares. El problema se ha presentado
y se presenta en situaciones variadas, que deben examinarse por
separado. En primer lugar se pregunta si el ente impositor puede
asumir la carga del tributo, o si éste puede ser asumido por el
contrayente privado por virtud de convención privada. Can base
en las disposiciones arriba ilustradas se considera que a dicha pre-
gunta debe darse una respuesta negativa: pero quizás erradamente,
ya que si ambas partes estan sujetas al tributo, un acuerdo pa.ra
la asunción del mismo por el ente impositor no parece que esté en
contraste con los principios generales arriba indicados; principios
que postulan la no renunciabilidad del tributo a fa.vor del ente im-
POSitor,salvo disposición expresa de la ley(D'). Pero si el ente pú-
b1icoque es parte en el contrato está a su vez sometido al tributo,
Do puede excluirse "a priori" la posibilidad de una asunción a
cargo del mismo: es una disposición que adviene en el plano con-
~l y, por lo tanto, es legítima, puesto que no incide sobre el
" o del ente a la percepción del tributo. Pero a veces la ley

dispone sobre la incidencia de la carga tributaria en las relaciones
~vencionales entre el Estado y el particular, excluyendo la validez
':';:uelIos pactos dirigidos a derogar tal disciplina: ocurre así
y 9 el artículo 94 de la Ley de Registro, y según los artículos 8
_ del Decreto presidencial NQ492 de 25 de junio de 1953 sobre

PUesto de timbre. En tales casos la validez de pactos de ese

5. La indisponibilidad absoluta de la potestad de imposición
se encuentra confirmada también en el artículo 49 del Real Decreto
NQ827 de 23 de mayo de 1924, según el cual en los contratos con el
Estado "no se puede convenir la exención de ninguna clase de
impuestos o tasas vigentes en el momento de su estipulación".
Antes bien, se considera delictuoso el comportamiento del oficial
público o del encargado de un servicio público que "a fin de inte-
rrumpir o perturbar la regularidad de los servicios de acertamiento
y recaudación de impuestos directos o indirectos, ordinarios o ex-
traordinarios, rehusa, omite o retarda actos propios de su cargo".
En consecuencia, el ente impositor no puede renunciar al ejercicio
de la potestad de imposición sino cuando la ley lo autoriza. Así
ocurre, por ejemplo, en las hipótesis de "desgravaciones" previstas
para los impuestos territoriales por motivo de "infortunios atmos-
féricos", y así ocurre también cuando se conceden condonaciones.
En cambio no puede la administración disponer, mediante circula-
res o reglamentos, renuncias parciales o totales del crédito de im-
puestos, ni en 'relación con un caso singular ni en vista a una serie
indefinida de casos. Aún queriendo reconocer a las circulares un
contenido reglamentario, no parece posible admitir un tal poder
que está en contraste con la estructura y el contenido típico de la
norma tributaria (14'). Distinto es el caso en que la administración,
por medio de circular, instruya a las oficinas para que no ejerciten
de determinada manera la potestad de imposición, en vista de un
pronunciamiento judicial, por 'ejemplo. En tal caso la administra-
ción se vale de sus propios poderes para prescribir a sus órganos

(1') V
e ;,.~OM~ELLI GRIMALDI: "Invaliditá o validitá di patti contrattuali fra Stato contraente
ea tato rntes¡ a regolare oneri tributari derivanti da un negozio giuridico di diritto privato",

os "Studi on onore di A. D. GfANNINI". p. 746.(14) A D. GrANNINI: "1 concetti ... " cit .• p. 32 Y ss,



género está excluido "ex lege", puesto que los pactos derogatori
de dicha disciplina determinarían en la práctica la asunción pO&, Otparte del ente público, de deberes fiscales de los que está exento
Lo q~~ no se verifica cuando ambas partes contratantes, y por end~
tambIen el Estado, pueden ser sujetos pasivos del tributo.

.Por consíguients salvo en estos últimos casos todo pacto entre
~~e unposItor y contribuyente, en el plano contractual de Derecho
CIvIl o de Derecho civil especial(16') es ilegítimo, cualquiera que sea
su objeto (exenciones, asunciones, reembolsos), aunque la conducta
del estado haya sido ilegítima, verbigracia por no haber dictado
normas de exención a que estaba obligado por virtud de acuerdos
internacionales asumidos con estados extranjeros. Como es sabido
ese fue el caso de las famosas naves "Liberty", sometidas a ders.
cho de licencia no obstante que el Estado italiano se había obligado
con el de los Estados Unidos a revender dichas naves a los arma-
dores italianos libres de todo tributou?". Es también ilegítima la
obligación asumida por el Estado al contratar con un particular,
de hacer promulgar por el Parlamento una norma legislativa de
exención o facilitación (18').

6. Junto a la indisponibilidad y a la irrenunciabilidad de la
potestad de imposición, se ha visto en la imprescriptibilidad (19') otra
de sus características esenciales. Pero también al respecto me pa-

(16) Para los variados aspectos de las relaciones que pueden ligar al Estado con el particular,
y de las obligaeion<s que de ahí derivan, véase M. S. GIANNINI: "L< obbiglazioni .....
cit.. p. 13 y ss.

(17) Véase al respecto la Casación de 30 de setiembre 1955. en "Foro italiano". 1956. l.
p. 1692. donde se encuentran ulteriores remisiones.

(18) ~ERLIRI: "Prineipii ... " cit .• P. 75 Y ss. Ultimament< véase la Casación de 22 de
JulIo d~ 1~65 •. en "Foro it. ", 1966. l. 103. para la cual es nulo <1 pacto POr cuya virtud
el munl.C'.PIO dispone <~ reembolso de la tasa de ocupación de suelo público al encargado
del servicro de distribuciér; de gas; también la de 12 de julio 1965. ibidem, p. 1464; además
la Casación de 29 abril 1959. n. 1260. ibid., l. p. 1494. con nota de GAGLIARDl donde
SO hallan ulterior<s referencias, Ver también A. D. GlANNINI: "Istituzioni .. :" cit .•
p. 79 y nota. 6.

(19) V<r por ejemplo COCIVERA: "Principii ... " cit .• p. 112. para el cual es prescripnblc-
<~ cambio. el no eiercicío de la potestad. que no conlleva Ia pérdida de la potestad
tributaria, Pero en rea lidad la impt<seriptibilidad va referida a la potestad tributaria nor-
mativa •. mientras la pr<seriptibilidad se refiere al ejercicio concreto de la potestad de
ImposICIón. como qui"a que se ej<reíte (en forma de r«tifieaeión de la declaración, de
control de la misma, etc.) , También BERLILIRl: "Principii ... " cit .• p. 334 rdiere
la pr<SCIlpClón a la sola obligación tributaria líquida y exigihle (p. 342). pero no roe
parece que SO plantee <1 problema de la caducidad en el ejercicio de los poderes instru'
m<n~al<s que eorr<sponden al ente impositor. Véas< en cambio A. D. GIANNINI: Istitu'
ZIOnl . .. cit., pág. 293 Y ss.

io entenderse con claridad, para encuadrar dentro
es necesar . lezi

rece qU~gnificadOexacto las numerosas y variadas lOCUCIOnesegis-
de SUSl

IatWaS" id te que la potestad tributaria normativa, como parte
Esev1en , ierta t nde la potestad legislativa, no se ,ext~ngue CIe men e C?

o ~ d 1 tiempo aunque no se ejercite durante un peno-L-Anar.tJ.rsoe , l' .
el u--~ menos largo. Aquella potestad podría aparecer imi-
do JI]ásesde el punto de vista temporal en el caso en qu~ el Estado
tada d rma destinada a durar un cierto lapso de tiempo, pero

"ta una no 1 . ,
eIPl • id que el Estado pueda siempre ejercitada en re acionno ImPl e
eso cierta previsión general.
con una , , ., tá etidoEn cambio el ejercicio del poder de ImP?SICIOnes som I

lidades temporales que varían de un tributo a ot~o. La ter-
a ~ ' da en las distintas leyes de impuestos es sm embargommologta usa . " ti ta bi ," ierta e imprecisa pero se pueden individua zar, m ienmuy mCle, ,., 1

el tributario las instituciones de la prescripcion y am ~po, . d
d id d Faltan disposiciones generales para la materia, e ma-ca UC! a " .. 1

nera que donde calla la ley tributaria es menester remitirse a, os
principios generales, que se pueden hacer deriv~T ,de l~s ,conte~ldos
en las normas de los artículos 2934-2969 del C6dIg~ CIVILASI por
ejemplo los artículos 136 y ss. de la Ley del Regls~ro; 86 de la
Ley de impuestos sobre sucesiones; 45 de la Ley de timbre; 16 del
Decreto Presidencial NQ 121 de 1Qde marzo de 1961 sobre conce-
ciones gubernativas; 44 del Decreto Ley NQ 2 de 9 de marzo de
1940 sobre impuesto de ventas, etc., disciplinan la prescripción, re-
firiéndola no tanto a la inercia en el ejercicio del derecho (como
hace, con fórmula no del todo pacífica, el artículo 2934 del Código
Civil), sino en la mayoría de los casos al ejercicio de la acción
''para reclamar el pago" o "para la consecución" o para la recau-
dación de los impuestos.

En sustancia el Legislador ha advertido que, en estos casos,
el decurso del tiempo incide sobre la potestad pública de pretender
una prestación tributaria correlativa a una situación activa (del
ente) que surge independientemente por el ejercicio previo de la
referida POtestad. A veces la ley tributaria dicta también normas
~ la interrupción y la suspensión de los términos de prescrip-
Ci6n. derogando parcialmente los principios generales (ver, por ejem-

, los artículos 89 y 140 de la Ley de Registro) (2Cf). Es de obser-

) BaauRI: Principii,.," cit.. p. 343 y ss.



var, finalmente, que en algunos casos el verificarse de la prese!,'
ió 1" 1 u l~CI,n imita a amp itud de la potestad impositiva, pero no la et

mina totalmente, de manera que puede ser ejercitada si el su' '
, te de asumi Je~paSIVOpre n e asumir un determmado comportamiento: por eje

plo el uso o la producción de documentos con irregularidades fisca~'
no está consentido, aún transcurrido el término de prescrípej¿ e,
, los mi " 0ll.SI os mismos no VIenen reguralizados conforme a los artículos 13'

Ley de Registro; artículo 116 del Reglamento NQ 10 de 26 de ener8
de 1940 sobre impuesto de ventas(2l'), Y con frecuencia el trans~
curso de los términos de prescripción no torna aplicables las sobre,
tasas,

En otras hipótesis la ley tributaria establece términos dentr
de los cuales el ente impositor debe realizar ciertos actos, so pen~
de caducidad (por ejemplo el artículo 32 del Texto Unico sobre
impuestos directos), Se trata de términos perentorios que irnpo.
nen el mantenimiento de un determinado ritmo al ejercicio de la
potestad de imposición y cuya duración viene establecida en la ley
con referencia a un momento distinto del que se tomaría en consi-
deración según el artículo 2934 del Código Civil. En efecto, no
se toma en consideración el momento de la verificación de la situa-
ción base o del presupuesto del tributo, y menos aún el momento
en que el crédito deviene exigible (según los esquemas en los que
se actualiza la norma de imposición) sino, por ejemplo, el momento
en que la declaración ha sido hecha o debería haberlo sido (ar-
tículo 32 del Texto Unico sobre impuestos directos), En lo que a
l~ prescripción concierne se verifica algo similar, pero si la denun-
CIa no ha sido presentada, el "dies a quo" del término para la
acción de la Hacienda se tiene por fijado (por ejemplo) desde la
apertura de la sucesión (artículo 86 Ley de sucesiones) es decir,
desde el día de la muerte del "de cuius"; o bien, por ejemplo, desde
el día de la inscripción o bien del de cumplimiento del acto (artícu
los 13?, ~38 de Ley de Registro) (22), Las normas que disciplinan la
prescripción y la caducidad son indisponibles de parte del ente
impositor, por las 'razones expuestas en los números precedentes,

(21) BERLIRI: op. cít., p. 336 habla de un deber que se transforma en carga.

(22) GlANNINI: Istituzioni,.. cit., p. 293, pone en evidencia la conexión entre el probleJ!l'
de la naturaleza del llamado acertamiento de la obligación tributaria y el transcurso del
término de prescripción; lo que no hace BERLIRI, op, cit., p. 342, quien sin embalSO
Cita las hipótesis en que la prescripción corre desde un momento anterior al del nacimientO
de la obligación, según su concepción.
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l esencia de la potestad de imposición; razones que
.I._Aena a C'd' "1que 8l1U& di esto en los artículos 2936 Y 2968 del OIgO CIVl,
beIl lo 1SPU ,'" , ' diabSOr trata de situaCIOnes subjetivas típicamente m 1S-

esto que se
pU -bles(H'/·
pont C ndo el ente impositor es el Estado, la potestad, de

:'. ua esponde por regla general a las oficinas establecidas
- nnAIClóncorr , d '
íJ!1y-- l uales se inse-rtan dentro del complejo e organos cuya
por ley, as lCMinistro de Finanzas. Empero no faltan tributos era-
cabeZll es e establecidos Y recaudados por oficinas que dependen
-'_les que son - t' 1
ruu • tintas administraciones del Estado (por ejemplo los ar l~U os
de dis d 1 Ley N9 1089 de 19 de junio de 1939, que confieren
36 y 37 e a li ' , d. te' de Instrucción Pública poderes para la ap icacion eal Minl8 no . 1
la namada "tasa" de exportación de objetos de arte; los artícu os
129 y 131 del Real Decreto NQ 363 d? 30 de enero ~e ~913) o CUy~

dación viene directamente confiada a entes distintos del Es=~como ocurre respecto al "Automobile Club" para los, impues-
tos de circulación de autovehículos, Y 'respecto a !a SocI~a~ de
Autores y Editores para el impuesto sobre espectáculos pu?h~os,
mientras que no puede pasarse en silencio que a veces este u,ltImo
ente puede estar también provisto de poderes de acertamIento,
como por ejemplo en materia de Impuesto a las ventas.

A tales entes no se les puede negar una potestad impositiva
derivada, de vario contenido, que viene conferida por el Estado
mediante convenciones previstas por la ley (ver artículo 4 del De-
CIeto Presidencial NQ 39 de 5 de febrero de 1953, sobre el "Auto-
mobile Club'" artículo 47 del Real decreto NQ 3276 de 30 de di-
ciembre de 1923, y artículo 2 del Real decreto NQ 1589 de 2 de
~~ de 1924, respecto a la "S.I.A,E,"). En efec~, ~:es entes
eJercitan funciones públicas que conciernen a la aplicación de la
~ impositiva y que institucionalmente corresponden al ente
unPG8itor, el cual como se verá conserva la titularidad del crédito
al trib ' ib -uto. Pero al respecto cabe advertir que en el campo tri utano
tal ~itularidad puede aparecer separada del poder de realizar el
Cl6dito ' , ti, ya recibiendo el pago, o mediante la. recaudación coac iva.

88pecto de la función tributaria puede ser, o debe ser coníe-
a otros sujetos provistos de una potestad derivada impositiva,

el exactor y el contratista del impuesto de consumo.

~tra GIANNINI: op. cit, últ., p, 296. Sobre el arto 2938 Y la ~,isp~~i~ilid.d de los
••••L. --'-fA' OS "fa"" AZZARITI.SCARPELLO, en "Commentario al CodlCe civile dirigido por SCIA-

, BRA CA, sub, arto 2968 y 2969.
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Más compleja puede presentarse la distribución del pode
t~ib~ta.rio y del poder de imposició~ entre entes u órganos de en~
distintos, cuando se entra al estudio de los entes locales territoliq.
les. El artículo 37 del Estatuto de Sicilia prevé, por ejemplo, ullq
potestad de recaudación a fav?r de la Región aún para tributos
no acertados por ella, y el artículo 2 del Decreto Ley NQ 507 de
12 de abril de 1948 enuncia en general la atribución, a favor de la
Región, del poder de recaudar directamente las "entradas de Sil

pertenencia", es decir, las indicadas en el artículo 2, segundo apar.
tado. Por el contrario, el artículo 8, segundo apartado, del Esta.
tuto de Cerdeña atribuye a los órganos del Estado el poder de acer,
tamiento y de recaudación de tributos parte de los cuales son de la
Región (ver también los artículos 32 y ss. del Decreto presidencial
NQ250 de 19 de mayo de 1949; 61 y ss. del Decreto presidencial
NQ574 de 30 de junio de 1951; el 3 de la Ley NQ 1179 de 29 \le
noviembre de 1955: ver también el artículo 59 del Estatuto del
Trentino-Alto Adige). Finalmente no faltan normas que prevén o
disciplinan la colaboración entre órganos del Estado y órganos
regionales (artículos 9 del Estatuto de Cerdeña y 13 del Estatuto
del Valle de Aosta).

Puede darse el caso, entonces, del ejercicio de una potestad
de imposición a favor del Estado cuyo beneficiario es, en todo o en
parte, otro ente público territorial, tal como la Región. Esta últi-
ma tendría un derecho de crédito frente al Estado, pero no en
relación con el contribuyente. Está además previsto el caso (artícu-
lo 7 de la Ley NQ1179 de 29 de noviembre de 1955; artículo 35 del
Decreto NQ250 de 9 de mayo de 1949) de que la restitución de los
tributos indebidamente percibidos, o no debidos, o inexigibles, corra
a cargo de la Región en proporción a la cuota a ella debida por el
Erario. Sin embargo no faltan casos en que el Estado es quien
se beneficia del producto de un tributo y, por ende, del ejercicio
de la potestad de imposición de parte de un municipio (com?
ocurre con el llamado derecho de "matadero", sobre el cual véase
el Decreto Ley NQ678 de 3 de mayo de 1948), ni son desconocidos
los casos en que los beneficiarios son, además del Estado, tambiéJl
otros entes públicos, como las Regiones, o incluso otros entes ecO'
nómicos (como ocurre en el- caso del impuesto de "estadía", LeY
NQ174 de 4 de marzo de 1958, artículo 2). Precisa finalmente re'
cordar que la potestad de imposición que pertenece a los entes Sil'

pranacionales aparece destacada del poder de recaudar -el tributo

de la coacción contra los deudores particulares. En
- ..-:..ndo USO 110sentes deben poder dirigirse a los órganos del""""--caso aque .'t:I,I1O gados de realizar su pretensión, SIempre que dicho
':';J.oIdD encar tad
)§It-:- entre ligado convencionalmente a los otros es os
:"'~ ••do se encu . ito (24')P-- f te a la creación de aquel ente nnposi r .

lo re eren
en Esta breve indagación preliminar sobre el concepto de

8d d imposición prescinde del examen de los modos en que
potestatesta~ se ejerce en concreto para la actuaci?n d~ la nor~
tal po. C· rtamente la norma se concreta segun diversos mo-

'botana. le, . " . "tr1 A' se ha hablado de tributos "con" Y de tributos sin
.L.1OS SI, . (26) d bli . n
QUA "'ó (21) o con o sin acertamiento previo ; e o gacio es
~_poslCln , d . . t ti (2f) ••••• .' "ex lege" o que derivan del acto a mmis ra IVO ,se
iDlWW\Attivas . , ib

1"'- to de relieve el significado de la declaración del contn u-
ha :~ando se da (2&'). En otras palabras, se ha negado que. el fe-
yeB , d la imposición pueda asumir aspectos concretos diíeren-
n6JDeDo e . 1 .

la misma previsión legislativa. Es menester ale~ar a premI~,
::"psicológica" antes que científica, de que el tributo sea apli-
cado, o de que la prestación sea "pretendida", ~ todos los, ~s~,
a través del mismo mecanismo. El derecho poSItIVOnos ~tá indi-
caDdo que la realidad normativa va precisamente en sentido con-
irario, y en otro lugar cuento con analizar estos variado~ es~uemas
legislativos típicos de los instrumentos de la ~~ncr:tIzaCI?n del
dmecho que tiene el ente impositor a la prestación tnbutana.

Si entonces tenemos que, por un lado, precisa distinguir la
potestad normativa tributaria de la potestad de imposición, por
otro lado precisa también distinguir de ésta el derecho de crédito
que pertenece al sujeto activo frente al contribuyente. Derecho
que presupone el nacimiento de una concreta responsabilidad a cargo
del contribuyente y por ende la realizabilidad, en caso de incumpli-
tniento de la obligación de pagar el tributo, de los medios de tutela
coactiva administrativa y jurisdiccional. Responsabilidad que falta
CUandoel ente opositor no tiene el poder de pretender la prestación,
alÍn sin o contra la voluntad del deudor, si es necesario. Antes de este
~ento, es decir antes de nacer el derecho de crédito pueden exis-
tir, de un lado la potestad de imposición, y del otro obligaciones y

(24)
(2')
(26)u,)

)

ver mis ob - - 1- •• it VV servaclOnes en "Problerni attua 1 •• , CI., O. •
Aer ALLORIO: "Diritto processuale tributario", p. 65 Y SS., Y 555 Y ss.
•• D. GIANNINI: "1 concetti ..• " cit., p. 275 Y SS.Vt. S. GIANNINI:: "Le obbligaziooi ••. " cit., p. 66 Y ss.

se AlLORIO: op. cit., p. 333.



deberes cuya violación puede conducir a deberes o responsabilidads,
de variado origen y, por ende, aún penales, pero que para concretara
necesitan del ejercicio de la potestad impositiva, bajo la forma d:
control de los actos realizados por el contribuyente que sea inculll_
plidor de .los deberes impuestos a cargo suyo, o que haya cumplido
de modo mcompleto. Por otra parte la potestad impositiva se ejer.
cita también mediante el control y por 10 tanto mediante la homo.
logación de, por ejemplo, lo declarado en relación con determinado
tributo. Antes bien, en este caso el fenómeno se complica más por.
que puede hacerse necesario, para actualizar la realización del dere.
cho de crédito frente al contribuyente, crear un título ejecutivo
especial que dé entrada, en caso de incumplimiento, a una forma
particular de "executio parata" (rol de impuestos). Lo que es más:
hasta que el título no sea creado no existe para el contribuyente la
posibilidad de dirigirse a la autoridad judicial ordinaria (por ejem.
plo, respecto a los tributos directos).

y no es suficiente observar que tal acto es meramente veri-
ficativo del contenido de una obligación, ya antes y de otro modo
determinada, para restar su valor a este momento de la creación
del título ejecutivo (ver también el punto en relación con el "mo-
nitorio fiscal" propio de los impuestos indirectos). Aparte los casos
ya recordados (n. 3 letra "e": poder discrecional en la inscripción
en el rol), la atribución de ejecutoriedad a la pretensión del fisco
mediante el conferimiento, a favor de dicha pretensión, de una
"vis" que por 10 general no se encuentra atribuida a las pretensio-
nes de las partes privadas si no es por virtud de la intervención del
juez o en los casos específicamente admitidos por la ley (como
ocurre en el caso de los títulos ejecutivos cambiarios) es indicativa
del ejercicio de una potestad administrativa, de una orden de la
administración sustraída al previo control del juez. Sé bien que
el concepto de "orden" es muy discutido, y que en esta materia ha
venido siendo ligado a la "constitutividad" del acertamiento'F":
Pero también éste constituye un plano conceptual que debe revi-
sarse atentamente, y al que precisa acercarse con gran cautela. Si
la ley prevé un acto administrativo de ese género no puede negarse
que el mismo despliegue ciertos efectos, y éstos, en la especie, re-
sultan demasiado importantes y vistosos, aún en el caso de que
no se quieran asociar a la constitución de la deuda impositiva.

(29) A. D. GIANNIN[: "[ concetti .• ." cit., p. 274 r ss.

d
este punto lo que importa es hacer nbservar que

Llega os a , 1d d imposición se puede expresar a traves de una p u-
ts pOtesta : multiplicidad de actos, los cuales bien pueden co-
ralidad y un d'stintos momentos del "iter" de concretización del

nder a I id 1rresP' d 1 nte impositor al tributo. Probablemente ha SI o e
derechO e \usión óptica la tendencia a referir todo el fenómeno

to de una I bli ., tribfru 'ento al momento constitutivo de la o igacion rr u-
d 1 acertaml "d 1 rtee y 010 se sabe esto ha SIdo reconocí o, a menos en pa ,

. cO' d itidtarJ8· 't' má s consciente cuando por ejemplo se ha a rm I o
la doc rma ' . rJ Ppor " onstitutivo" de la declaración del contnbuyente(3 ). ero

el valor e medida se da el fenómeno de la imposición siempre
n no menor ' . '6e tá ante el ejercicio de una potestad de lmposlCI n que,

que se es .,
tal no precisa asumir la forma de una actuaclOn prece-

para ser , . to .
te al cumplimiento de la prestación de parte del sUJe, paslv~.

~~ realidad dicha prestación del particulaT puede v~r su~esl-

te a la orden que emana directamente de la ley, sm necesidad
vaIDen d .. t ti vezd e entre una y otra medien actos a mmis ra IVOS;y a su
~~én estos actos administrativos pueden configuraT aquella for~a
de ejercicio de la potestad impositiva que corresponde al ente pu-
blico en su tarea de controlar el cumplimiento espontáneo efectuado

por el contribuyente.

()el)
A1LOltIO: Op cit. p. ~3~ .., .S.



MILITARISMO y ANTIMILITARISMO

LAS ARISTAS DEL TEMA

Prof. SALVADOR M. DANA MONTAÑa

Titular Teoría del Estado
Universidad Nacional del Litoral,
Santa Fe.

El tema de que me ocuparé es de aquéllos que, por acertada
y juiciosamente que se consideren, comprometen seriamente la res-
pcmsabilidad de quien los aborda. Muchos compatriotas, por esta
razón, prefie¡en callar y ocultar su pensamiento sobre él. Yo pre-
fiero asumir la responsabilidad que me incumbe, como hombre de
estudio o de pensamiento. Pero, en cambio, no quiero que se atri-
buyan ideas u opiniones que realmente no tengo. Es más que pro-
bable que muchos de los lectores del Apéndice a la primera parte de
mi libro "Las causas de la inestabilidad política en América Latina"
(Maracaibo, Imp. de la U. del Zulia, 1966), en el que estudio el
papel de las fuerzas armadas en el Estado moderno, la crisis del go-
bierno civil Y la participación de aquéllas en política en esta parte

América, me clasifiquen sin titubear entre los antimilitaristas.
Va me ha pasado en otra oportunidad en que, para definir mi adhe-

a un nuevo partido político, hube de deslindar mi posición frente
~tarismo y al clericalismo, a los que respectivamente definí a
fin como la mezcla de los militares en política y de los sacerdotes
la acción temporal (v. carta dirigida a los miembros de la junta

oto~ nacional del Partido demócrata cristiano, que publicó
7~ltos" de Buenos Aires, el 28-VII-55, y que se reproduce en

y ss. de Documentos para servir a la historia de la libertad
~ento en la U.N. del L., Santa Fe, 1956). En esta última
• caclón ~claraba, para evitar confusiones, que la participación

_lJIb
to

·"1de los militares en política era un fenómeno patológico muy
a la función constitucional de las fuerzas armadas en defensa

__ .~~titución, que prescribe el artículo 21 de la misma, y que
en la mejor tradición nacional argentina, como creía haber-



lo demostrado en una conferencia pronunciada en 1943 en la sede d
l~,unida~ a que pertenecía" como oficial de la reserva (v. La constitq~
cion nacional y sus autores e inspiradores, Santa Fe, Imp. U.N.O
194~, ap. y. pp. 35-9? Sólo d~ mala fe o con muy mala voluntad
podía terglversarse nn pensamiento. En la pág. 42 de mi referid
libro digo claramente: "en rigor, no podemos tampoco hablar de mil'o
ta~ismo", ~e,ro? a pesar de ello, así ocurrió. Sin embargo, nada rn¿
lejos de mi amrno, como puede constatarsa, leyendo analíticamente
esos documentos. En el citado Apéndice, no hago más que citar ] ,
autorizada opinión de André Siegfried sobre el papel primordial da
las fuer~as armadas, incluso de la policía, en las, luchas política:
del contmente (pp. 71 Y ss.). La razón es muy clara y sencilla
la expone el mismo Siegfried: la fuerza armada es la única fue;~
social organizada en esta parte del mundo (p. 96 de su libro L'Améri.
que latine, Buenos Aires, edito duo Trident, 1944). Posteriormente
han coincidido con el maestro francés, escritores civiles, como Luis
Mercier Peña, (en Los mecanismos del poder en América Latina
trad. R. Bixio, Buenos Aires, Sur. 1967, pp. 68 y ss.) y militares d~
la talla del autor del libro que inspira esta conferencia.

Tanto en aquellas ocasiones, como en esta disertación, me li-
mito, pues, a estudiar un fenómeno real, mundial, innegable, para
esclarecerlo, sin "parti pris", sin adoptar una posición pro o contra
el mismo. Importa mucho definir lo que se entiende o debe enten-
derse por tal. Una cosa es la función propia, normal, ordinaria, le-/
gítima de las fuerzas armadas, como resorte del régimen constitucio-
nal, como medio de asegurar la estabilidad de las instituciones fun-
damentales de una Nación y, con ello, la tradición nacional, los va-
lores supremos subyacentes en la organización nacional y otra, muy
distinta, su declinación o su desviación, lo que Louis Smith llama
"la apreciada relación entre el poder militar y la autoridad civil"
(A~erican democracy and military power, Chicago, University 01
Chicago Press, 1954, traducida al español bajo el título de La deDlD"
cracía y el poder militar, Buenos Aires, E.B.A., 1957, p. 17), que
hace peligrar seriamente aquello mismo que justifica su existencia Y
reclama su presencia, permanente en el Estado. También estaS
fuerzas, pese a su mayor o mejor organización que las demás fuerzaS
sociales, a su espíritu y a su' disciplina, están expuestas a viruS
patógenos, en el caso, la politización en el peor de los sentidoS,
al vi.rus político o partidario que las acecha, para desviarlas de su
función natural, hacia el cesarismo y el belicismo, que son c()SBs

te Cito por ello en dicho Apéndice, la definición.l:leren s." .
tJJUY ou f venezolano La Roche da en un artículo publicado en

el Pro esor . fi "1 .q . d la Universidad del Zuha, donde a urna que, ejos
lB BeVlsta e lusI·vamente a las fuerzas armadas, el militarismo

_1 dir exc .
de"'~ d Thedoro Wyckoff, autor norteamerícano, que se ocupa

·•••nen o a . Ii ita-sJe-lDodalidades del militarismo lati~o-~menc~~o-, se 1~1, a
de ~ estado particular de conciencia política y también a
'1.-.d..mAl' un . di id tú 1~ misma que orienta a los m IVI uos que ac uan en e
lB polítical fuerzas armadas", Esa orientación, esa tendencia, node as .
seno tribuirse en rigor a las mismas fuerzas, en su conjunto, o
puede at.dad sino a determinados miembros o integrantes de ellas.
como en 1 , . f

diga contra las mismas no puede considerarse una o ensa
Lo que se di .. . , d
contra la institución, ni siquiera una iscnmmacion e. responsa-
bilidad, que recaiga sobre las fuerzas armadas~ como e~bda~. Hay

ue hacer estas aclaraciones, que podrían ser mnec~s~rlas, SI no s.e
q echara cualquier expresión para enconar los ammos y desfi-a~ .tlas posturas de quienes se atreven a expresar su pensamien o
gurar , . 1 lta" f"al respecto, por aquellos que precisamente o ocu n, ex pro eso ,
y se benefician con su rebuscado silencio.

A "TEORIA DEL MILITARISMO"

Si los autores mencionados en mi citado libro pueden impro-
JJiament;e considerarse como antímilitaristas, porque señalan la

ida intromisión de las fuerzas armadas en el gobierno civil,
no es lo mismo que su participación, en alguna medida, en la
política de la Nación, -la actividad política es mucho más
• que la gubernativa-, su simple mención, como causa o como

de la ínestabílídad estudiada en él, no puede colocarme en
POSición y atribuirme, sin más, dicho calificativo. Es como si,
el hecho de ocuparme de la obra de quien más concisa y lúci-

te ha expuesto la teoría del militarismo, se me tildara de
de' . tal ... A riesgo de que así ocurra -la maldad y la, ~ala fe

loa enemigos ideológicos no tiene límites-, me ocuparé de la
del militarismo que da nombre al libro del General español

. Vigón, autor de otro, muy notable también, titulado "El
.tu militar español" (Madrid, 1950) y figura destacada de la,

• .y de la literatura española, que ha sido escrito, como estudio
l, aprovechando cuarenta notas o artículos que el mismo

P8J'a varios diarios o periódicos de su país. Más que una



def~n~. de.l militarismo, este libro es una respuesta concreta al
antimilitarismo y a las razones o motivos en que éste se funda.
y más directamente, al panfleto antimilitarista de Albert Val}'
Fowler, en que éste sintetiza las opiniones que el gran histOriado~
contemporáneo Toynbee expone sobre la civilización y la guerra
publicado bajo el título Guerra y civilización. Selección de Es~:
dios de la Historia (Buenos Aires, 1952). El Gral. Vigón, digámoq¿
de paso, califica al trabajo de Vann Fowler, como "un panfleto
antimilitarista vulgar, aunque no poco pedante" (p. 12), Y a la obra
de Toynbee, como "pura extravagancia" (p. 13).

"¿Qué cosa es, en realidad, el militarismo?", se pregunta el
Gral. Vigón. El mismo había dicho en uno de los artículos sobre
el militarismo alemán, que forman parte de su libro, que militarismo
era "una palabra cargada pródigamente de conceptos imprecisos y
de atribuciones gratuitas, y usada por lo común con intención
peyorativa" (p. 220). De ahí la utilidad por lo menos de una defini-
ción del concepto. Contestando a su propia pregunta, dice el autor:
"Parece ser que para Toynbee, el militarismo es "una perversión
de la institución", que es la guerra; "una forma suicida e ini-
cua de emplear la fuerza militar", "la práctica de la guera por
amor a la guerra, cuando la institución ha dejado a la vez de ser
y de considerarse una necesidad social", y también la glorificación
de la guerra referida a los términos en que se expresaba Van MoIke;
pero, quizás sobre todo, el hecho de que "las armas de los defensores
de la frontera" se vuelven contra la propia hermandad del interior.
(p. 15). " ... parece que 'el siniestro militarismo' del que Toynbee
abomina es otra cosa que la intervención de la milicia en las funcío
nes del gobierno, en la política" (p. 16). Para el Gral. alemán,
Guderian, autor de Recuerdos de un soldado (Barcelona, 1953),
"militarismo significa vanidad, fatuidad, presunción, juego militar,

fanfarronada, copia del lenguaje castrense, la hipérbole de la apos'
tura militar y su trasplante a la vida ciudadana; conceptos que el
militar verdadero rehusa" (p. 5, cit., p. 16). En otros términos, para.
el general alemán, el militarismo era la caricatura de lo militar, pero
-como lo señala Vigón- para los demás "lo militar" es precisa"
mente el objeto de su aversión.

Esta diferenciación, que ya insinuamos al comienzo, entre
lo normal y lo anormal, entre lo natural y lo patológico, es la qUe
nos ayudará a aclarar el concepto verdadero del militarismo Y 19
razón o sin razón del antimilitarismo.

CAUSAS DEL ANTIMILITARISMO

SegÚIl el general Vigón, el antimilitarismo se sustenta en una
. d onfusiones y equívocos, que se ocupa en denunciar, pa-

SfJfIII ~ta crítica a las causas de aquél. "Las causas de esta
sand~6n (a lo militar) -nos dice- son muy variables. Es muy
a~bl -agrega- que, en el fondo de todas, puede hallarse un
prob8 ~ común de miedo" (p. 17). Se refiere "al temor a pagar
su1J8tr8'0 de la sangre y de las lágrimas que la guerra impone",
el P~xpresión de Toynbee. Según el autor, el miedo, no sólo
::: sobre los hombres, oponiéndose a la afición al manejo de las
arJD8S, sino por extensión, desviando su afecto de los que las ma-
nejan. Habría otros sentimien~os igualmente ope~antes en la .ma-
teria, pero de menor importancia, por lo que prescmdo de refenrme
• ellos, por razones' de brevedad.

En segundo lugar, menciona la literatura antimilitarista, que
aplotó, exagerándola, la indigencia mental del militar (pp. 19 Y
•. ). La tercera causa enunciada es la existencia de una "casta
militar". "No hubo realmente -contesta Vigón- ni siquiera en
Alemania, no ya una 'casta', sino una 'clase militar', si a la clase
_le atribuyen las características que Sombart le reconoce" (p. 22).
Realmente, entre nosotros, carecería de asidero una inculpación
de esta clase, desde que las filas de las fuerzas armadas están
abiertas a todos los argentinos, del más modesto origen. También

'oua como causa del antimilitarismo, la exageración de las
I'eIpOnsabilidades atribuidas a los militares en algunos episodios
biatóricos, como en el caso Dreyfus, y en algunos desastres mi-
lituea.

Entre las motivaciones de orden aparentemente objetivo, moral
'. polftico, que han determinado no menos apasionados antimilita-
líIInoa,. cita el pacifismo, que, según el general español, no siempre

lbapirado por un móvil o impulso positivo, como la caridad, sino
(p un triple motivo negativo: el miedo, la desilusión y el cinismo

. 24). Otra causa señalada por el mismo, es el imperialismo,
ente asimilado o confudido con el militarismo. "Suele

'OOII'I-':le.c ••• por imperialismo -define- la aspiración de un pueblo
bar su ámbito geográfico" (p. 30). De lo poco que tienen
entre sí el imperialismo y el militarismo, el Gral. Vigón

COInoejemplo a Rusia: sería inexacto decir que este país



es militarista aunque es innegablemente imperialista en grado Su
(pp. 31 Y ss.). .~l nacio~~lis~o ha sido considerado también ~o
Toynbee como hIJOdel militarismo, pero según el autor que con, I
ta t'· . el¡~os no lene ninguna relación necesaria con él (pp, 33 Y S)'
EXIste.ta.~bié? un antimilitarismo político. Tal sería, según Vig6 '
el antImilltallsmo de los gobernantes de la Alemania occidental!,
que abominan ~el "renaci~i~~to .del mili~~ismo a~emán" (p. 34)1:
La causa esencial del antImlhtarlsmo político, segun Vigón, no
otra que el miedo a no poder evitar la intervención militar en ~
política (p. 36). a

Otra causa, al menos referida a España, sería, según el
autor comentado, los pronunciamientos militares, o intervenció

r; de los ~!sm?s. en política (pp. 38 Y ss.). Según el Gral. Vigón, és~
L es .una aC~Ivldad natural de los Ejércitos" (p. 38), supongo que

quiere referirse a todas las fuerzas armadas, cualquiera sea el aTma
q~e ostenten. En ningún país esta acción militar ha sido descona,
c~d~, pero en España adquirió fama; porque los mismos políticos
~lVlles destacaron esta intromisión en su propia esfera o actividad,
Entre verdaderas avalanchas de prosa cívica +-argumenta el au-

tor- se ha perdido a veces el hilo de los deberes del Ejército; que
a éste le toca ser vigilante defensor de los valores y constantes
históricas de su Nación, parece cosa indiscutible; pero se olvida
frecuentemente que más de una vez ha ocurrido que sea en el
Estado donde acampen los enemigos de aquellas constantes histó-
ricas y de aquellos valores nacionales, justificando con ello -exi' ~
gíendo más bien- la intervención del Ejército centra les detén-
tadores -y frecuentemente deformaderes- del Estado" (p. 40),
A su juicio, en estos supuestos, la intervención de los militares en
política "es como una reacción natural del ejercicio del mando"
(id). Cita como ejemplo la tentativa de Himmler, devoto de Hitler,
de pronunciarse contra éste, apenas se vio investido por el mismo
d.e mando militar. Afirma que "en lo que va el siglo, la vida polí-
tica de España, cuando no ha estado regida por una mano militar,
ha transcurrido entre sobresaltos de temor cívico. En los oídos
de los políticos civiles resonaba siempre un lejano ruido de sables;
lo que, en el fondo, revelaba la propia conciencia de su necesidad
y la justificación de su interv.ención (p. 40). Esto también se dio
en nuestro país, desde la "revolución de 18...:" según lo explicab9

D. Rodolfo Rivarola, en la conferencia sobre 'La crisis política ar-
gentina' (Bs. As. 1930), citada en nuestro mencionado libro (p. 11)'

b'en permítaseme decir que, si esta accion, o complicidad
llíticos profesionales, en los golpes de Estado o revoluciones

;:iO que se han sucedido en nuestro país, desde entonces,
de explicar históricamente alguno de estos movimientos, en
~ alguna puede justificar por sí sola la actitud de los mi-
~ y su intervención en política. Me d~ la razón el. mismo
litare8 cuando cita a Juan Valera, para exphcar el mecamsmo de
au~r, tervenciones de las fuerzas armadas en la política española
}aS iDtiempo: "Todos acuden a los militares, única fuerza organizada
de~va para que liberen a la patria de aquella plaga, para que la
y en del cautiverio" (cit. p. 41). Tampoco Valera disculpaba:1C: generales de su Patria. ~ec~~ que explic~ba y atenuab~ !a
falta de los mismos, pero no la justificaba, Conviene el Gral. Vigón

la ambición de los militares no fue nunca el motor de esos
::UDciamientos, pero admite que ha sido un resorte, como tantos
otro&,que fueron utilizados también por los mismos que luego los
denunciaban (p. 42).

El Gral. Vigón reacciona contra lo que llama "la docilidad
politica de los militares", que él entiende como la pretendida apo-
liticidad de los hombres de arma (pp. 44 y ss.). La notoria y ge-
neralizada repugnancia a la intervención de los militares en política,
88J1ÍD este autor, como si para ellos fuera un terreno naturalmente
vedado, es la raíz de todos los antimilitarismos (p. 48). Afirma
Vigón en esta parte de su teoría que "ésta fue la causa que impi-
di6 al ejército alemán cumplir en más de una ocasión el que era

clarísimo deber" (p. id.). Entiende el Gral Vigón que la inter-
'ón de los militares en el gobierno es, en algunas ocasiones, un

deber inexcusable (p. 49). "Es difícil -afirma- que, con un mí-
~ de buena fe, pueda desconocerse que la intervención de los
IIbIitares aportó siempre a la política -{!uando menos- un ele-
lnento de orden, que ya es, de por sí, cosa estimable" (p. 50). Cita
PIra corroborarlo una declaración que Von Papen hace en sus

. según la cual la tragedia de Alemania en 1916 fue la
C8Iencia de un dirigente político de categoría, lo que trajo como
Poli ~do que los jefes militares se viesen obligados a decidir en

~. El estima que quizás fuera más exacto decir que, dado
. lIlexcusablemente debía llegar el momento en que los jefes
~ habían de verse obligados a decidir en política, la gran

en Alemania fue que, cuando se presentó la ocasión, no es-
n debidamente preparados para hacerse cargo de aquel deber



(pp. 50 Y s.). "Si la intervención militar en la política --expl¡
más adelante- no ha co:nstituido siempre un acierto, es prec¡~
atribuirlo a la falta de preparación de los llamados a realizal'l~
falta. d~ prepar~ci~r:'"d~ la que más que ellos mismos, fue culpab~
el ambiente antimilitarísta, en el que estaba espesamente difundi~
la convicción de que el apoliticismo de los militares exigía su abso,
luto desinterés, su ignorancia total, de todas las cuestiones polit,

l.
cas" (p. 53). Entre los ejemplos que cita de militares que fracasa.
ron en el gobierno, por falta de adecuada preparación, menciona
al Gral. De Gaulle (p. 54). Señala como contraste la prepaTaciÓIl
política del ejército por parte del Soviet, en Rusia (p. 55).

El Gral Vigón señala luego que, a pesar de sus errores o de
su ignorancia en materia de gobierno, los militares suelen aportar
además del factor orden, virtudes, "cierta clase de virtudes, cuy~
desconocimiento habitual es una de las causas de los antimilita.
rismos" (p. 56). "La característica esencial, de la que en cierto
modo procede el modo de ser y de estar del militar, es su espíritu
de servicio, como antagónico del espíritu de lucro" (Id.). Esto
no agrada a los colaboradores del desorden. Tampoco es grato a
los que tienen espíritu utilitario (p. 57). Admite el autor que
las virtudes militares no son patrimonio exclusivo de los militares,
como lo afirma Toynbee: "Alguna vez he dicho yo también que
eso que suelen llamarse virtudes militares no son, en último tér-
mino, más que las virtudes de un hombre de bien". (p. 58).

Sostiene además que el fracaso reiterado y tremendo de los
militares en el gobierno no puede con justicia atribuirse a los
mismos, desde que los regímenes liberales les han mantenido ale-
jados de las funciones rectoras de sus pueblos (P. 61). Pero, una
vez dotados de esta clase de conocimientos, sería injusto, a su
vez, negarles el derecho a participar en las actividades políticas
y gubernativas (p. 63), cuando se requieren los servicios de un
soldado: "En todas partes --dice Vigón-, al llegar los momentoS
difíciles, se han requerido casi siempre los servicios de un soldado"
(p. 65). En nuestro país, no debemos olvidar la feliz actuación
de los militares que nos dieron Patria y consolidaron la indepen"
dencia nacional cuyo arquetipo es el "Santo de la espada"; de Vr"
quiza, Mitre, Roca, Justo y .tantos generales más cuyo paso por
el gobierno no podría, sin cometerse seria injusticia calificarse coJllo, ,

"militaristas". En la actualidad, las singulares y delicadas condl"

ciones por que atraviesa el mundo, la guerra fría, etc., en la, hor9

resoluciones de incalculable trascendencia --dice el
-OP~~lo hombres acostumbrados a valorar las circunstancia~,

. . con rapidez y a mandar sin vacilaciones, podrán asumir
• dICldi1' d gobierno, si se quiere conservar una esperanza razo-

.•.•_8 e hé E -
)sS ~- rvivir" (p. 66). Este argumento lo escuc e en spana,
JJIIble d~ del 50, cuando la mayoría de los países, tant~ europeos,
en la 'canos llevaban al poder a hombres como Eisenhower,
..-18IDer1 , . . ideraci~ ull te. El Gral. Vigón rechaza las pesimistas consi eracio-
])e Ga e¡ ~istoriador al que replica formula sobre el peligro de
nes c:: etorea armados de espada" (pp. 67 Y s.). Basta para ello,
"101 • .e~ distinguir militarismo de belicismo. Y termina su breve
a ID JUICIO, , mili" d" do: "A 1 . ta'te1i nte ensayo de Teoría del tarismo, icien o. a VIS

e IDesteg:anfleto compuesto por Vann Fowler, es inevitable con~o-
de de que una información histórica tan copiosa como la reumda
::;e'¡'Oynbee haya venido a servir en último término a una faena
de propaganda que es muy dudoso que pueda prestar el menor ser-
vicio a la civilización occidental" (p. 68).

ALGUNOS COMENTARIOS PARTICULARES.

Como ya 10 indiqué al comienzo, esta teoría va seguida de
los cuarenta artículos que sintetiza. Algunos de ellos merecen
UDa consideración especial. Así, por ejemplo, aquel en que trans-
cribe un precepto de una Instrucción militar cristiana, que se uti-
lizaba en el primitivo Colegio de Artillería de Segovia, cuyo autor
era D. Vicente de los Ríos: "Pero, --decía- al modo que peca un
lDIlgÍstradocuando juzga mal por ignorancia, así también peca un
comandante cuando ordena mal sus tropas por la misma causa.
Cada uno está obligado a saber su oficio; y el honor y la conciencia
obligan. en todos los estados a renunciar los encargos que no
8OJnos capaces de desempeñar" (p. 137). Piénsese cuanto bien
harían, además de cumplir con su deber y quedar tranquilos con
~ conciencia, si los malos jueces, como los malos militares, renun-
~n antes de empeñarse en seguir siéndolo, sin las condiciones
~as para desempeñar tan augustas funciones! En otro, al
referirse a la política y el Ejército en Francia, recuerda justamente
qUe el ,general Herring había dicho: "sin la restauración moral de

ación, no hay reorganización militar posible" (p. 166). Las
___ ~~'ft armadas Son parte del pueblo de la Nación y están en

!nodo moralmente condicionadas por la moral de éste. En el



titulado precisamente "Teoría del militarismo", que apareció
"Ya", el 1Q de abril de 1953, el Gral. Vigón, refiriéndose al h~h~
de que cierto número de países de relativa importancia estaban reg~
dos por militares, expresa que la diferencia entre ese estad¿ dI.
cosas y el fenómeno llamado "militarismo" consistía en que és~
suponía, por parte de los militares, una aspiración, inmoderada
violenta, al acceso al poder, mientras que a aquella se había llega(j!
por consenso, expreso o tácito, de los que aspiraban a ser gO'ber.
nados (p. 194). Para él, los "pronunciamientos" militares triun.
fantes eran "el mecanismo democrático de mayor sensibilidad qUe
podía ser puesto en movimiento" (p. 195). En su sentir, al menos
en lo que a España refería, históricamente significaba que 1011

pueblos aspiraban a que se les gobernase "con métodos de otra caí;
dad, y deseaban ver inspirada la política que los rigiera en un
código de principios y virtudes -presentido, cuando no conocido- ,
que es lo que, para abreviar, suele llamarse 'espíritu militar' o
'sentido militar de la vida'. Que es, conviene recordarlo, cosa dis-
tinta, aunque no opuesta, -al hecho de marchar rítmicamente,
golpear los talones al saludar e incorporar a los hábitos personales
cierto número de gestos y de frases rituales más o menos extempo-
ráneos" (pp. 196 y s.). Recuerda al pasar, que "mandar es, sobre
todo, convencer". Y, después de expresar que, "parece hora de decir
que militarismo no era, ni podía ser, la intervención de los militares
en los asuntos públicos, suscitada (o requerida) por los políticos,
para asegurar el triunfo o la permanecia de un partido en una
democracia desorganizada, sino aquello que vagamente temían los
entimilitaristas-e- y a lo que trataban de cerrar el paso: la vigencia
en la vida política de un sentido militar" (p. 199), afirma que, por
ello, siempre había pensado "en la necesidad de proporcionar a
los militares una formación política, cosa un poco distinta, diré
de paso, de lo que puede ser un repertorio de slogans y de jacula'
torias políticas" (p. 200). Termina este jugoso artículo diciendo:
"La acción perturbadora de las juntas y el fracaso del general
Primo de Rivera, en el nobilísimo empeño de ofrecer garantías de per'
manencia, y de fecundo desarrollo al ser nacional, se debieron esell'
cialmente a la ausencia de un sentido claro de los principios de 18
política" (p. 202). Yo agregaría otras causas coincidentes, corIl°
el desacierto en la elección d~ sus colaboradores civiles y la compla'
ciente acción de los que se han llamado despectivamente "loS
asesoretes" ...

Bajo el título de "Un Ejércto Apolítico", el autor se refiere
alemán, en la época de Ebert y Streseman: "La malo

. era que entonces no bastaba ya mandar; era necesario
Ice- ) "El ., it V S k 'cir" (p. 281 . ejerci o que on eec t creara, radical-
~ apolítico, no era fácil que sirviera para ser dócil instrumento

-- uJUl política, como la que luego pretendió desarrollar Hitler;
de t;aIJlpoco podía ser capaz de contrariarla" (p. 285). Pero
~ la parte más interesante y sugestiva del libro del general
~ol se encuentra en la conclusión a que arriba" sobre la buena

]a nuala política, y la necesidad de educar políticamente a los
~bres de armas, para que estén preparados para gobernar, cuando
la Providencia así 10 disponga. "Esta confusión de la política con
lo que son sólo las consecuencias de una mala política, no podría
producirse -afirma- si las gentes tuvieran unas claras ideas
fuDdamentales. Hay una mala política cuyas consecuencias son
def;e8tables, pero hay también una política buena, de la que no
seria sensato abomina.r" (p. 314). Hemos desarrollado esta idea

un artículo aparecido en "La Capital" de Rosario el 9-XI-67,
tBulado "En defensa de la política". Pecan evidentemente del
lIOtiama de generalización los que condenan la actividad política
y abnrniDsn la política, porque existen malos políticos! "Es preciso
repetir -afirma el Gral. Vigón- que la oficialidad del ejército
debe entender de política. Puede desentenderse, y esto no es lo
ltcito sino es lo debido de lo que la política tiene de oficio. Lo
que tiene de ciencia, ha de informar, en cambio, su conducta, su

entera ... Sin conocer los principios que informan la política,
diftcj1mente podrán guiar a una juventud que se les va a enco-....ur' (p. 315). "El oficial necesita una clarísima conciencia
PGlitica" (p. 316). Pero, [en guardia! "No basta proveerse de un
__ bagaje ~e recortes de prensa y de un repertorio manido de
PaIece y consigna» mejor o peor entendidas. En este peligro me
_ .que están en riesgo de caer algunos ejércitos" (id.). Existe
"U CIencia Política, que es la que hay que poseer, seriamente.
,.:' por eso, restituir a la política su crédito científico, empe-

1) POr devolver a la palabra su verdadero valor y sentido ...
~e empezar por hacer comprender a las gentes, que no tiene

e vitando ni de vergonzoso hablar de política" (p. 317).
unos principios inmutables que deben regir la política. Cada

IUe se ha prescindidO' de ellos, la política se ha visto orientada
raZón de Estado, o por los apetitos de sus administradores,



balanceándose entre Maquiavelo y los siete niños de Ecija" (p.319)
Hace enseguida un paralelo entre los "intelectuales" y los "doctos'"
en otros términos, entre los simuladores del saber científico y lo'
auténticos especialistas y los improvisado res, que tanto abunda~
en nuestro país: "toda improvisación, dice, pretendía tener pla~
y todo problema encontraba a su servicio la más perfeccionada
incompetencia" (p. 320). Estas palabras, parecen escritas para
aquí y ahora, a pesar de haber sido escritas en 1952 para ESPMa,
"Lo que aquí se pretende hacer entender -termina- es el peligro
de abandonar el cuidado de crear la conciencia política de nuestra
oficialidad y la iniciativa particular de cada uno" (p. 321). "Seria
preciso ofrecer a nuestros oficiales -aconseja- el medio de adqu¡
rir no sólo aquellas nociones de que habla Ortega, sino el valor
de estas otras, tan traídas y llevadas, de destino histórico, patria,
imperio, capitalismo, imperialismo o justicia social, que se manejan
cotidianamente, a veces a destiempo, en ocasiones sin acierto y no
siempre sin peligro" (p. 322). Señala el ejemplo que sobre el partí. t
cular ofrece el ejército soviético, con su Academia político-militar
Lenín (id.). Alega que las ciencias políticas debieran tener asegu-
rado un lugar en las Academias y escuelas militares, y recomienda
que "la tarea de preparar profesores aptos para esta. función y de
orientar su labor, parece que debiera estar reservada a un orga-
nismo superior que asegurase la unidad y ortodoxia de la doctrina"
(p. 323). Todos los militares debieran recibir esa enseñanza, para
estar dotados de las normas y principios útiles para enjuiciar los
problemas políticos del país y seguir atentos la marcha del gobierno,
Esto habría evitado, a su juicio, casi seguramente, más de una
vez, la necesidad de cualquier intervención colectiva y violenta
(p. 324). "Y podría llegarse a los altos puestos de la milicia con
la exacta preparación necesaria para responder a las llamadas,
tantas veces repetidas con apremio de la urgencia nacional" (id.l-

Esta es, en síntesis, la más clara exposición que conozco acerca
de la intervención de los militares en política, la defensa más legí-
tima y elocuente de lo que podría llamarse el militarismo en estad~
químicamente puro, como escuela del deber, del honor y del saco-
ficio para el bien común, y el llamado más serio para que los Illili-
tares estudien la Ciencia política, que ya Aristóteles considerab~
"la madre de las ciencias", a fin de satisfacer cumplidamente aque
deber.

TEORIA SOBRE EL MILITARISMO

scrito 10 que antecede, el autor tuvo conocimiento de otra
Eb la materia de que tratamos aquí: la que expone Roberto

t,é8iS 10 re libro El país que quedó atrás (Buenos Aires, EMECE,
o~ •• en su di . bi te
po>¡,&J, ha tenido amplia repercusión en istintos am ien s
1967), que país la Argentina. Conviene adelantar que este autor,
d nuestro , . . t bi ,e . del anterior considera no sólo legítima, smo am ien

diferencIa '. . '. ' .a 'ble, "la irrupción de las milicias en ~l proceso P?1.ltICOargen-
pJauSI l'ntervención ordinaria y contmua en política, pero, a, "ySU .
tiJlO "CI'O parte de premisas inaceptables, que constituyenoestro JUI , . .' .
D deras peticiones de prmcipios, que rechazamos. En el ,capl-
vetda it 1 do "La Milicia" Roberto Roth comienza confundiendotulotiua , .'
la elección de un militar, como los que ha temdo la Argentma o
Brasil (Roca y Justo, en la primera; Gaspar Dutra, en e,l ~egundo):
de De Gaulle o Eisenhower, que lo fueron por sus condl~lOne~ ~el-
scma1es,por razones circunstanciales, o sea, por sus prop~os méritos
y ido a razones ajenas a la entidad a que pertenecían, .con la
imlpción en el gobierno, no siempre regular y a menudo violenta
y contraria a la ley fundamental del país, como 1.0 fueron algun~s
presidentes "de facto", en nuestro país, desconocidos has~ .~l día
antes de la asunción del poder y exclusivamente por decisión de
las fuerzas armadas que actúan en los respectivos movimientos
como la mayor -sino única- fuerza social organizada (v. lo, ~ue
decimos en Las causas de la inestabilidad política en la América

(cit. pp, 71 y ss.). Lo primero sólo muy convencional-
mente podría llamarse "militarismo"; lo segundo puede denominar-
se aai, sin ningún esfuerzo. Otra cosa es que la fuerza armada
- (como afirma Roth) "una realidad que debe ser políticamente
8q)resada", en lo que viene a coincidir con la tesis del Gral. ~igón.

o así, que "su falta de expresión es precisamente el motivo de
, irrupciones violentas en la vida política del país", porque nada
~ide a los hombres de armas, aquí y allí, participar en las con-
tiendas cívicas y en las luchas partidarias, como lo hicieran el
Gral. Roca y el Gral. Justo y otros militares argentinos, antes de
ahora, sin mezclar a la milicia como entidad en dichas contiendas
, 1••_L - . , • , d la

,~, y menos invocar su voluntad como umca razon e
o de la conquista del poder, desplazando del mismo al pueblo,
,el titular o depositario de la soberanía, Lo que caracteriza,
JUiCio, al militarismo, como ya lo hemos dicho, es' que los



militares desplacen a los civiles del gobierno, y lo ejerzan eXclusi,
vamente, por su propia exclusiva decisión, ocupando el lugar qll

corresponde natural y legalmente a todos los ciudadanos del paísE!
cualquiera sea la razón o el pretexto que se invoque para ello, ;
aun, la forma como lo ejerciten.

A juicio del Sr. Roth, las fuerzas armadas, en nuestro país
desde 1930 llenan los vacíos de poder, y, a partir de 1955, limita~
los excesos del mismo. Desde aquella fecha, "se convierten en
elemento permanente y necesario (sic) del cuadro político argentino
que contrapesa el poder sindical, siempre en puja por gobernar con
exclusividad". Lo desplazan, haciendo lo mismo que él. Otra peti.
ción de principio de este autor consiste en que, el mismo, "al no
establecer el poder civil una meta para su acción, (las fuerzas
armadas) quedan libradas a determinar su misión dentro de la
Nación por su cuenta y riesgo". Como lo decimos al principio y lo
enseña cualquier tratadista elemental de Derecho constitucional,
la misión o función de las fuerzas armadas está claramente estable.
cida por el Art. 21 de la Constitución Nacional: es la defensa exterior
y de la constitución. Según Roth, las respuestas al supuesto in.
terrogante son dos: profesionalismo y politicismo. O bien, como
ocurrió, según el mismo, desde la organización nacional hasta 1943,
el profesionalismo domina al Ejército, es decir, la política es deste-
rrada deliberadamente de los cuarteles; las fuerzas armadas "quedan,
de un golpe eliminadas por completo del proceso político, contem-
pladas con mal disimulada hostilidad por la dirección política del
Estado", "como apéndice costoso y molesto del Estado"; o bien,
como se entendió a partir de la revolución de 1943, la milicia
"viene a gobernar. Viene a realizar con militares lo que los civiles
no han podido hacer". Confunde el autor el hecho, la historia,
con el derecho o la legitimidad del acontecimiento. El mismo lo
reconoce, tal vez sin quererlo, cuando expresa que "El bagaje
ideológico de la revolución (del 4 de junio, que no es, por cierto,
la que hace Perón meses más tarde) es abigarrado las fuentes, .
diversas, contradictorias. El elemento más destacado es el mist1"

cismo fervoroso, indefinido, del sable" (v. lo que decimos de las
fuentes de este fenómeno en Tres ensayos de Historia de las ideas
políticas, Santa Fe, Imp. de la U. N. del L., 1967, pp. 76 Y ss.J:
Según Roth, "quienes llevan sables pertenecen a una nueva aris"
tocracia llamada por su pureza, por la abrasadora fe que la ilumill!1~
ti gobernar". Cuesta admitir la legitimidad de esta vocación. S1

oncibe además como excluyente de otras tan legítimas, al
- lB e como es la de los intelectuales, los pensadores, los hombres
~~ que también los hay fuera de las filas armadas. El mismo
de ~es~ñala a continuación los desastrosos efectos de la acción de
Ro rtidarios Y beneficiarios de estas ideas, en el gobierno, la
~tración pública, la universidad, etc. (p. 113).

El autor que comentamos relata a continuación el esfuerzo
reaUzado por Perón para volver el Ejército al profesionalismo. "El
ejérCito politizado -nos dice- r~pres~nta una constant: am?naza
para quien ejerce el poder; profesionalizado, es la garantía mas se-
gura para quien lo tiene". Según Roth, "Perón será el único que
bará sinceros esfuerzos para mantener al Ejército en el terreno
estrictamente profesional, con resultados sorprendentes". Las fuerzas
armadas que asumen el mando en 1955, según el a.utor, se fijan
una tarea idéntica a la emprendida por el general Uriburu 25 años
atrás. El Ejército "es una institución hecha para mandar, no para
gobernar". Enseguida señala los perniciosos efectos de la inter-

íón de los hombres de armas en el gobierno (pp. 115-8). A
partir de aquí, no entendemos bien si el autor de la tesis que ex-
ponemos critica o adhiere a la tesis militarista, si condena o aplaude
al profesionalismo o al politicismo de las fuerzas armadas. Lo único
cierto, claro, indiscutible, es que, a partir de 1930, las mismas se
han politizado: "Los militares que salieron a una fugaz intervención
militar en 1930 descubren que han regresado con la política en sus
mochilas y que no hay forma de extirparla en los cuarteles".
(p. 119). "La interacción política-milicia, en el plano de las opo-
siciones semipermanentes en que se condujo, llevó necesariamente
CODsecuenciasfunestas. Desde que problemas específicamente mili-
tan:s recibieron soluciones políticas, quedó abierta la puerta para
aPlicar soluciones militares a problemas políticos, que también
~ó" (p. 122). "Las últimas décadas de vida argentina demues-
• que el Ejército aún en manos de las corrientes más profe-

~d~~ y a men~do contra sus mejores intenciones, interviene
en pohbca del país" (p. 123). Podemos agregar que lo hace-.;:a. ~onna preponderante y decisiva; al punto que podría afir-

, SIn temor a ser desmentidos, que impone el predominio de
Puntos de vista y de su voluntad, en problemas de gobiernod' .

_lI1"i',__Isbntos de los castrenses, como son, por ejemplo, los de
, estrictamente considerados los universitarios y todos aque-

lIlás disÍlniles y distintos de lo propios. No se trata de enjui-



ciar si lo hacen bien o mal, sino de constatar que de hecho 1
hacen, alterando la natural jerarquía de valores que coloca en ma o
d 1 "1 1 d .. , d nos~ .os CIVIes a eCIS~?n ~ los asuntos civiles y deja en manos de IQs
militares la resolución final de los problemas militares. No
trata tampoco de ?istr~buir responsabilidades, o de buscar cUlP:~
b.les ~ autores y comphces o colaboradores de esa subversión ina.
titucional. Sabemos, por triste experiencia, que en todos los país
del. mundo. ~sa sustitución de los civiles por los militares en :
gobierno civil, se produce desgraciadamente cuando aquéllos n
saben cumplir con sus deberes, y más aún, cuando ellos misrno~
golpean a la puerta de los cua·rteles para obtener una autoridad
o.~na fuerza de que carecen. Suya es, pues, la culpa de esa irrup.
cion de las fuerzas armadas, como entidades, en el gobierno civil
No podemos decir con toda propiedad que hemos sido eliminados'
sino que nos hemos suicidado. '

Prof. ANDREA FEDElE
Docente libre de la
Universidad de Roma
Traduce: Walter Antillón (*)

OCIÓN DE PRESUPUESTO DEL TRIBUTO
y EL ÁRTÍCULO 53, PRIMER APARTADO,

DE LA CONSTITUCIÓ ITALIANA

Estos breves apuntes, con los cuales me complace contribuir
a los Estudios en Honor del esclarecido Profesor don V. M. Elizondo,
aunque tienen su punto de partida en una específica disposición
de la Constitución italiana, pretenden delinear un somero perfil de
la más reciente evolución de la Doctrina y la Jurisprudencia ita-
liaDas sobre algunos temas centrales de la teoría general del De-
l8Cho tributario. Por ello considero que los temas aquí desarro-
llados presentan un cierto interés también para aquellos cultores
del Derecho tributario cuya atención inmediata está dirigida a or-
daaamientos jurídicos distintos del italiano. Pues en una materia
, pre mudable en el plano normativo como es el Derecho tribu-
tario, la consideración comparativa de los avances de la Doctrina

la Jurisprudencia en ordenamientos distintos del propio es siem-
un instrumento de trabajo de indudable valor, especialmente en

plano de las construcciones de Teoría General.

l.-Uno de los fenómenos de mayor interés en la más reciente
Iución de la Teoría General del Derecho tributario en la Doc-

italiana está constituido por la adquisición de una relevancia
'ea cada vez mayor de la noción de "capacidad contributiva"

~ está concebida en el primer apartado del arto 53 de la Cons-
~ón, B~jo la influencia de una parte especialmente sensible

Doctnna(l), la Jurisprudencia de la Corte Constitucional ha
( )

La Irad :.L_
UCC.un de las notas estuvo a cargo del señor Alvaro Fernández Silva.

~tar. todos Giardina, "Le basi teoriehe del principio di capaeitá contributiva". Milano.
di, 'f P. 426 ss.; Mieheli. "Profili eritiei in tema de potestá dimpcsizione'", en "RiT.
~ ~: fin' ..• 1964. I. 21 ss.; "Lezioní di diritto tributario. Roma. 1968. p. 99 SS.;

'l'otin • 11 prmeipio della capacitá contributiva nell'ordinamento eostituzionales italiano".
o. 196). passim. Y. en part .• p. 109 SS.



consolidado una interpretación de esta norma que atribuye
valor pleno al control de legitimidad constitucional ejercitado ptlll

e~:a sobre las leyes. en materia tributaria (2). Según esa interpre~~
CIOn,el arto 53, primer apartado, de la Constitución establece u
específico límite sustancial a la legitimidad constitucional de 1II

normas tributarias, en cuanto de dicha interpretación se deriva ~s I
exigencia de que la especie fáctica asumida como "presupuesto"(3~

(2) Esta i~terpretación. del arto 53. 1 c. const. constituye el resultado de una compleja evolución
de la jurisprudencjs, de la Corte, que ha sido tomada atendiendo a dos específicos prospect
de la importancia del arto 53 1. C. consto Esta norma, en efecto. ha comenzado a obte Os

relevancia en la jurisprudencia de la Corte, por una parte debido al problema d O'r
1 iti id d tituci 1 d 1 1 ib e l.egi irnr a cons I uciona e as eyes tn utarias retroactivas (v. además de las sentenci.s
Nos. 81. de 1958 y 9 de 1959, respectivamente en Jurisp. const., 1958, 1008 '1 1959, 237;
las sigurentes sentencias: Corte consto 23-12-1963, No 174, en Jurisp. consto 1963, 170t
ss.: 16-6-1964, No 45, en Jurisp. const., 1964, 573; 23-5-1966, No 44, en Jurisp. const.
1966, 737 ss.). y por otra en relación con su afirmada naturaleza de especifica aplicación
del principio constitucional de igualdad (v. Corte consto 18-6-1963, No 92, en Jurisp. const
1963, 768; 13-12-1963, No 155, en Jurisp. const., 1963, 1546; 12·7-65, No 69, en Juris;:
const., 1965, 855). De los resultados conseguidos en la interpretación del arto 53 1 c.
bajo estos específicos aspectos, la Corte ha podido luego obtener una enunciación del Con.
tenido normativo de tales disposiciones idóneas para poner en luz la función de límit,
sustancial a la legitimidad constitucional de las normas tributarias, aún prescindiendo de su
naturaleza retroactiva o de su actitud a realizar un dispar trato (véanse al respecto Corte
consto 26-6-1965, No 50, en Jurisp. const., 1965, 858 ss.; 12-7-67, No 103 en "Sentenze
e ordinanze", 1967, 449; 12-7-1967, No 109, en "Sentenze e ordinanze", 1967, 491; y,
Corte consto 3-7·1967, No 77, en "Sentenze e ordinanze", 1967, 337.

(3) La Corte parece haber adoptado la terminología de Giannini A_ D. (v, "1 concetti fonda.
mentali del dirito tributario", Torino, 1956, p. 152 ss.; "lstituzioni de diritto tributario",
Milano, 1965, p. 149 ss.) , que es también la dominante en la jurisprudencia y en la
doctrina. No faltan sin embargo autores que hacen uso de términos diferentes, tales
como "hecho generador", "hecho tributario" (v. Berliri, "Principi di diritto tributario",
II, Milano, 1957, p. 196, nt. 1) o bien "materia imponible" (v. AlIorio, "Diritto pro-
cessuale tributario", Torino, 1962, p. 61, nt. 4; p. 65 ss., además, en acepción tal v<Z
diferente, Berliri, Principi cit., II, p. 15 Y passim) _ Para ulteriores indicaciones al res-
pecto v. De Mita, "La definizione giuridica dell'mposta di famiglia", Napoli, 1965,
p. 30, nt, 35. Todas estas locuciones asumen, en la intención de los diversos autores,
un valor sustancial análogo, pero están conexas a criterios de identificación de la rela-
tiva materia, diferentes entre ellos, por razón de la divergencia entre las tesis sostenidas
por estos autores, sobre el nacimiento de la obligación tributaria.
En cambio, el término "presupuesto", adquiere un significado diverso, e irrelevante para
los fines de las consideraciones que siguen, en aquellos autores que atribuyen relieve al ,sI
llamado "presupuesto económico" de la imposición (V. Alessi-Stammati, "lstituzioni di
dirito tributario", Torino, s. d., p. 33 ss.) o bien, en el estudio de la materia en
el derecho tributario, hacen referencia a la noción de presupuesto de la materia tal cotll0
ha sido elaborada en el ámbito de la teoría general del derecho (v. Dus, "Teoría generale
dell'illecito fiscale", Milano, 1957, p_ 151 ss.: Cicognai, "Appunti sulle fonti del!'o'
bligazione tributaria", en Riv. dir. fin. se. fin., 1966, 1, 627, nt. 54 bis). No parece
por lo tanto posible argumentar del término "presupuesto", para demostrar que la materIa
constitutiva de la obligación tributaria : no es el así llamado hecho imponible (presupuesto)
sino un diferente y sucesivo hecho o acto (al respecto v. en cambio D'Amati, "Il presuppOstO
dell'imposta complementare", en Jurisp. imp. 1963, 695) atribuyendo a un término usadO
por los seguidores del derecho tributario en una acepción evidentemente diferente de l'
asumida por la teoría general (v., de todos modos, lngrosso "lstituzioni in diritto finao'
ziario", II, Napoli, 1937, p_ 60 ss.) un valor correspondiente a tal última acepción,

'b to constituya una manifestación de una efectiva capacidad
tfl Ut'va(4) entendida ésta por lo menos como potencialidadtribu! , . 5

ómica genérIca ( ).
eCCJIlO:' trata, proba?lemente, de ~n resulta~o n~ definitivo: ~ues

. ipio constitUCIOnal de capacidad contributiva parece Idon~o
el prdlCtorizar intervenciones aún más incisivas dentro del complejo
~hau nte de las leyes fiscales del ordenamiento italiano, de modoP;V-::posible llegar a la eliminación de las .norr~as más palpa~l,e-
que te incompatibles con la naturaleza y exigencias de la función
:taria. Pero es innegable la particular importa~ci~ que ya h_oy
aJUIIleD tanto en el terreno teórico como en el práctico, los pnn-
.' derivados de las numerosas decisiones de la Corte sobre este

ClplOS Atañe ahora a la Doctrina sistematizar y coordinar los datos
te!P8. . li
jurisPrudencia les de tal ~odo que se aclaren ~das sus imp tea-
ciGIles en el ámbito del SIstema y se tornen posibles aquel?os ~lte-
rioreS desarrollos de la jurisprudencia de la Corte Constitucional
de los que se hará mención en la parte final de este escrito.

Aunque la Doctrina más atenta a estos aspectos evolutivos
del Derecho tributario haya. contribuido ya en notable medida a
••..• labor de clarificación y elaboración de los principios en que la
Corte se inspira (6), parece que al menos desde un punto de vista

(4) Particular=nte significativas, precisamente bajo el perfil subrayado en el texto, son las
aumciaciones del contenido preceptivo del arto 53 1 C. Consto contenidas en la sentencia
D. 50 de 1965, "si por capacidad contributiva debe entenderse la idoneidad subjetiva a
la obligación de impuesto, revelada por el presupuesto al cual su prestación está unida, no
JIaftCe contestable que la referencia de aquel presupuesto a la esfera del obligado debe
multar de una unión efectiva y que a un índice efectivo debe darse supremacía para deter-
mioar la cantidad del impuesto que de cada obligado se puede exigir", en la sentencia
D. 45 de 1964: "si por capacidad contributiva se entiende la idoneidad del contribuyente
para corresponder a la prestación coactiva impuesta y si tal idoneidad debe ponerse en rela-
ci6n. no ya Con la concreta capacidad de cada uno contribuyente, sino con el presupuesto
al cual la prestación misma está ligada _ . .".

(') V. Miche!.i, Profili cit., 25 ss.: v. también Manoni, Il principio cit., p. 67 ss., que aún
atribuye una relevancia, tal vez excesiva, a una específica noción económica de capacidad
COotributiva.

(6) Adem
ás d. los escritos citados en la nota 1, en los que la elaboración del principio de

~Plcidad contributiva se desarrolla sobre un plano de mayor organicidad, particularmente
lD~resantes para la obra de elaboración del dato jurisprudencial son las notas y los comen-
~os _ las sentencias de la Corte sobre el argumento; entre los más recientes véanse:
"USafulli, "In tema di capacitá contributiva", en Jurisp. const., 1965, 857 ss.; Micheli,
e Bu_gllanza di trattamento, capacitá contributiva e presunzioni di legge", en Jurisp.
eoo.

st
.,. ~966, 1. 1. 962 ss., Maffezzoni, "Della presunzione di esistenza di gioielli, denaro

IIIobl!la nel¡' aplicazione dei tributi successori" , en Riv. dir. fin. se. fin., 1967, II, 223
~~alsita: en. Riv. dir. fin. sc. fin., 1968, II, 1 ss.; Perrone. "Una sentenza di acco~li.
"Su! pa~laIe ID tema di capacitá contributiva", en Riv. dir. fin. SC. fin., 1968, n. Marongiu,
• la relscrizione a ruolo per omessa dichiarazione dei redditi", en Jurisp_ it., 1968, 1,
• 129 Ss P . .• l' d . t d tri 1 oIcb.ia . ara una posrcion en contraste con as tesis OIDlOan es en oe ina, v. ueg

't7 vello, "Sulla retroattivitá delle legge tributarie", en Riv. dir. fin. se. fin, 1966, 1,as.



ha venido faltando aquel juego de recíprocas influencias entre J
risprudencia y Doctrina que constituye uno de los principales ti:¡u,
tores de la evolución de la Ciencia Jurídica en un determinado o.
denamiento y, por lo tanto, en definitiva del ordenamiento mis~t.

En efecto, se ha podido ver que el principio de capacid o,
t ib ti h . " adcon rr u iva a asumido una importancia concreta y específica

la ~urisprud~ncia. de la Corte, en cuanto del mismo se ha hec~:
d.~lvar la exigencia de que el presupuesto de todo tributo se iden.
tifique con un resultado indicativo de una capacidad contributi\l
efectiva. Aparece evidente la importancia que vienen a asumir, e:
este contexto, la noción de presupuesto del tributo y la definición
exacta de los criterios para la identificación de la correspondiente
especie fáctica: una identificación errada del presupuesto del tribu.
to puede llevar a conclusiones erróneas acerca de la legitimidad
constitucional de las disposiciones legales que disciplinan el tribu-
to mismo. Ahora bien, los autores que, en función de la evolución
de la jurisprudencia de la Corte, han tratado de definir y precisar
la relevancia jurídica del principio de capacidad contributiva, no
parecen haber profundizado suficientemente el análisis del concepto
de presupuesto del tributo, considerándolo probablemente una noción
hoy indiscutida en la elaboración doctrinal (7).

La indagación sobre la legitimidad constitucional de los dis-
tintos tributos se hace por eso más dificultosa y se enreda a veces
en problemas que, de acuerdo con una individualización correcta
del presupuesto de los distintos tributos, no debieron siquiera ser
planteados.

Las consideraciones que siguen tratan de ser precisamente
una contribución al análisis del concepto de "presupuesto del tri·
buto", tal y como se delínea en el estado actual de la Teoría Gene-
ral del Derecho tributario y, por ende, para la necesaria correls'
ción de los dos conceptos, también una contribución al encuadrs'
miento del principio de capacidad contributiva entre los principiOS
generales del Derecho tributario.

(7) En realidad el único tratado monográfico profundo del argumento es aquél de ]ar"P
("El h h' 'bl" B Aj' ,ició". ec o rmponi e, uenos res, 1943), particularmente interesante para la pO cJ<l
prommente reconocida al estudio del presupuesto en el ámbito de la teoría gener~I!I'"
derecho tributario. Los result~dos a los que s~ llega en e~te escrito, se separan .de aq~~
a los que llega Jarach esencialmente en función de la diferente posición asumida reS dl~
de la teoría de la "causa impositionis", y, sobre todo, del hecho de que este e't~st.,
toma sus movimientos de una específica disposición de ley, el arto 53, l' parte eO 11
introducida en el ordenamiento en un momento sucesivo a la publicación del libro
Jarach.
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2.-La exigencia de la cual parte toda tentativa de definición
presupuesto del tributo es identificar la situación de hecho que

necesaria y a la vez justifica la exacción tributaria (8). Sin
torJIIl o habiendo planteado la Doctrina el estudio del fenómeno
~ri~ sobre el concepto de obligación tributaria, considerada
tribU inStrumento necesario'?' para la actuación de la exacción, ha:oinducida a considerar al presupues~~ de!, tributo prevalenu:-

te en función de los efectos de su verificación, en orden al naCI-
. to de la obligación tributaria (lO) (U'). Consiguientemente, cuando

--: del presupuesto del tributo, la Doctrina discute y define con
pl8ferencia las relaciones entre el verificarse de dicha especie fáctica

el nacimiento de la obligación tributaría. Queda en segundo:..no el carácter específico del presupuesto como resultado a cuya
. 'cación la ley vincula el tributo'<". De ahí deriva que los cri-

de identifica.ción del presupuesto que pueden deducirse (l3')

Ea a esta exigencia que responde, originalmente, la teoría de la causa de la obligación
tributaria, sea llegando, en sus manifiestaciones extremas, a formulaciones 'inaceptables por
el excesivo relieve atribuido a categorías y conceptos de naturaleza metajur ídica. En mérito
a las relaciones entre la noción de presupuesto y el concepto de causa del tributo v. para todos
Griziotti, "Primi elementi di scienza delle finanze", Milano, 1957, p. 149 SS.; Pugliese
"lItituzioni di dirito finanziario-Dirito tributario", Padova, 1937, p. 98 ss., en parto 102 ss.;
Vanani. "Natura ed interpretazione delle leggi tributarie, ahora en "Opere giuridiche", 1
Milano, 1961, p. U4 ss.; "Elementi di dirritto tributario", ibidem, 11, Milano, 1962,
p. :lO 55_; Jaraeh, "Principi per I'applicazione delle tasse di registro", Padova, 1936, p.
29 SI.; "El hecho imponbile" cit.

It) Se ftCUerdan aún, además de las afirmaciones de Giannini A. D., (lstituzioni cit., p. 87,
lit. 19 Y 447 ss.), pero referidas sólo a los tributos de timbre y a las privativas fiscales y
del Aumento (lstituzioni cit., 11, p. 59, también ellas de arrastre muy limitado, las notas
lOIIeoidas por Berliri (Principi, 1, p. 295 ss.) sobre la posibilidad de prelevaciones tributarias
que no se actúan a través del medio técnico de la obligación. Por último, para una con-
fOUDe admisión de los Iímitees de la relevancia de la obligación como medio de actuación
de la prelevación tributaría, v , Basciu, "Contributo allo studio dell'obligazione tributaria,

apoli. 1966, p_ 17_ nt, 17.
1) las bien, se podría decir que buena parte de la doctrina ha tratado exclusivamente del hecho

~dor de la obligación tributaria y no también del presupuesto en cuanto tal (v. Gian-:D1. A. D., Istituzioni, p. 94 ss.; 1 concetti cit., p. DI ss; Blumenstein, Sistema di diritto
p lIe imposte, Milano, 1945, p. 237 ss.; Hensel, Diritto tributario, Milano, 19~6, p. 72 ss.)

ara una ubicación del estudio del presupuesto bajo el perfil del análisis de su estructura
~ .sus componentes véase para todos Blumenstein, Sistema cit., p. 111 ss.; Arche-Domingo,
lIIl Ilderaciones sobre el hecho imponible, en Revista de derecho financiero, 1960, 529 ss.,
102 PUt. 569 ss.; Sáinz de Bujanda, Análisis jurídico del hecho imponible ibidem, 1965,1tYu:;.; 1966, 37 ss., 343 ss. Se trata eso sí de una ubicación que, para nuestros fines,
" escaso interés.
~~un par~ una exacta ubicación del problema de la función del presupuesto (situació~-
CDir del tnbuto como índice de capacidad contributiva, los breves comentarios de Allano

•• pro<. trib., p. 61, nt. 4) y las consideraciones de Berliri, Principi, II, p. 222 ss.)
IaitaPara

todos Giannini A. D., Istituzioni cit., p. 94; 1 concentti cit., p. 152.
•:"n

1
efect~, por lo demás la expresa enunciación de tales criteri~s. que deben ser. dedu-

. as teSIS sostenidas por los diferentes autores en mérito al nacimiento de la oblignción
ha, o bien, de incidentales afirmaciones contenidas en aquellas partes de las singulares
en 1.5 que se trata precisamente de la obligación tributaria.
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de las elaboraciones de los distintos autores se fundan todos en
particular naturaleza de los efectos referibles a aquél en orden ~
nacimiento de la obligación tributaría, Tenemos así un criterio ;1
identificación del presupuesto basado en su afirmada eficacia co~
titutiva de la obligación tributaria (14),Y otros criterios que, al rnenot
para determinadas categorías de tributos, se fundan --en correla.
ción con las diversas teorías sobre el momento del nacimiento de
aquella obligación- en el reconocimiento de una diversa eficaCia
del presupuesto, cuyo verificarse comportaría solamente el naci.
miento de situaciones jurídicas subjetivas de carácter instrurnental
respecto al surgír de la obligación (15'¡.

Empero dichos criterios se revelan insuficientes desde deter.
minada perspectiva., e inadecuados desde otras, En efecto, por un
lado, por su misma naturaleza dichos criterios son referibles exclu.
sivamente a los tributos cuya exacción se actúa a través del rnedio
técnico de la obligación; por otro lado, siendo elaborados en rela,
ción con determinados esquemas de actuación del tributo, no pue-
den utilizarse para tributos que adopten esquemas de actuación
diversos.

Sin embargo estas características constituyen solo indicios
de un vicio más profundo que ocultan los criterios en cuestión.
De las breves observaciones que preceden se puede fácilmente
deducir que en la evolución de la doctrina el concepto de "presa-
puesto" del tributo ha venido asumiendo un valor bien diverso del
que se le atribuyó originalmente. Se puede decir, en efecto, que la
primera exigencia a la que responden, aun desde el punto de vista
lógico, la definición y la identificación del presupuesto de un tri-
buto, es la de individualizar el resultado causativo de la contribv
ción a los gastos públicos, asumiendo la noción de causa: bajo la
doble perspectiva de hecho productivo de un determinado efecto
(que en la hipótesis sería la participación del contribuyente en lOS

1, ) y de resultado justificativo, respecto a un canon
ób ICOS , , , ich f to~ ordinario a la norma impositiva, de dIC o e ec ,'CIO supra , ,

lrti do empero la Doctrina la justificada exigencia de
A dVIr ien " d 1 f Ó

ro. 1 uier implicación metajurídica en el estudio e en-
_inIlr euaq , tanci 1 te y~ -' tario parece haber dado una impor ncia preva en

trIbu , fi , " d 1 esto(16'¡,tJIIIDO • al primer aspecto de la de imcion e presupu ,
casi _cl

us1
;: a la identificación del hecho productivo de la exac-al que atan.

ci6D tributarla.
1 tea miento del problema ha dado útiles resultadosEste p an id té'

1 fenómeno tributario ha sido reconstruí o en rmmos.-:-tras e , travé dticos como si se actuara, en todos los tributos, a raves e un
est6 d 'fectos jurídicos producidos, las más de las veces, por la
haI, e ~6n de una única especie fáctica (I 7') : el presupues~o ~el
verificaCl La importancia de la individualización de tal especie fac-
~lJato, te cuadro de teoría general se ofrece evidente: sirve paratica en es , idi
iDdividualizar y describir la fuente de todos los efectos jun reos
ea loscuales se realiza el tributo y, por ende, el momento d~ s,: na-
cimiento(l8');particularmente, la fuente y el momento de nacimiento
de la obligación tributaría (l9'¡

Pero cuando un análisis más profundo del fenómeno tribu-
tario en sus determinaciones singulares y concretas ha llevado a la

(16) Aún cuando ha sido inluido y expresamente afirmado el valor de la situación, cual expre-
- " 1 d biplano de la ratio de la norma (v.li60 de uoa capacidad contributiva va ora a so re e ib

AlIario, Dir, proc .• p. 61, nt. 4. pero v. también p. 70 donde al presupuesto del tri ut~ se
atribuye el único valor de "fundamento económico" del tributo) no se obtuvieron ul~~~,O~s
COIIIecueocias de tales constataciones y se continuó a definir la situación-base como ec o
COGstitutivo" del tributo.

Nos limitamos aquí a citar a Giannini A. D. (11 rapporto giuridico di imposta, Milano.
19n, p. 29 ss., 47 ss.; lsittuzioni cit., p. 80 ss.; 1 concetti cit., p. 123 ss.) •. a quien se
le debe el más completo análisis del fenómeno tributario con base en esta premisas.

111 análisis de cada uno de los singulares institutos ha inducido también a, aquellos que
lizaban un criterio de identificación del presupuesto fundado sobre su eficacia constitutiva

de la obligación tributaria a reconocer la posibilidad de anticipación del nacirmento de
&lauoos de los efectos instrurnentales para la actuación de la prelevación respecto del nao
"-'-1 d id tif do el presupuesto del tributo-- o de la obligación tributaria y ha. por en e, 1 en I lea .
la .un hecho Sucesivo a los constitutivos de tales efectos instrumentales (V. Alessi, Mono-
Poli fiscali. Imposte di fabbricazione. Dazi doganali, Torino, 1956, p. 74. 77 ss., con
Itferencia a los impuestos de fabricación).

Para IIn interesante ejemplo de este tipo de ubicación del problema del presupuesto del tributo:-e, ~ materia de impuestos de registro. Rasello, Il tributo di registro. Roma. 1955. p. 22áss .•
••.. ••.• que parte inclusive del postulado de la necesidad del nacimiento. coatempor neo
••• tod I ió • Idica de Impuesto. ParaOS los efectos jurídicos que integran la llamada re .CI n jur I

ttsis COotrapuesta a esta última v. Berliri, le leggi di registro. Milano. 1961. P', 19 sS¡
tan. de impuestos directos v. Bornpani, l'imposta completamentare progressrva su

• Padova• 1939. p. 131. 145 ss.

(17)

(14) "de'Tal criterio se deduce de los escritos de los sostenedores de las teorías así llamadas 7
4
.

c1arativas". v. para todos Giannini A. D,. lstituzioni cit .• p. 179 ss.; 1 concetti cit .• p; 2"r'
ss.: Capaccioli, la estimazione semplíce, in Riv. dir. fin. se. fin .• 1957. l. 82 ss.: L "¡'e.)
tamento tributario. en Riv. dir. fin. se. fin. 1966. l. 22 Y 37 ss. (en la nota bibliográ I
y por último Basciu, Contributo cit., passim, en par. 100 ss. '/1)

Es éste el criterio recavable de las t~sis sostenidas en tema de nacimiento de, la oblig;~b.'
tributaria de Berlini (Principi cit .• Ir. p. 21 ss.; p. 277 ss.) y de AlIorio (DIC. prOC.
p. 65 ss. 104 ss.) . " de 1_
Véase también. para una posición muy vecina a la de Berliri, Jéze. Nature juridique patl'

creance d' impot, en Revue de science et de Iégislation financiéres. 1936. 196 ss.. en
198 ss; Le fait générater de I'Irnpost, ibidern, 1937, 604 ss.

(15)



Doctrina a abandonar las concepciones meramente estáticas d
f ó"d elen meno mismo, y a consr erar las secuencias de actos y activo
dad es, todos productivos de efectos jurídicos propios y específic i,

en o a través de los cuales cada tributo se realiza, la identificaci~~
del presupuesto del tributo se ha tornado cada vez más difícil y h
dado resultados cada vez menos útiles desde el punto de vista de la.i
interpretación de las normas tributarías. a.

En .efecto, fundando. la definición del presupuesto del tributo
en su aptitud para producir un específico efecto jurídico y, por otro
lado, concretando el estudio del fenómeno tributario al análisis d
l?s. ac~~s aislados que realizan la exacción y de sus efectos, la iden~
tificación del presupuesto de un determinado tributo asume un
valor meramente clasificatorio. Ninguna ulterior consecuencia podrá
ser obtenida de la definición de un determinado resultado como pre-
supuesto del tributo. En definitiva, según los más recientes plan-
teamientos del estudio del fenómeno tributario, pierde importancia
la exigencia misma de identificar un presupuesto del tributo en
cuanto hecho productivo de un determinado tipo de efecto. Sea
este efecto la obligación tributaria o bien una diversa situación
jurídica subjetiva con ca.rácter instrumental, no se ve la razón de
hacer resaltar la especie fáctica que lo produce de entre todos los
otros elementos constitutivos de la, secuencia de hechos, de actos
y de actividades, cada uno productivo de sus específicos efectos,
que concurren a la actualización del tributovw. Queda en pie la
exigencia de estudiar en su estructura y efectos cada uno de los
componentes de aquella secuencia, pero no se ve el motivo de dis-
tinguir y hacer resaltar uno de ellos de entre los otros.

3.-Parece entonces evidente que la identificación de un re-
sultado causativo de la contribución del particular a los gastos pú-
blicos asume un valor y un significado propio sólo en cuanto esté
relacionada con una exigencia de justificación del tributo según
un canon de juicio que, necesariamente, debe estar supraordínadv
a las normas mismas que disciplinan el tributo. En el actual sistelllll
constitucional, este canon puede ser individualizado en la norlllll

(20) Para una clara ubicación en estos términos del estudio del fenómeno tributario bajo e,tt
perfil dinámico v. para todos Maffezzoni, I1 procedimento d'imposizione nella" iropOS!'
general e sull'entrata, Napoli, 1965.

°csmente dirigida a limitar la legitimidad sustancial de las--_..-
tributarias; el arto 53, apartado primero, de la Constituciónüu.

En relación con tal norma es necesario justificar las que
cfisCÍplinan cada tributo de nuestro ordenamiento, demostrando
ue 8Upercepción por el ente impositor está inescindiblemente ligada

q una situación indicativa de capacidad contributiva (22) (23'1. Desde
: perspectiva, la doble exigencia a que atrás se hizo referencia

aclara en sus efectivos alcances: el problema de la definición del
;:.upuesto es el identificar el resultado o la situación de hecho
que determinan la definitiva percepción del tributo por el ente
ilDp08itor,y que por lo tanto deben constituir además una mani-
festación de capacidad contributiva según el arto 53, primer apar-
tado, de la Constitución (24'). La expresión "definitiva percepción
del tributo" sirve para aclarar el significado, precisamente, de aque-
lla "participación en los gastos públicos" que la norma constitu-
cional quiere ver correlacionada a la capacidad contributiva. Tal
expresión subraya la necesidad de tomar en cuenta, para verificar

121) Sobre los reflejos del principio constitucional del arto 53 ap. 10 consto en relación con la
definición del presupuesto de cada uno de los tributos v. Maffezzoni, Intorno ai principi
generali del diritto Imanziaric, en jus, 1956, p. 332 ss.; Contributo al la teoria giurid.ca
del presupuesto di fatto dell'imposta generale suJl'entrata, en Arch, fin., VI 1957, p.
150 SS.; Contributo alla teoria giuridica etc., en Rev. dir. fin., 1957, 1, 271.

Se vea en este sentido a Manzoni, I1 principio cit., p. 114, nt. 6. Debe ponerse de relieve
que también define el presupuesto en función de su eficacia con relación al nacimiento de
la obligación tributaria y lo identifica en un "elemento de la especie constitutiva de la
obligación tributaria", asumido por la ley, en cuanto retenido índice de capacidad con.
tributiva. Esta circunstancia hace por lo menos imprecisa la definición que, as! formulada,
no brinda un criterio pata la individualización del presupuesto entre los diversos eventos
que deben subsistir para que la obligación tributaria surja. Además, la definición arriba
indicada no es referible a las hipótesis en que el tributo es prelevado prescindiendo del
nacimiento de una obligación tributaria.

Acogemos aquí una interpretación del art, 53 ap, 10 consto y una noción de su eficacia
como límite de la legitimidad constitucional de las leyes tributarias que, sostenidas por una
~rte de la doctrina (v, para todos Micheli, Profili critici in tema di potestá d'imposizione
~t •.• 21 ss.; Manzoni, Il principio cit., p. 112 ss.) parecen ya acogidas por la propia
Junsprudencia de la Corte constitucional (v. las sentencias citadas en la anterior nt. 3) Y
Pour otros órganos judiciales (v. p. ej. Cons. Stato. 12·11·1965, n. 33, en Foro it., 1965,

1, 505).

Va. subrayando que en las argumentaciones que siguen a la referencia a la noción de ea-
P~C.dad Contributiva implica referencia a un concepto jurídico, cual es el principio dedu-
:le del art, 53 ap. 10 const., y es efectuado únicamente con el fin de identificar una
Ir erm.nada materia jurídica en razón de sus efectos, pero considerados no en su in-
d·ioseca estructura sino en cuanto insertos en el más complejo mecanismo jurídico preor-
~.nados por la ley para la realización de cada uno de los tributos.
~~ ende parece que puedan ser superadas eventuales críticas a la ubicación por nosotros
•• ~ al estudio, si fundadas exclusivamente sobre la afirmación de una pretendida excesiva
cIe anc.a atribuida a la función económica del presupuesto del tributo (para la crítica

tal tendencia en la doctrina, véase 'Al1orio, Dir. Proc, trib., p. 70).

(22)



su correspondencia con el arto 53, primer apartado, Const., no ú~
camente la disciplina de la percepción por el ente de las Slln¡a.-
de dinero en que consiste el monto del tributo, sino también la.a
eventuales fases ulteriores de actuación del fenómeno tributari a

0,
que a veces pueden conducir a un reembolso de tales sumas al St¡_
jeto que ha sufrido la exacción. En efecto, no puede decirse qt¡

se ha realizado ninguna participación en los gastos públicos, e~
plena observancia de las normas legales, allí donde un determinado
sujeto ha pagado primero una suma a título de prestación tributaria.
pero luego ha obtenido el reembolso de la misma. '

Estas consideraciones aclaran ulteriormente las razones Por
las que son insuficientes los criterios de identificación del presu.
puesto que solo miran a su eficacia constitutiva de la obligación
tributaria: el nacimiento y el cumplimiento de tal obligación no
agotan necesariamente el fenómeno tributario, no implican necs,
sa.riamente aquella "participación en los gastos públicos" respecto
de la cual únicamente debe constatarse la vinculación con una efec.
tiva capacidad contributiva del sujeto pasivo.

4.-Los argumentos expuestos hasta aquí permiten entonces
afirmar que, respondiendo la definición del presupuesto del tributo
a la exigencia de identificar el resultado justificativo de la partici-
pación del contribuyente en los gastos públicos, debe calificarse
como tal sólo el hecho cuya verificación torna jurídicamente nece-
saria la percepción definitiva por el ente de la suma de dinero que
representa la contribución del sujeto pasivo a los gastos públicos.

Para traducir en términos más concretos tales conclusiones
es necesario hacer referencia a los numerosos mecanismos jurídi·
cos previstos por la Ley para la actuación de los distintos tributos.
Tales mecanismos se resuelven en uno o varios actos o en series
enteras de actos, realizados por particulares y por órganos del ente
impositor, cuyo fin último es la percepción de parte de los órganOS
a ello predispuestos, de una suma de dinero y su definitiva adqui-
sición por el ente impositor.

En la mayoría de los casos los mecanismos en cuestión vienell

estructurados de tal manera que, una vez percibida la suma ell
que el tributo consiste por el órgano a quien corresponde su perce~
ción, no sea ya posible su restituciónv-" al contribuyente par u

(25 )
oudo'

Los términos "restitución" y "reembolso" del tributo son usados en e! texto en s'trib~'
muy amplio, tal de comprender cada instituto merced al cual e! patrimonio del COO ,s I

yente venga a ser incrementado en medida correspondiente a la entidad de las suJIItIlpti·
su cargo percibidas a titulo de tributo. No se ha tenido, además, cuenta para no CO

. que no sea el reconocimiento de la ilegitimidad de la relativa
~ón. En tales hipótesis se puede decir que el presupuesto del

tribUto lo es un resultado constitutivo de una situación jurídica tal,
todos los actos de la relativa secuencia todavía no cumplidos

~Iten jurídicamente "necesarios" (26') en cuanto su realización
~tuye cumplimiento de una situación jurídica subjetiva de
JiPDlen (obbligo) (27), obligación, deber, poder-deber, etc Y 8') produ-
cida por el mismo presupuesto o bien producida por un resultado
socesivo a su vez "necesario" (29) en el sentido dicho, por efecto del
,.ugir del presupuesto o de un acto precedente también debido,
y así sucesivamente(30).

(16)

car excesivamente la exposición, de la distinción operada por una autorizada doctrina
(v. Berliri, Le leggi de! registro, p. 495 ss.) entre "restitución" y "reembolso", por
cuanto, en rigor, acogiendo tales distinciones en e! sentido atribuido a ellas por quien
la ha elaborado, sería más exacto hablar de reembolso y no de restitución, ya que las con-
sideraciones contenidas en el texto se refieren a hipótesis en las que e! tributo ha sido
legltimamente percibido.

Sobre el concepto de acto "necesario" v. para todos Carnelutti, Teoría generale de!
diritto, Roma, 1955, p. 170 ss.; Pugliatti, lstituzioni di diritto civile, Il, L'attivitá giu-
ridica, Milano, 1935, p. 57.

Para la indicación de! valor de! término en este contexto v. para todos Maffezzoni, Il, pro-
ceclimento cit., p. 23 ss.
Queda excluida la carga (I'onere) , que también parte de la doctrina clasifica entre las
situaciones jurídicas subjetivas pasivas (v. para todos Carnelutti, Teoria generale cit., p.
172 SS.; contra v . Micheli, L'onere della prova, Milano, 1966, P. 60 ss.; en parto 85 ss.;
Cordero, Le situazioni soggettive nel proceso penale, Torino, 1959, p, 265 ss., y, para
la negación de la propia validez o utilidad del concepto de carga, Miele, Principi de diritto
amministrativo, l, Padova, 1953, p. 50 ss.; Cassarino, Le situazioni giuridiche e l'oggetto
den. giurisdizione arnministrativa, Milano, 1956, p. 230 ss.). Surge, por lo tanto, la
~ancia de la función "justificadora" de! presupuesto. No puede ser asumido a sitúa-
cl60 q~e justifica la participación del contribuyente a los gastos públicos aquel evento que
cletenntna, mediara o inmediatamente, sólo la necesidad, para un determinado sujeto, de
Yenar e! tributo (o de cumplir un acto con el que conseguirá la obligación de versarlo),
CUndo quiera obtener un determinado resultado, asumido en hipótesis como ventajoso
JlUa . él. Es evidente, en efecto, que para justificar la prelevación tributaria deberá ser
UWIlida, en cambio, la situación resultante de la satisfacción de su interés.

=- D~ que el término "necesario" por nosotros usado indica sólo que una o más normas
~cas imponen a un determinado sujeto un cierto comportamiento; no excluye absolu-
•••• nte la posibilidad de que el sujeto mismo viole la norma que se lo impone y no
lIIen el debido comportamiento. En tal hipótesis puede darse que el tributo venga igual-
I'JI te. Prelevado por el operar de otros mecanismos jurídicos, dirigidos al control y a la"':;:'60 de las violaciones de la norma, o bien a la autónoma aplicación del tributo. Puede
110 ,eso sí, que por efecto de la violación de la norma tributaria en cuestión, el tributo

~a más pe ibid Ell .ItIuido fCI • O. o no quita aun que presupuesto del tributo sea siempre el evento,
ad'lUis' .al cual todos los actos necesarios para la prelevación del tributo y a su definitiva
ea en .eión. resulten "necesitados" en el sentido dicho; lo que cuenta para nuestros fines
••••t¡ realidad exclusivamente el esquema típico del tributo, como está previsto por las

"as norm . Id'~ as j ur icas, y en orden a tal esquema las posibles violaciones de aquellas
normas jurídicas aparecen irrelevantes.

::rá~er .distintivo del presupuesto del tributo, asl individualizado, podría parecer fundado
enteno elabo d d . . '.• del r . ra o por. par~e e la doctrina (v. ampliamente Galeotti, Contnbuto alla

~. . p ocedlmento legislativo, Milano, 1957, p. 48 ss.) para la identificación del
'm.ento y su distinción de la materia de formación progresiva, criterio fundado pre-

(27)

(21)



En cambio en muchos casos después de la percepción d
tributo de parte del órgano a ello encargado es siempre posible qel
la :~rificació~ d: .un. determinado re~~ltado (diverso de la cons~~
tación de la ilegitimidad de la exaccion ya efectuada) dé lugar
reembolso de las sumas ya recaudadas. En tales hipótesis el heCha]
determinante del tributo, su "presupuesto", se verifica solo en ~
momento sucesivo a la percepción de la suma de dinero correspon.
diente al monto de aquel, y se identifica con el resultado que ex.
cluye definitivamente toda posibilidad de reembolso de la dich
suma. Por lo tanto en estos tributos el presupuesto se caracteri~
por un único efecto: la imposibilidad jurídica de un reembolso del
tributo y, por ende, la definitiva adquisición de las sumas ya pero
cibidas(31) .

cisamente en el vínculo que une cada uno de los sctos de la serie procedimental, en Cuanto
de ellos el precedente produce siempre una situación jurídica subjetiva (obligación o car o.
para esta última situación subjetiva v. Galeotti, op. cit., p. 50, nt. 58) que estim~l;
el sujeto legitimado al cumplimiento del acto sucesivo a crearlo (a realizarlo). Se debo
en cambio subrayar la absoluta extrañeza de los dos conceptos y porque la definición del
procedimiento arriba indicada considera también la carga (aun entendiendo el término
con una específica acepción) entre las situaciones jurídicas subjetivas idóneas para unir
entre ellos los actos que la componen (mientras que sólo Cuando todos los actos indisp<n.
sables para que el tributo se adquiera definitivamente al ente impositor resultan necesitados
o debidos, en el sentido que se ha dicho, puede decirse verificado el presupuesto) 1
porque, en todo caso, la definitiva adquisición del tributo puede acarrear una serie de
procedimientos y no sólo uno, O bien puede no requerir el desarrollo (desenvolvimiento)
de algún procedimiento, actuándose, por ejemplo la prelevación mediante el cumplimiento
de un mero acto debido del contribuyente, sujeto a un control solo eventual por parte del
ente impositor.

Esta última consideración sirve también para demostrar lo extraño del criterio de indivi-
dualización del presupuesto indicado en el texto, aún respecto de aquellas tesis que identí-
fican el procedimiento en razón de la correspondencia de los actos que lo componen ,n
una obligación (v. Vonso, Hatti giuridici processuali penali, Milano, 1955. 131 ss) del
sujeto legitimado para producidos. En efecto, en la hipótesis últmamente indirad'
falta (o puede faltar) la misma secuencia procedimental: hay un sólo acto, cumplimiento
de una obligación surgida al verificarse un evento precedente (en este caso el presupuesto
del 'tributo) pero que no resulta a su vez necesario. En dfinitiva el problema de l'
identificación del presupuesto presenta relaciones sólo ocasionales con la teoría del pro'
cedimiento y con el problema de la definición y distinción de tal figura de la wateri•
de formación progresiva y ello en cuanto la participación del contribuyente a los gastOS
públicos no se efectúa necesariamente a través de un ·procedimiento. sino que pue~e
efectuarse mediante actos singulares, o bien combinados de procedimientos o de proCed'·
mientos y singulares actos o hechos entre sí variadamente conexos.

(31) El fenómeno de la anticipación de la prelevación respecto al verificarse del presupu,stO
está relativamente difundido en nuestro sistema tributario. Además de algunos tributo;
normalmente clasificados entre las tasas, se pueden recordar los tributos aduana les y. '.
I.G.E. a la importación, respecto de los cuales al menos según una autorizada doctr'~o
(v, Maffezzoni, 11 eoncetto di importazione come presupposto di fatto dell ' I.G.E.,. i,
Riv. dir, fin, sc. fin., 1960, 1, 11 ss. 11 procedimento cit .• p. 12 ss., 371 ss.; AntOO';.1
La tassa come onere, in la formulazione etc., Milano, 1958, p. 93 ss.; Vanoni, Note d"
debito del dazio di confine, en Opere cit., 1, p. 413; Capaccicli, La tassazione deile r'.óo
vances, Milano, 1957, P. 90), se realizaría típicamente la anticipación de la preleva::.,
respecto del efectuarse del presupuesto (constituido, según la tesis 'en cuestión, de la efec

introducción de la mercadería en el mercado).

No asume importancia el hecho de que tal resultado consti-
veces un acto debido. En tales hipótesis la norma impositiva

a 0010 único hecho idóneo a producir la definitiva adquisición
tri~uto, un comportamiento que se califica como "acto debido"

lación con una norma. jurídica diversa. Al igual que la norma
• re .tiva, el incumplimiento del relativo deber es solo un índice
~ falta de capacidad contributiva incidida por el tributo, no

anOOl8lía del funcionamiento del mecanismo de acusación del
f.o O1is01O.
Co01Ose ve, la "necesidad jurídica" de la adquisición defini-

del tributo por el ente impositor puede realizarse en una plura-
)idId de efectos jurídicos diversos entre sí. No es de la naturaleza

efecto que puede obtener se el criterio de identificación del presu-
puesto, sino de la función que, habida cuenta de sus efectos un
detenninado resultado asume en orden a la participación del contri-
buyente en los gastos públicos.

5.-La relevancia teórica, así como los reflejos prácticos de
conclusiones hasta aquí obtenidas, se aclaran en forma particu-

IIrmente evidente con referencia a una específica cuestión de legi-
timidad constitucional resuelta por una sentencia reciente de la
~ Constitucional (32).

Las normas a las que se negaba legitimidad constitucional eran
contempladas en el arto 176 del Texto Unico NQ 645 de 29 de

de 1958. Dicho artículo dispone "la inscripción provi-
en el rol"(H'! de los ímpuestosov correspondientes a los im-

Pero nótese que la doctrina tiende muy a menudo a negar, en sustancia, estos fenómenos
de anticipación calificando los relativos versarnientos (pagos) al ente impositor como
ucItp6sitos" y afirmando que sólo sucesivamente, al verificarse el presupuesto, nacería
la verdadera y propia obligación tributaria, que se extinguiría, empero, apenas surgida,
POr el monto correspondiente a la entidad del "depósito" (con relación a tales anticipaciones
ea materia de impuestos directos v. Berliri In tema de ruolo esattoriale, en Jurisp. imp.
~s. 673; Con referencia a los tributos hipotecarios v . aún Berliri, Principi cit., 1.

lano, 1952, p. 269 ss.; COn relación a las tasas de concesión gobernativa V. La Rosa
~ntributo allo studio delle tasse di concessione governativa, en Temi trib., 1964, 40 ss) .

. trata de teorías que, a nuestro entender, tuercen los esquemas de realización de aquellos
tr'butos, como resultan de las normas que los disciplian, esquemas que pueden ser todos
~nducidos al sintética mente descrito en el texto.
p Corte consto 3·7.1967, n. 77, en Sentenze e ordinanze, 1967, 337.
s:ra una sintética descripción del sistema de los ruoli (reglas) actualmente en vigor y
1••ra el encuadramiento en él del sistema de las inscripciones provisionales v. Berliri,
176 terna di ruolo esattoriale, en Jurisp. imp., 1965, 653 ss.; para la interpretación del arto
Iq p~' U. cit., v. De Angelis, además la circular 18.5·1960, n. 301520 del Ministerio de

Inan2as
11 art .
_ '. 176 no se aplica a los impuestos del sistema catastral y a los impuestos sobre
licIo IOcledades y sobre las obligaciones; por lo tanto lo dispuesto por el arto 176 va refe-

eXclusivamente a los impuestos de riqueza mueble y complementaria.



ponibles inscribibles a título definitivo según el arto 174 ibídel)¡
o a título provisional según el 175 ibid., relativos al segundo Peri 1

do de impuestos precedente y, a falta de éste, al período inmed~
tamente anterior. Para los sujetos a quienes se tasa con base e
balances, la inscripción provisional está limitada a los impuestol\
sobre la "riqueza mobiliaria" categorías A y B(35) correspondient~
a los imponibles a que se refieren los citados arto 174 y 175, pero
relativos, en todo caso, al período inmediato anterior. Disposicio.
nes particulares rigen (art. 176, apartados 3 y 4, cit.) las hipótesis
de inscripciones provisionales en el caso de sociedades transfor.
madas o fusionadas. Y finalmente se establece (apartado 5 del art,
cit.) la inaplicabilidad de toda la disciplina anteriormente descrita
cuando, antes de la formación del rol, llegue a la Oficina un aviso
de cesación del presupuesto, en los términos de los art, 30 y 144
del Texto Unico citado.

Es claro que este sistema normativo realiza, con referencia
a un determinado período de impuestos, una exacción tributaria a
título de imposición sobre las rentas ("riqueza mobiliaria" y "com-
plementario") que se actualiza a través del medio técnico de la
obligación, por el solo hecho de que en relación con un período
de impuestos precedente hubiera sido constatada, a veces por vía
meramente provisional, la producción de una renta. La exacción
prescinde entonces de la circunstancia de que el período a que está
referida, haya sido efectivamente producida una renta por quien
la sufre(38). Esto fue advertido por el mismo Legislador, quien a
través de los arto 178 y 198 y ss. del Texto Unico citado, ha regu'
lado un procedimiento dirigido al reembolso de las sumas recau'

(35 ) Para los réditos de categoría C!2 la inscripción provisional (a cargo del sustituto) sucede
de acuerdo con el sentido del aparte l. del arto 176, aun con relación a los sujetos tasable!
con base al balance; al respecto v. la circular antes dicha.

En efecto, puede bien suceder que la "cesación del presupuesto", del arto 30 T. U. cit.
se efectúe antes del inicio del período de la imposición a que se refiere la inscripCióO
provisional pero sucesivamente a la formación de la regla (no se olvide que, generalmente,
las inscripciones provisionales para cada período de imposición vienen efectuadas en l.!
reglas ordinarias de segunda serie del año precedente al período mismo, que deben sel
realizadas y transmitidas a la Intendencia de finanzas antes del 15 de diciembre, v, ,rt·
182 T. U. cit.), de tal manera que no pueda verificarse lo estipulado en el última apart:
del arto 176. Además, sólo al final del período impositivo puede decirse si un rédito ;.
produjo efectivamente, en tanto que sólo entonces puede calcularse la diferencia entre gana o
cias brutas y gastos y pasividades detractables de las que se deduce la subsistencia de Ud'
rédito imponible. Es por eso evidente que cada forma de prelevación tributaria a título do
imposición de réditos netos que se efectúe enteramente antes de la caducidad del perlodel
de imposición a que se refiere, debe necesariamente prescindir de la efectiva producc;éo
rédito objeto del tributo,

(36)

1 ontribuyente en exceso respecto al tributo debido por él
a e . ducid 16n de la renta imponible efectIvamente pro UCI,a e~ e ~e-

raz u inferior al imponible para el cual se efectuo la mscnp-
~...iIo,J]l y . 1 . . te t

JIU"" rovisional, o mc uso mexis n e.
ci6P ~ ci'rcunstancia de que un fenómeno impositivo ,se realice

virtUd de la verificación de datos absolutamente ínídóneos para
(1IJl • estar una capacidad contributiva; que por ef,ecto de tales .da~os
;.,.nübli ación tributaria nazca Y deba ser cumphda, ha constituido
- o ro

g
de partida del razonamiento en que se fundaba la "e~cep-

~ ~ inconstitucionalidad" del arto 176 citado. Tal razonamIento
ci6D";ba en la afirmación, expresa o implícita, de qu~ el ace~ta-

. to de un cierto imponible relativamente a un período d~ im-
~s precedente a aquel al que la exacción se refie,re, constituye
popresupuesto de los tributos. ~scrit?s en el rol segun ~l arto 176
cit., en la demostración de la lmd~neldad ~e tal acer~ml.ento para
caastituir un indicio de una efectiva capaclda~ contrl.butIva y,. por

tanro, en la conclusión de que el arto 176 CItado VIola el primer
apartado del arto 53 de la Constitución'!".

Como se ve el punto clave de las referidas argumentaciones
tItá constituido por la identificación de la especie o especies Iác-

de las cuales se constata, con referencia a lo dispuesto en el
ut. 176, la aptitud a manifestar una capacidad contri~utiva, es

o ,la aptitud para ese efecto de los presupuestos de lo~ l~pu.estos
"riqueza mobiliaria" y "complementario", en las hipótesis en

que son aplicados según el mismo arto 176.
El criterio utilizado está fundado en la alegada eficacia cons-

o tiva de la obligación tributaria que tiene la especie fáctica asu-
mida como presupuesto'>". Consiguientemente, en relació~ c.on.lo

dispone el arto 176, los hechos que tornan operante la disciplina

(S7) Estas argumentaciones están desarrolladas, más o menos explícitamente, en la ordenanza
de. remisión a la Corte. v. explícitamente las ordenanzas de fecha 15 julio 196? .de la ce-
lIlisión distrital de Milán, en ]urisp. const. 1966, 419; en la ordenanza de la Comisión distrital
~ Asli, de fecha 2-6-1966, en ]urisp. const., 1966, 1796, se afirma preliminarmente que

presupuesto de la imposición es la producción de un rédito (art. 81 T. U. 29-1-1958, n.
645)", pero luego se sostiene que, de acuerdo con el arto 176, el concurso en los gastos
P6blicos se refiera a réditos supuestos.
!&albién la Procuradurfa del Estado «Avvocatura dello $tato) ha aceptado explícitamente tal
Identificación, ya claramente afirmada por la defensa de los contribuyentes.

~ que la asunción de este criterio de identificación está de alguna forma justificada
Por el mismo tenor de alguna de las sentencias de la Corte constitucional atrás indicadas;
:: Particular, va recordado que en la sentencia n, 50 de 1965 se manifiesta cl.u:amente

tendencia a reconocer una estrecha correlación entre presupuesto y obligaCión tnbutana. De
otro 1 • . mbié
la ad~. la relación entre las dos nociones es, como veremos, comun en d.octr~na y ta 1 n

~rmlnología del Texto Un Leo de los impuestos directos, claramente inspirada en una



prevista en dicha norma y, por ende, producen el nacimiento de la.s
relativas obligaciones tributarias, son definidos como presupues.
tos de los tributos a que dicha norma alude.

La misma Corte Constitucional, al menos en la primera Parte
del "considerando" sobre el punto de la correspondencia del arto
176 ib. al arto 53, primer apartado, de la Constitución, parees no
negar la validez intrínseca de la identificación del presuPuesto
efectuada en los términos atrás indicados, pero pa'rece más bien
querer demostrar la racionalidad de la elección de un presupuesto
semejante en consideración al carácter no arbitrario de la presun.
ción con base en la cual dicha elección viene efectuada, y de las
modalidades prácticas de aplicación de la disposición misma.

Sin embargo, en cuanto se apliquen al procedimiento para la
recaudación de los impuestos sobre "riqueza mobiliaria" y "compls,
mentario" 'regulados por el arto 176 cit. las consideraciones desa-
rrolladas en los párrafos precedentes, se revela evidente una con-
clusión: el arto 176 cit. prevé y regula uno de aquellos particulares
mecanismos de actuación de los tributos en que el presupuesto se
verifica después de la percepción del tributo mismo por parte del
ente impositor. El hecho (eventual) que excluye definitivamente
la posibilidad de un reembolso total, en aplicación del arto 178
ibidem, de las sumas inscritas provisionalmente en el rol y luego
recaudadas, es precisamente la efectiva producción o la percepción
de una renta durante el curso del período de impuestos a que la
inscripción provisional se refiere.

En realidad en todas las hipótesis de aplicación previstas, .
por la ley, los presupuestos de los impuestos sobre "riqueza mobi-
liaría" y "complementario" son, respectivamente, la producción Y
la percepción de la relativa renta. La adopción del especial sisu:rna
de imposición previsto por el arto 176 no incide en lo más minim?
sobre la configuración de los presupuestos de aquellos tributos. Solo
que los mismos podrán ser percibidos en parte mediante un meca-
nismo jurídico que implica la anticipación de la exacción respecto
de la verificación del presupuesto, y en parte mediante un proce-
dimiento más tradicional de recaudación del tributo, en que 13
exacción sucede a la verificación del presupuesto.

. . . de est'scierta ubicación de los problemas de teoría general del derecho tributario, resiente 't ..
. 'Am . 11 posto elimplicaciones teóricas (v. I'art, 2 del T. U. Cit. y sobre ello D ati, presup el"

693 SS., Berliri, Il testo unico del le imposte dirette, Milano, 1960, p. 7 SS., que eX",t
O

,

mente excluye cualquier relevancia normativa, sobre el plano de la eficacia del presupue

de la terminología usada).

ados a este punto es fácil mostrar el error en que se
L1~'rmación de la inconstitucionalidad del art, 176, frente

~ e~ lapartado del arto 53 de la Constitución: ~l presupuesto
~ estos a los que se aplica el arto 176 es SIempre la pro-JOS unpu , di te. o la percepción de una renta en el penado correspon ien ,

d1JCC16~ hecho indicativo de una clara aptitud para la contribu-
deCrt, un 1 . d

ffI oducción (o la percepción) de una renta en e peno o-1••• la pr . 1
GIII'""' te a la que el arto 176 se refiere, no constituye e presu------den , . . ,.
pa-- d 1 tributo correspondiente al período sucesivo, SIDOumca-
paesto lehecho (resultante) que pone en movimiento el mecanismo

te e . . 'd'
ti· 'pación de la exacción que atrás fue descrito, mi oneo en

en CI . , d 1 t ib tto tal para determinar la definitiva recaudación e . rr u o y,
cuan DSI'guiente no calificable como presupuesto del mismo.

ea , 1 'lt'Por otra parte la misma Corte Constitucional, en ~. ~ ima
parte del "considerando" sobre el punto en examen, remitiéndose

10 dispuesto en los arts. 178, 198, 199 y 199 bis (Ley NQ 131.6
• 25 de octubre de 1960) del Texto Unico cit., llega a c~n~I~Ir

los impuestos a que se refiere el arto 176 vienen en d.efIDltIva
_.JI_--rse a las rentas producidas o percibidas por el contribuyente

,,~ua 11 " tiel curso del período correspondiente, por lo cua a par icipa-
- en los gastos públicos" resulta conmesuradaa un indicio efec-

de capacidad contributiva.
La falta de una adecuada elaboración de la noción de presu-

del tributo ha impedido, sin embargo, que se hiciera luz
el vicio de fondo que invalidaba la excepción de inconstitu-

CíaIIalidad (que en realidad debió ser rechazada por el propio j.uez
). Además, y esto es quizás más grave desde el pu~to de VIS~

la elaboración jurisprudencial del concepto de capacidad contri-
. , la Corte Constitucional, aun llegando a afirmar certer~-
te la legitimidad constitucional del arto 176, utilizó en la moti-

Yaei6n de su sentencia también el argumento de la legitimidad
'tucional de las presunciones "no arbitrarias", con base en

CUales es posible arribar, desde el hecho asumido como pr.esu-
del tributo a otro hecho indicativo indudable de capacidad

t:ributiva. Se ~rata de un argumento del que, ante todo, es
dudoso el fundamento en línea general (39), Y que además, re-

~ üisafulli, In tema di capacitá contributiva, en Jurisp. const.. 1965, 860 ss.; Micheli,
•• ~Itá contributiva rea le e presunta cit. En general sobre el problema de los llamad~s
IIIG.J;~·s. indirectos de riqueza" bajo el perfil de su legitimidad constitucional v. ManZ?01,

. PrInCIpIO cit., p. 135 ss.; pero nótese que Manzoni no afronta el problema. de l~ ido-
lIIidad de las presunciones para la realización de aquel vínculo entre la participación al
listo Público y la capacidad contributiva que se requiere en el arto 53 ap. 10 consto



ferido a la disposición objeto del juicio de legitimidad, se traduc
en un verdadero absurdo jurídico, incidiendo de manera indudable~
mente negativa en la evolución de la interpretación del arto 53, Pri.
mer apartado, de la Constitución, en la jurisprudencia de la Corte.

6.-El caso jurisprudencial examinado en el párrafo prece.
dente parece suficiente para aclarar el significado y alcance, aUn
en el plano de la aplicación práctica, de las consideraciones desa.
rrolladas más atrás.

A título de conclusión de estas notas parece oportuno ilus,
trar algunas implicaciones teóricas de la definición del presupuesto
del tributo a que se ha llegado.

En efecto, debe ponerse de relieve que el presupuesto del
tributo se define típicamente como "especie fáctica indicativa de
capacidad contributiva"; por lo tanto, el presupuesto de cada tri-
buto no es otra cosa que la expresión, en términos jurídicos, de
aquella particular manifestación de capacidad contributiva que el
tributo mismo está dirigido a gravar. Se ofrece evidente el nexo
entre la noción de presupuesto del tributo y la ratio de aquel como
plejo de normas jurídicas unificadas en sistema en un instituto ju-
rídico unitario que es el tributo (40) • El presupueto del tributo es,
por esto, la especie fáctica que expresa la ratio del tributo mismo,
su principio inspiradorv' l"J • La individualización del presupuesto,
en relación a todo tributo específico, es esencial para la interpreta-
ción de todas las normas que integran el correspondiente sistema (42):

puesto que toda interpretación es necesariamente interpretación
sístemáticav'!' el alcance efectivo de las distintas disposiciones
legales que disciplinan un tributo podrá ser verificado solo cuando
las mismas sean construidas en sistema, en función de un únicO

(40) Sobre la noción de tributo como instituto jurídico v , De Mita, La definizione giuridica ddl'
imposta di famiglia, Napoli, p 44; Fedele, Lineamenti delle imposte ipotecarie, MilanO,
1968, p. 108, 170 ss.

v. 'AUorio, Dir. proc, trib., p. 105 ss., Maffezzoni, Valore dei principi costituzionali in rn~;
teria tributaria, en Jus. 1956, 332 ss.; Contributo alla teoría giurídica del presupposto 11'
fatto deU'imposta general e suli'entrata, en 'Arch. fin., 1957, p. 150 ss.; Contnbuto atI
teoria giuridica del presupposto etc., en Riv. dir. fin. se. fin., 1957, 1. 279; De MIta,
definizione cit., p. 32 ss. d

v. Fedele, Profilo deU'imposta sugli incrementi di valore deUe aree fabbricabili, Napoli s'~;
p. 18 ss., 46 ss.; v. también De Mita, La definizione cít., p. 28 ss. en parto 32. ss:: ~d
aun atribuye una importancia tal vez excesiva al Uamado "fundamento económICO
tributo.

V. Giannini M. S., L'mterpretazione deU'atto amministrativo, Milano, 1939, p. 127
Betti, Interpretazione deUa Iegge e degli atti giuridici, Milano, 1949, p. 174.

(41)

(42)

(43)

" "nspl'rador deducible de la consideración del presupuesto
'plO l. '
"buto nusmo.

trlp otra parte, el presupuesto del tributo se define como
~ terminante" (en el sentido atrás indicado) de la contri-

. o los gastos públicos para la cual está preordenado el sistema
....móna te' . 'teu-- constitutivas del tributo. Esta carac rística suya permi
deno:

s
elaborar un criterio más bien simple y eficaz para la

_tetifi o ión del presupuestov'v, pero permite además afirmar que
ideO elca~ecanismo de actuación del tributo deba estar ~i~igido
todo tizar la adecuación, al presupuesto concretamente verificado,
• ~ participación en los gastos públicos impuesta en el caso con::ro al contribuyente(45)" Sólo de esa manera, en efecto, podra
cleclrse se ha respetado el precepto del ~rt. 53, p~i~er. ~partado,

titucional, el cual precisamente adecua la participación en los
~s públicos a la capacidad contributiva del contribuyente (46).

Débese entonces estimar que el control de legitimidad consti-
tucional de las normas tributarias se extiende a todas las normas
que regulan el tributo, y no solo a aquellas que prevén sus presu-
puestos, ello con el fin de constatar si la aplicación de cada ~~a
de dichas normas en el contexto del sistema no comporta la exclusión
de la correlación entre capacidad contributiva y participación en
loa gastos públicos impuesta por el citado arto 53, primer apartado.
En •.•.••rticular entonces tal control se extiende a las normas quel'"U", ,
diaciplinan la base imponible del tributo y establecen los criterios
PII'& SU determinación en el caso concreto (47).

Además, el hecho de que todas las normas que regulan el
to estén en función de la adecuación de la participación en

gastos públicos a la capacidad contributiva concretamente ma-
Dileatada en el presupuesto del tributo (48) constituye una válida
danostraciÓ'Il de la evolución de nuestro ordenamiento jurídico
hacia un sistema en que la función tributaria ya no deberá ser

V. letro & 4.

Sobre las relaciones entre presupuesto del tributo y contenido de la prestación tributaria
•• },f¡eheli, Lezioni Cit., p. 337.

~ Manzoni, Il principio cit., p. 14; Berliri, Appunti sul fonda~e~to ed il contenuto deU'
• 23 della constituzione en Studi in onore di A. D. Giannini, Milano. 1965, p. 194

lit. 77. '

~ .eonst. 26·6.1965, n. 50, en Jurisp. consto 1965, 858 ss.; Fedele, In tema di costitu-
" lltá degli arto 20 e 21 legge di registro, en Riv. dir. fin. se. fin .. 1963, II, 215 ss.

• !>ara todos Fantozzi, La solidarietá tributaria, Torino, 1968, cap. IV.



concebida como dirigida, pura y simplemente, a la percepción d
un complejo de entradas con las cuales hacer frente a los gast~
públicos, sino más bien a una equitativa repartición de la carga d
aquellos gastos entre todos los consociados, en función del critel'ie
de capacidad contributiva (49). ()

Son éstos, en definitiva, los rasgos evolutivos de la nOción
de capacidad contributiva sobre los cuales podrá dirigirse la labor
de recíproco estímulo y condicionamiento de la jurisprudencia y
la doctrina, en tal forma que la intuición'>" acerca de la cardinal
importancia del principio de capacidad contributiva en el ámbito
de la teoría general del Derecho tributario encuentre también su
confirmación en el plano de la actuación concreta del ordenamiento
jurídico.

(49)
. ~

En esta perspectiva adquiere un particular significado el vínculo (la relación), opera d'
por una parte de la doctrina, entre el principio de capacidad contributiva y los deberes oS'
solidaridad económica y social de que trata el arto 2 consto (V. Lombardi, problerni ~od"
tituzionali in materia tributaria, en Temi' trib., 1961, 320 nt. 3; Solidarietá politica, SO J diO
rietá economica e solidaretá sociale etc., en Temi trib., 1946, )97 ss.; Contributo allo s.tucil.
dei doveri costituzionali, Milano, 19)7, p. 349 ss.; Micheli, Profili cti., 27; Lezionl

p. 99 ss.) ,

V. Micheli, Profili cit., 21 ss.()O)

:EL PROBLEMA DE LA SOLIDARIDAD

TRIBUTARIA EN LA DOCTRINA

y LA JURISPRUDENCIA ITALIANAS

Prof. AUGUSTO FANTOZZI
Docente Libre de lo
Universidad de Romo.
Traduce: Walter Antillón.

l.-El problema de la solidaridad tributaría constituye el
central de una ya añeja controversia que enfrenta Doctrina

Jurisprudencia, cada una sobre posiciones bien precisas y con-
tes, y que no parece destinada a resolverse, por la hetero-

_.·lad de los puntos de partida en que ambas partes respectiva-
se colocan.

En verdad cada uno de estos puntos presuponen una diversa
. ión de la obligación tributaria, y revisten por lo tanto pro-

de Teoría General que trascienden el ámbito del ordena-
tributario italiano y se refieren, en general, a la construc-

del fenómeno impositivo.

Con algunas observaciones acerca de cómo pueda resolverse
J;JlIJMbrse la dicha controversia, me auguro de poder ofrecer una
·.Ita contribución a los Estudios en Honor del clarísimo Pro-

V. M. Elizondo.

La exigencia de superar el planteamiento tradicional del
.,.r1Dle1DlA de la solidaridad tributaría se remite además a la ten-

.' que va hoy manifestándose en todos los ordenamientos tri-
_1m' •••••tnodernos, a rodear la acción de la administración finan-

cie una serie de límites que aseguren la tutela de los sujetos
~' así como también la legitimidad y la imparcialidad de

n adlllinistrativa.

~ eXperiencia italiana más reciente muestra entonces, por
•o, una serie de pronunciamientos jurisprudenciales de la

n Central y de la Corte de Casación en los que se afirma



repetidamente que la obligación tributaría tiene naturaleza ee

generis", y que en ella la solidaridad asume, por razones clararne sl¡j

publicísticas, un carácter riguroso y diverso del fijado por ~
nor:nas de Derecho comúnw'. En el caso de pluralidad de Sujeto
pasIVOSla consecuencia que de eso se sigue es que, siendo lÍn¡ 8
la deuda tributaria, único es el vínculo jurídico que une a ICq

de~dor~~, por lo que. ~o es imaginable un fraccionamiento de ~
obh.gaclOn. J?e la unicidad del vínculo en el plano sustancial, la
Jurisprudencia ha deducido en el plano formal que en el proced'
miento de aplicación del tributo los efectos de todos los act i-

surgidos para, o frente a un coobligado solidario, se extienden au~
máticamente a todos los otros!". Es esta la noción de la llamada
"solidaridad formal" que se encuentra repetida en todos los pronun.
ciamientos jurisprudenciales.

En vista de las perplejidades manifestadas por la exigua parte
de la Doctrina que se adhiere a esta orientaciónü', la Jurispruden.
cia se ha preocupado, por una parte, de encontrar fundamentos
doctrinarios y legales a sus afirmaciones, y los ha creído ver ya en
el particular aspecto funcional de la solidaridadv", ya en la unici-

del vÍllculo('), ahora en la teoría de la representación recípro-
(6) ora en la del consorcio perfecto (7') , o por fin en la correalidad

'indivisibilidad de la obligación solidaria tributaria (8) •

por otro lado se ha dado cuenta a veces de las iniquidades
e la propia teoría de la solidaridad formal daba lugar contra

qucontribuyentes, y se preocupó de reducidas aplicando los prin-
tJpioB del litisconsorcio necesario y de la inescindibilidad de causas

fase de gravamen, lo que sin embargo no se adapta, o no se
~ con el efecto extensivo a todos los coobligados, ya declarado

característico de la solidaridad tributaria (9).

En el lado opuesto la Doctrina prevalente reconoce que la
~ci6n tributaria no se distingue en nada de la del Derecho
• y estima por lo tanto aplicables a ella las disposiciones que el

06cJig0 civil italiano, en los arts. 1292 y siguientes, dicta para las
ciones solidariasv'?'. Disposiciones éstas que se basan sustan-

illIm¡ente en el principio de la mera extensión "in utilibus" de los
de los actos realizados o sufridos por un coobligado.

Obsérvese que los Tribunales "de mérito" se han decidido
temente a abrazar la teoría de la Doctrina prevalente y han

esto en numerosas decisiones, muy cuidadosamente considera-
(I) Entre muchas véase: Casación NQ 3228 de 13 de octubre 1958, en la Revista "Foro Italu-

no, 1959, Tomo 1, pág. 810; Casación NQ 2742, 10 julio 19n, Foro it., 1958, 1, 70;
Casación NQ 2138, 8 junio 1957, ivi, 1, 747. Casación NQ 2717, 30 setiembre 1955, ivi,
1956, 1, 342. Casación NQ 1335, 28 abril 1956, en el Repertorio de la misma Revisa,
voz "Registro", n, 476. Véase por último Casación NQ 2071, 26 julio 1966, Foro
It., 1967, 1, 1297, con nota de AMORTH: "Sta tramontando il mito della "supeesolid:'
rietá tributaria'", que ve en esa sentencia, con mucho optimismo en nuestra opinión, ulll

primera brecha abierta en la Jurisprudencia tradicional.
Entre los pronunciamientos de la Comisión Central Tributaria véase: N9 100586, 17 el<
junio de 1963, en Revista de Legislación Fiscal, 1965, pág. 1022; NQ 1943, 18 novie01btC
1963, ivi, 1431; NQ 13949, 25 febrero 1959, en la Revista "Temi tributaria", 1959, 4l4;
N9 88320, 16 mayo 1957, en la Revista "Derecho y práctica tributaria", 1958, Il, l6-l;
NQ 83709, 25 junio 1956, ivi, 1958, 11, 562; NQ 75091, 14 noviembre 1955, en RepertonO

de "Foro italiano", voz "Registro", n, 435-436; N9 2717, 30 setiembre 1955, en la Re
vistJ

"Jurisprudencia Irnpositiva'", 1956, n. 31; N9 71224, 2 mayo 1955, en Rep, Foro It.. _vol
"Registro", n. 466; NQ 46183, 23 marzo 1953, en "jurisp, impositiva", 1953 n, 136.

(2) La orientación de la jurisprudencia y de la administración produce consecuencias macroset.
picas sobre todo en los casos en que el "aviso de acertamiento" sea notificado a un s~",
coobligado, O en el caso en que el "concordato" sea suscrito por uno solo entre 1'"
distintos sujetos. Los inconvenientes a que da lugar la imposibilidad práctica, pa~~ seD
otros sujetos pasivos, de participar en la definición del presupuesto y del "imponible si,1
subrayados por toda la Doctrina. en particular por A. ROTONDI, "La solidarie~~ pa9jO•
nel rapporto giuridico d'imposta" en la Revista "Derecho y Práctica tirbutarta • 1 11.
11, 265 Y ss.; Y en "Solidarietá processuale pasiva nelle imposte indirette", ivi, 195

8
,

558 Y ss.

J.a ,af~ción es común en la Jurisprudencia: confróntese Corte de Apelación de Milán,
28 JunIO 1960, en Foro It., 1960, 1, 1807; Apel. Roma. 19 mayo 1954, en la Revista de
Derecho de quiebras, 1954, 390; Casación N9 3228 citada; Casación N9 2717 1955 citada'
Caución 2742, 1957 citada; Como Centro Trib. N9 12524, 28 enero 1959, e~ Revista Leg:
F'lSCaI, 1960, 1139.

Caución N9 2138 1957 citada; Casación N9 2717 citada; Secciones Unidas de la Casa-
~. N. D54, 19 junio 1952, en Foro 11., 1962, 1, 1251. Como Cent. Trib. NQ 13849,
1959 citada_

,~ción NQ 2602, 2 agosto 1941, en la Revista "Jurisprudencia Italiana", 1942, 1, 210;
...--. Cent, Trib. N9 13849, 1959 citada.

A estas teorías hacen referencia casi todos los pronunciamientos citados en la nota 1.

"fase sobre I 1 .
IOnj e punto as agudas observaciones de GLENDI "Appunti in tema di litiscon-
~iIa o necessario, cause inscindibili ed effetto estensivo tra coolbligati solidali per debito

Posta", en Dir. prat. trib., 1964, 1, 101-102, 112-113.

!:::roa.tese, por todos, ALLORlO "Solidarietá processuale e variazrone di motivo nell'
IUlone tnbut ." R' di f' ..'1)¡ritto arta ,en IV, IC. manzrano, 1943, II, 22 Y ss.; del mismo autor

"''L_< . prOCessuale tributario", Torino, 1962, p. 144-146. BERLIRI "Principii di diritto
--.atano" M'I.93a. 111' I ano 1957, II, p. 160 y ss.; A. UCKMAR "La legge di registro", Padova,

64 ,P. 94; PUGUESE "Istituzioni di diritto finanziario", Padova, 1937, 218 Y ss,
.::ot~; ZINGAU "¿Solidarietá forrnale dell' obbligazione tributaria?" en la Revista

1ts3. 2~lnanciero, 1, 1950, p. 348 Y ss.. Idem "Lezioni di scienza delle finanze"; Catania,
~t •• Y ss.; COCIVERA "Effetti sostanziali e processuali della solidarietá del debito

, a en Foro It., 1960, IV, 177 Y ss.; Idem "Corso di diritto tributario" Bari, 1965,
• 1:5.; DE MITA "La solidarietá passiva nel debito d'imposta", en Riv. dir. fin.,
.; kA~ y ss.; ROTONDI "Appunti sull'obbligazione tributaria", Padova, 1950, p. 173

AGU, en Dir. prat. trib., 1950, n, 235 ss.

(3) Sobre todo A. D. GIANNINI, "Istituzioni di diritto tributario", Milano, 1965,
también G. INGROSSO, "Diritto finanziario", Napoli, 1956, pág. 590.

(4) En Doctrina véase TESORO, "Principii di diritto tributario", Bari, 1938, p.
Jurisprudencia véase Casación N9 3228, 13 octubre 1958 ya citada.

""í.128; e



das, las razones por las cuales estiman aplicable la disciplina c'
lística sobre las obligaciones solidariasw'", l\li.

La controversia permanece irresoluta porque además aIllb
bandos se dan cuenta de tener una parte de razón de su lado, P Os
lado la Jurisprudencia capta certeramente el aspecto unita-¡ or Il¡¡

presupuesto del tributo, cuya existencia y medida se trata de co
o del

ta ficaci nstar con e reacia vinculante para todos los que 10 han actualiz .
y desde este ángulo la afirmación de la llamada "solidaridad for:do,

, ~~
e~ co~~clente de la ,exigencia de encon~r~r las regl~s par,a la Parti.
cipacion de los sujetos en el procedimiento de imposición, P
otra parte la Doctrina subraya con razón la identidad estruct Or
entr: l~s dos ti~os ?: obligación (civil y tributaria) y Postul~r~
consiguiente aplicabilidad de las reglas civilísticas,

. Para salir del "impasse" será menester probablemente adhe.
rirse a las nuevas teorías que subrayan la necesidad de const '
1 fenó t ih ta ' rulle" e~o~e~o TI ~ r~o no ya con instrumentos privatísticos (rela.

CIO~J~rldICa,,obh~aclón) sino con instrumentos publicísticos (pro.
cedimiento, situacíonss subjetivas) (l2') y a las que reconocen
1 di ti , , t bl quea IS mCIOnen re o igaciones públicas y privadas no reside en
la, estructur~ ~ino ~ás bien en la fuente; es decir, en el procedí-
miento administrativo que da origen a las primeras'P": con la
consecuencia de que la disciplina publicística es relevan~ sóÍo en
la f.~sedestin~da a hacer surgir el acto del que se origina la obli-
gacion: despues de este acto se aplicarán "sic et simpliciter" las
reglas civilísticas.

A ~ravés de la acogida de estas teorías, que debo presumir
ya conocidas, se puede llegar en mi opinión a una construcción del
fenómeno tributario que permita superar el punto muerto de la
controversia sobre la solidaridad tributaria, reconociendo que eD

procedimental se aplicarán, en cuanto a la participación
sujetos y a los efectos sobre ellos de los actos procedimenta-

)lB reglas publicísticas que eventualmente disciplinen los pro-
'entos plurisubjetivos; mientras en la fase de cobro de la

. ción, ya nacida por virtud del acto de imposición, se apli-
laS reglas dictadas por el Código Civil para las obligaciones

~'
2.-Las observaciones que preceden deberían haber demostra-

el tradicional planteamiento del problema de la solidaridad
taria, no obstante la progresiva evolución debida a los cada

soás agudos pronunciamientos jurisprudencia les, no puede dar
tados satisfactorios precisamente por el vicio que mina su

Precisa entonces proceder a un estudio sobre bases total-
te nuevas de la problemática relativa a la solidaridad tributaria,

preanunciados perfiles reconstructivos solo pueden ser bos-
• dos en esta sede, remitiéndose para su desarrollo a un amplio

'0 ya en fase de elaboración avanzada.
En primer lugar el paralelo entre obligación solidaria y obli-

indivisible, para mostrar las diferencias estructurales y
'onales entre los dos tipos de situaciones jurídicas subjetivas;
las cuales la segunda se caracteriza por la naturaleza del objeto

de la prestación y lleva consigo, desde el nacimiento hasta la
ién, la satisfacción del cumplimiento como consecuencia de

~terial imposibilidad de cumplimientos parciales (I4') , mientras
.,PftI'rnera se caracteriza por la función de reforzar la garantía del
"'lI'eelaldo en la prestación por la cual ésta, en sí perfectamente

ible, ha sido vinculada por el Legislador a la satisfacción del
or en la fase de extinción de la obligaciónw" permite además

en la función de reforzamiento del acreedor y no ya en los otros
. 'tos del arto 1292 del Código civil (eficacia satisfactiva, fa-
d de pretender el cumplimiento de parte de uno cualquiera
los deudores) el rasgo ca:racterístico de la solidaridad pa-

(161,
(11) Entre muchas. véase: Tribunal de Ancona, 26 octubre 1948. en Foro It.. 1949. l. 1120•

con nota en contra. de GARGIULO; Comisión Provincial Impuestos Directos de AnconJ,
11 junio 1947. ivi, 1948. III. 19. con nota favorable de BERURI' Trib Turín 26 (eblero

1960. en dir. prat. trib .• 1963. II. 542; Trib. Venecía, 31 oct~bre \961. en' Jurisp .. 11.
1963. l. 2.228. con nota de AZZARITI; Trib. Palerrno, 8 julio 1963. en Dir. prat. tll~:
1963. II. 537. con nota de GLEND1. y en Riv. dir. fin. 1965. II. 243. con nota de Mft
TORANA. En sentido contrario véase: Trib .Milán. 30 abril 1964. en Foro Padano, 1964~
l. 773. sentencia que fue revocada por .la Corte de Apel. de Mrlán, 3 setiembre 196'. e
Jurisp, It.. 1967. l. 2.645.

(12) Conf. MAFEZZONl "Il procedimento d'imposizione nell'imposta genera le sull'ent",t'."·
Napoli, 1965. p. 42 ss. particularmente 58 y ss.; MICHELI "Lezion¡ di diritto tributollo.
Parte generale", Roma. 1968. p. 211 Y ss.

(13) Confr. M. S. GIANNINl "Le obbligazioni pubbliche", Roma. 1964. p. 10 ss.; 71 ss-

~r. RUBINO "Oelle obbligazioni". en "Commentario del Codice Civile a cura di
en p LOJA e BRANCA" , Bologna-Roma, 1957. p. 296 Y ss.; Casación NQ 16 mayo 1941.
ind' ?~o 11.. 1941. l. 811. Confr. además GIORGIANNl "Obbligazioni parziarie, solidali,
la :v.Slbili e connesse'", en los Anales de la Uníverisdad de Catania, 1951-53. p. 131 Y
~ARASSI "La teoria generale delle obbligazioni"; Milano. 1963. l. p. 192 Y ss .•
I)¡ . !TI "La solidarietá ... " cit .• 615. creALA "Divisibilitá e indivisibilitá". en Riv.
Iu~tto Ci;ile. 1965. p. 483-484.
• .•.:. • ~pllC.tamente. TRABUCHI "Istituzioni di diritto cívile", Padova, 1957. p. 494;
~SI "La t' 1'" 193Ceoaf eona genera e . .. cir., p. .

r, POr todos AMORTH "L'obbligazione solidale ... " cit .• p. 64 Y ss.



El reconocimiento de tal carácter y la observación de qu
mismo deriva de una valoración del legislador y no en la consiste El ~
". t" d 1 bli ió lidari . d ne,.In rerum na ura e a o igaci n so 1 aria, permite a emás eJeteoq

der el mecanismo de la solidaridad, considerado como lllód 11.
general de vinculación, para los sujetos pasivos, de los efectos de \llQ

especie fáctica plurisubjetiva además de las hipótesis obliga~~
nales, también a otras situaciones subjetivas, como por ejemplo ;0..
ligámenes (obblighi), respecto de las cuales pueda reconocerse ~
exigencia de reforzar el interés del titular en el cumplimiento de la
prestaciónv'?".

a una serie de actos legislativamente previstos y discipli-
por reglas publicísticas y, los más de los casos, vinculadas
de la figura del procedimiento o del subprocedimiento ad-

. trativo(l9).

La impO'rtancia de la obligación en campo tributario (y por
. ción se entiende la situación jurídica subjetiva pasiva "es-

_~JPllroente" análoga a la del Derecho civil) aparece entonces
~rita a la aplicación de las reglas civilísticas a dicha situación
jaddica subjetiva. La problemática de la solidaridad se revela así

un óptimo "banco de pruebas" para ensayar o experimentar
el ámbitO' de relevancia de la obligación tributaria. Creemos

poder anticipar que este ámbito es sumamente reducido, limitán-
a la fase de cobro del tributo. Sin poder entrar aquí en el
n de los diversos mecanismos fijados por el Derecho positivo
realizar la exacción tributaria, nos basta observar que, para
validez a los planteamientos, doctrinales O'jurisprudenciales,

tema de solidaridad tributaria, es suficiente colocarse en una
posición equidistante tanto de las teorías "declarativas" como de

llamadas "constitutivas".
En realidad, ya sea que la llamada obligación tributaria surja

presupuesto y venga por lo tanto determinada en el "an" y
el "quantum", O' solamente cualificada (20) por el procedimiento
aeertamiento, o que en cambio surja sucesivamente a un acto
'imposición emanado al término de un procedimiento adminis-
• 0(21) nos parece que en el primer caso, tanto como en el

o, las reglas de la solidaridad civil no tienen posibilidad de
_1CaI~'ón durante la fase de acertamiento, mientras que sí pueden
"lCarse concretamente sólo en sede de cobro. En la fase de acer-

to, cuya estructura procedimental es incontestable cualquiera
sea la tesis acogida sobre el nacimiento de la obligación, se

~ entO'nces de individualizar la existencia de reglas que dis-
CQaJes la participación de los distintos sujetos respecto de los

se ha verificado el presupuesto.
Este más estrecho vínculo de los sujetos partícipes del pre-
to en relación con los codeudores de una obligación solidaria

El segundo punto de nuestra reconstrucción parte de la
observación de que cabalmente el estudio de la solidaridad en el
campo tributario, individualizando en el recurso de la jurispru.
dencia al concepto de solidaridad formal la extensión de este
instituto más allá del ámbito de la obligación civilística, revela el
aflorar de la crisis del concepto de obligación y, más lejos, la crisis
de toda una tradicional metodología que ha trasladado al Derecho
tributario los instrumentos y los conceptos científicos del Derecho
privado'P".

En cuanto se reconozca que la solidaridad pasiva está
regulada en el Código civil con la mira exclusivamente puesta en
la fase extintiva de la obligación, para disciplinar sus efectos con
vista de la garantía del acreedor, debe reconocerse por lo menos
lo dudoso de explicar este mecanismo en el Derecho tributario
fuera de la fase de cobro, es decir, en cuanto indiscutiblemenw
existe, y mientras subsista una fase publicística dirigida a determi'
nar la pretensión del Fisco en el "an" y en el "quantum".

Si esto se admite, debe reconocerse también que la gran ÍllI'

portancia hasta ahora atribuida a la obligación en el campo tributario
parece reducirse sensiblemente en cuanto se observe que su na~i·
miento, su determinación concreta y su cobro efectivo están subor'

(17) Una alusión a una "solidaridad más amplia" que se extiende aún al deber de dar el avisO
(denuncia) puede encontrarse en RUBINO, op. cit., p. 161. dI,
En e! campo tributario, el alcance efectivo del problema fue captado, aunque de pasand<
por BLUMENSTEIN "Sistema del diritto delle imposte", Milano, 1954, p. 44, en. do 00

justifica la distinción de la llamada solidaridad de impuestos, de la solidaridad civ,l, '1"
base al hecho de que la primera "no atañe solo al ligamen de deuda sino a toda~ÓI""
prestaciones de Derecho público del sujeto que nacen de su sujeción al poder de iroposi"

. ." ~
(18) Conf. para una observación análoga, ANTONINI "La condizione nel diritto tributa"O

e! libro "La formulazione della Iegge e le categoría giuridiche", Milano, 1958 p. 10
8
.

lt)
Confr. M. S G A .'. .So¡, . I NNINI., op. or., p. 68 Y ss., MAFFEZZONI, op. cir., p. 58 Y ss.
fin re el tema véase últimamente CAPACCIOLl, "L'accertamento tributario", en Riv. dir.
1966 1966,.1, 3 Y ss.; BASCIU "Contributo allo studio dellobbligazione tributaria", Napoli,
c.ai Passim y en particular pág. 136 y ss.
~ r: BERLIRI, op. cit., Milano, 1964, IIl, p. 289 Y ss. Y passim; M. S. GIANNINI,

• CIt., p. 70-71.



permite, en nuestro criterio, indicar las reglas de la participac"
de los sujetos en la fase de acertamiento del tributo. 1()1l

Desde el punto de vista del objeto puede así considera
que la necesidad de que todos los sujetos que han realizado l'~

presupuesto participen en el procedimiento de acertamiento el
deduce del hecho de estar este último dirigido al acertamiento ~
verificación de un hecho (es decir, el presupuesto tributario) y o
dirigido a la constatación de una relación, como ocurre en el cano
del acertamiento jurisdiccional (22) sobre cuyo módulo la Doctri~o
construye la aplicación del arto 1306 Código civil (23): el acerta.~
miento de la estructura subjetiva y objetiva del presupuesto har'
así necesaria la intervención de los que lo han realizado. la

Desde el punto de vista de los efectos, la necesidad de una
intervención de los sujetos que han realizado el presupuesto puede
deducirse del principio general según el cual el procedimiento ad.
ministrativo debe ser tramitado en contradictorio con a.quellosa
cuyo respecto el acto final producirá efectos'>".

Construida de esta manera la fase de acertamiento, nos parece
que puede afirmarse la inutilidad de invocar la solida.ridad, aún
"formal", para resolver los problemas que en aquella fase surjan.
Las reglas sobre la participación en el acertamiento de los varios
sujeto que han realizado el presupuesto deben deducirse de los
principios, en nuestra opinión "procedimentales", que regulan el
acertamiento mismo.

El tercer punto de nuestra reconstrucción concierne a la
aplicabilidad de la problemática de la solidaridad a las diversas
situaciones subjetivas pasivas que indiscutiblemente existen para
la realización de la exacción de parte de la administración pública,

(22) Con fr. ALLORIO "Dir. proc. trib." cit .• pág. 96·97. notas 80 y 82. 101
~n relación con el efecto des~nentador del e~tudio del acertamiento tributario con S.
Instrumentos del acertamiento jurisdiccional, véase: CAPACCIOLI. op. cit., 5; M'. ¡S'
GIANNINI. op. cit., 70. y del mismo autor. la voz "acertamiento" (Derecho adllll"
trativo) en la Enciclopedia del Diritto, l. pág. 226.

(73) Confr. 'ALLORIO "Dir. proc. trib." cit.. p. 145 Y 190 Y ss.: DE MITA "La solidari.l~
cit .• 10 y ss.; COCIVERA "Elfetti, .. " cit .• 191 y ss. Para una explícita equiplr,c~I,
de los dos órdenes de problemas, véase: BEORI. en Riv. die. fin., 1943, 11. 135. RO'fO~Oil'
en DIe. prat. trib .• 1950, II. 267. Para la crítica véase una alusión en ALLORIO
proc. trib." cit., p. 5. nota 4. donde hay reenvíos.

(24) Confr. G. CONSO "1 fatti giurdici processuali penali", 'Milano, 1955. p. 122; c~:
LUTTI "Introduzione allo studio del diritto processuale tributario". en Riv. die. proC'ssu

1932. 113; NIGRO "Le decisioni amministrative ... " cit., pág. 106.107.

cual fuere la tesis que se acoja acerca del nacimiento de la
. ción tributaria.

Entre estas situaciones subjetivas asumen primordial impor-
. los ligámenes o deberes instrumentales y, en particular, los
visO y "declaración", respecto de los cuales alguna.s disposicio-

-legales hablan expresamente de solidaridad (art. 82 Ley de
. tro; 55, Ley impuestos sucesorios).

Si se acoge la teoría que distingue el mero ligamen (obbligo)
la obligación propiamente dicha, con base en la presencia en
eegunda, y no en el primero, de una situación subjetiva activa

,.resJ)Ondiente de la cual depende incluso la diversa forma de
ción de la tutela ejecutivav" y se recuerda que el artículo
Código civil define la obligación pasivamente solidaria con
en la posibilidad para el acreedor de pedir el cumplimiento

l a cada deudor, debería excluirse, en una primera aproxima-
, respecto de los meros ligámenes (obblighi), la aplicabilidad

las reglas dictadas para la obligación solidaria.
Pero en cuanto se reduce la noción dada de "solidaridad",
módulo genérico de aplicación a los sujetos, de los efectos

especies fácticas plurisubjetivas, caracterizado por la función
garantía a favor del interesado en la prestación, podrá extenderse
aplicación de sus reglas a todas aquellas situaciones jurídicas
. 'vas respecto a las cuales pueda realizarse la función indicada.

entonces hacerse la distinción, en el campo tributario, entre
meros ligámenes o deberes de pago, que surgen inmediatamente
verificación del presupuesto a cargo de varios sujetos (ej.: im-

sobre sociedades, impuesto sobre los incrementos de valor
las áreas edificables, impuesto sobre las "ventas") respecto de
cuales bien puede hipotizarse la aplicación de las reglas civi-

~) Para el criterio distintivo, basado en el contenido patrimonial de la obligación. véase
GIORGIANNI "L'obbligazione", Milano. 1951. p. 77; Santi ROMANO "Frammenti di;a .dizionario giurídico'", Milano. 1947. p. 105; L, FERRAItA. "Diritto privato attuale"

onno. 1948, p, 130; GANGI "Le obbligazioni" cit .• p. 10. BERLIRI. "Principii.,."
cit,. 11. p. 7.

~ el citado distintivo basado en la existencia. en la obligación, de un correspondiente
~~ho de crédito. véase: MAFFEZONI "op. cit .• p, 24. 33 y reenvíos. Para el criterio
distintivo basado en la disponibilidad del efecto jurídico vinculado Con el ilícito (sanción)
!.~avés de una "actio" del interesado, véase: BETII "Teoría generale delle obbligazioni" •
•••dano 11In . ,1953, p. 55, nota 23.
reoc~l Derecho público la distinción entre mero ligamen (obbligo) y obligación y la inge-
~ de la cuestión en la teoría general de las obligaciones públicas. véase: M. S. GIAN·
Iaai • op cit., p. 50·52; BARETTONI ARLERI "Obbligazioni e obblighi pubblici e preso

oni amministrative". Milano 1966,



lísticas sobre solidaridad, y los ligámenes instrumentales de "aViso"
o declaración,

En relación con estos últimos la inaplicabilidad de las regl
de la obligación solidaria depende no tanto del contenido indi\1i~
ble de la prestación, constituido por una situación unitaria (registrl•
de un acto, obtención de noticias o constatación de situacion~
relevantes) en cuya verificación el Legislador tributario está inte-
resado, lo que conduciría solo en una forma incidental a la idéntica
eficacia satisfactiva del cumplimiento por parte de uno, caracte-
rística de la solidaridad, sino y sobre todo de la falta de aquella
función de garantía que, según se ha visto, es el carácter constitu.
tivo de la solidaridad. En efecto, estimamos que al imponer la
fungibilidad subjetiva respecto al cumplimiento de deberes ins.
trumentales el Legislador tributario se preocupó no tanto de re.
forzar la garantía del Fisco en la realización del interés, como de
sancionar la irrelevancia del sujeto que efectúe la prestación frente
al único y prevalente interés que el Fisco tiene de constatar, como
sea y por medio de quien sea, las situaciones que son para él im-
portantes, y en las cuales participan todos aquellos sujetos(26),

A esta situación llevan tanto la inaplicabilidad de las reglas
de la solidaridad civil en tema de cumplimiento parcial (art, 1181
Código civil; 72, apartado cuarto de la Ley de impuestos suceso-
rios) y la posibilidad de integrar la declaración que tienen los coo-
bligados, con tal de que lo hagan dentro del término fijado por la
ley, cuanto la evolución misma de la terminología legislativa, en
la cual (art. 17 del reciente Texto Unico sobre impuestos directos)
se ha renunciado explicitamente a hablar de "solidaridad" hacién·
dose en cambio referencia (siguiendo el ejemplo del legislador ale-
mán) a la fungibilidad subjetiva en el cumplimiento.

Aquí se trata, naturalmente, de aquellos ligámenes formales
(aviso, declaración) para los cuales la ley sanciona la solidaridad;
no de aquellos otros (informaciones, exhibiciones de documen~)
que incumben a todos los que participan en el procedimiento s¡]l

vínculo solidario.

(26) A análogas conclusiones llega COCIVERA, "Effetti" ," cit. 187·188,quien estima l~:
para los deberes formales "el cumplimiento de parte de uno no extingue en ab~ 11
el deber de conducta en los otros hacia lo externo: lo que desnaturaliza el instituto e
solidaridad" . pdct
El mismo autor observa que la fungibilidad subjetiva en el cumplimiento puede de~ (iJ

del hecho de que el deber de conducta puede ser ideado de modo que, o el i.nterptledt
puede ser satisfecho si no es con el cumplimiento de todos los obligados, o bIen
ser satisfecho aun con el cumplimiento de solo uno,

TaIIlpoco parece aplicable a los referidos ligámenes o deberes
principio del "regreso pro quota" que rige para las obligaciones
, . (art. 1299 Código civil). Prescindiendo del hecho de que
leY tributaria fija ejemplos de ligámenes en que el cumplimiento
uno no libera a los otros sujetos, parece poderse sostener que,
el caso en que el cumplimiento conlleve un gasto, quien ha cum-
a el deber que a todos inhibe no puede repetir lo pagado me-

• te "acción de regreso", sino a lo más mediante la acción residual
euriquecimiento injusto.

Lo que precede vale talvez para dar razón de la pretendida
, 'yjsivilidad o unitariedad de la obligación tributaria, a la que

jurisprudencia de la Casación y de la Comisión Central hace
, DA cuanto indeliberada referencia. Si se tiene en cuenta que

., solidaridad formal" se refiere a una serie de ligámenes instru-
tales que se insertan en el fenómeno impositivo, puede expli-

la eficacia respecto a todos del cumplimiento del deber, no
_IU' mte una pretendida particularidad de la obligación tributaria,

más bien mediante la fungibilidad subjetiva del cumplimiento
iriIido a actualizar una situación que interesa en sí misma al

y es indivisible y única para todos los sujetos.

3,-El haber afirmado la aplicabilidad limitada, fuera de la
, ciÓ'll, de la problemática sobre la solidaridad, y el hecho de

reconstruido la realidad normativa sobre bases procedimen-
conlleva ahora la necesidad de individualizar las reglas que'

.=ip]iiJ' l8D las hipótesis en que el presupuesto del impuesto se rea-
respecto a varios sujetos.

lA solución del problema es, como se ha dicho, independiente
tradicional cuestión acerca del momento en que la obligación

taria surge(27). Reservándonos para otro lugar la toma de
, 'ón sobre este tema, nos limitamos aquí a observar que la va-

de las formas de actuación de la potestad impositiva muestra
'Nll1Ob!R:'ia en que la obligación de impuestos surge inmediatamente

sola ley(28)o de la verificación de un hecho previsto por la
,e hipótesis en las que de la verificación del presupuesto surgen

es formales o sustanciales o simples cargas, mientras que
,~ento de la obligación de impuestos depende de un acto

rativo, ya en cuanto al monto completo del tributo o

ea.
...;;.ntr.: DE MITA "La solidari<tá , , ," cit. p, 6 Y ss,

III •.Principii,.," cit., II. p. 178,



eventualmente en cuanto a un impuesto mayor del ya pagado
verificarse el presupuestov?'. al

La tutela jurisdiccional del contribuyente está asegurada
una serie de 'recursos a las jurisdicciones especiales y a la ordin:?t
organizados en formas diversas, de modo que a veces se dirigl'la
a impugnar el acto con el cual el Fisco hace valer su derecho Sl.l~~

jetivo correspondiente a la obligación ya formada, mientras otr
aquellos 'recursos se dirigen a impugnar el título ejecutivo con haas
en el cual el Fisco pretende proceder al cobro de su crédito. ~
pasamos ahora a la reconstrucción del fenómeno de la solidaridad'
y no pudiéndose exponer separadamente las formas previstas pa~
los distintos tributos, precisa examinar los reflejos de la pluralidad
de sujetos pasivos en relación con las diversas fases que pueden
presentarse en la actualización de la potestad impositiva: la fase
procedimental, la fase contenciosa, la fase de cobro.

4.-Es respecto a la fase procedimental que se plantea el
mayor número de los problemas tradicionalmente relacionados por
la Doctrina a la llamada "solidaridad formal". Precisa entonces
ver si su solución puede ser correctamente deducida de las dispo-
siciones legislativas sin recurrir a conceptos que se han mostrado
inaplicables en el campo del procedimiento.

Examínese en primer lugar las numerosas disposiciones del
Derecho tributario que prevén la solidaridad (llamada paritarial
entre varios coobligados. Podrá notarse que un primer y numero-
sísimo grupo de normas (30) regula la solidaridad en el pago del
tributo; otras normasv'! disciplinan en cambio la declaración, la
denuncia y los otros ligámenes formales que incumben a los suje-
tos pasivos; otras normas en fin (32)rigen las notificaciones de parte
del Fisco.

(29) La distinción entre obligaciones tributarias que nacen de la ley, o bien de providencial,
puede verse en M. S. GIANNINI, op, cit., p. 66 Y ss.

Art .. 11,Ley NO, 4 de 7 enero ,1929.arts. 16,50.70.244.245in fíne, Texto Unico P;;:
los Impue~tos directos; 33. pnrner apartado. Decreto Preso NO 492 de 25 junIo 19 66
sobre el timbre: 93. Real Decreto No 3269.30 diciembre 1923.impuesto de regIstro: nio
R. D. No 3270.30 diciembre 1953.sobre sucesiones; 22. D. Preso No 342.24 1"rio;
1954.sobre la publicidad; 8. Ley No 540.25 junio 1943.sobre impuesto hipoteca 19
15. R. D. NO 3278.30 diciembre 1923.sobre contratos de bolsa; 43 Ley N° 762. bt<
junio 1940,sobre el impuesto de ventas' (i.g.e.); 5. Ley NO 1424,25 setiembre 1940.50 bt<
impuestos aduanales; 110.115.segundo apartado. 207.primer apartado. Texto Unico 50

las Finanzas Locales.

(30)

(31) su
cesiones;

Art. 17.D. 1. No 1639de 7 agosto 1936;30 Y 32 Ley de registro; 55 Ley
17T. U., imp. directos.

.Art. 59.Ley No 4, 1929;33 Ley registro; 20 D. L. No 1639.7 agosto 1936.(32)

Dejando de lado el primer grupo de normas, que atañe al
ro, precisa ver si de los otros dos grupos puede deducirse una

general sobre la participación de varios sujetos en el proce-
'ento, Y sobre la eficacia respecto de ellos de los actos procedi-
tales. Es claro que, ante el silencio del Legislador y de la
trina, el ámbito subjetivo de eficacia de los actos procedimen-

~ deberá de reconstruirse sobre la base de la función de las
~tas normas.

En lo que concierne a los ligámenes que incumben a los su-
pasivos, nos parece que, prescindiendo de eventuales hipótesis

deberes que deban ser necesariamente cumplidos por todos(33)
fungibilidad subjetiva en el cumplimiento está justificada, como
ha dicho, por la indivisibilidad del contenido del deber mismo
por la irrelevancia del sujeto en la realización del interés del

.fisco. En cambio en cuanto a la participación en el procedimiento
todos los sujetos interesados, el asunto se torna más complicado

ue la ley habla por lo general solo de notificación "al contribu-
te", y de ahí la Jurisprudencia ha deducido la suficiencia de

notificación a uno solo de los coobligados'>". Y el estado actual
la Doctrina y la Jurisprudencia administrativas no nos permiten
c1ear un principio general además del puramente tendencial de
participación de todos los sujetos (aludidos por la relativa re-
ción) en el procedimiento dirigido a la constitución de dicha
lución(35) . Es cierto que el Derecho administrativo conoce
tesis de procedimientos que deben desarrollarse en contradic-

'0(36) y también lo es que un autorizado sector de la doctrina
creído aplicables al procedimiento algunas de las reglas procesales,

Tal hipótesis se encuentra en el arto 7, apartado cuarto, del "StAnpG" alemán según el
cual el cumplimiento, de parte de un coobligado, del deber formal. no libera a los otros
si el Fisco tiene interés también en el cumplimiento de parte de ellos. Tal principio
&eneral es deducido por COCIVERA "Effetti ... " cit., 186,argumentando "a contrario"
con base en el arto 17T. U. imp. dir, Creemos en cambio que dicho artículo se limita
~ fijar textualmente la regla de la fungibilidad subjetiva y que. a falta de disposición
eglSlati\'a, ésta deba reconocerse con base en el contenido del ligamen.

;anfr. arto 33 Ley registro, y 20. D. 1. NO 1639,7 agosto 1936;arto 59, Ley NQ 4,
•. enero 1929. Las críticas a la concepción jurisprudencial pueden verse en GLENDI
oApPunti ... " cit. 137Y ss: BERLIRr. Principii ... " cit., II. p. 164Y ss; ROTONDI, en
v~lC· puto trib., 1958,II, 558y ss .• y en "Appunti ... " cit., 185. En ]urisprodencia

ase: Trib. Turín, 29 febrero 1960,y Trib. Venecia, 30 octubre 1961,cit.

~~ARI "Diffusione del proceso e compiti della dottrina" en "Studi in onore di A. D.
¡aonioi", Milano, 1961.P. 527.

Confr. BENVENUTI "L'istruzione nel processo arnministrativo", Padova, 1953.p. 136.
nota 18y reenvíos.



y en particular aquellas del contradictorioo», pero siempre es '
, 1 ' b ito d ta bservaci tl_mamos que, aun en e am 1 e es s o servaciones general

nuestro problema deba resolverse a la luz de las normas tributar:S'
singulares. las

y particularmente cuando se recuerde que la. solidarid
deriva del realizarse del presupuesto en relación a varios sUjet~
y que por lo tanto cada uno de ellos participa en el único hech'
gener~dor del :ri?uto (con importantes consecuencias en tema d~
exencronss subjetivas, que no pueden examinarse aquí), y Cuando
se considere que el procedimiento está dirigido a constatar la exi _
tencia y la medida del hecho generador, no podrá negarse el cal~_
ficativo de "contribuyente" a ningún coobligado, ni se podrá des-
conocerse la necesidad de que cada uno de ellos sea puesto en
condiciones de participar en el procedimientooo.

La unicidad de la situación o hecho que constituye el presu-
puesto del impuesto presenta interés con respecto a la circunstancia
de que cada sujeto realiza en pleno tal situación, por lo que estaría
obligado a cumplir por entero el tributo (39) • Sin embargo la ley
tributaria establece por regla general que la deuda (única) se
reparta enteramente entre los sujetos pasivos, y que éstos queden
obligados solidariamente a pagarla (40).

La unicidad del presupuesto subjetivamente complejo no' es,
sin embargo, irrelevante en la fase procedimental, puesto que de-
termina la necesidad de que el acertamiento de la existencia. y me-
dida del hecho generador tenga en cuenta los instrumentos pro-
batorios y defensivos de todos los sujetos que lo han realizado, Y
que por lo tanto vienen considerados por la ley como "contri bu-
yentes"(41). La necesidad de que todos los coobligados sean puestos

diciones de participar en la fase procedimental no depende
canes tanto de la aplicación al procedimiento de las formas
nC Ii .les (lo que por otra parte podría dar lugar a comp reacio-

1WI'ICt'I"'estoque tratándose de un procedimiento dirigido a hacer
•puuna obligación solidaria, podría postularse respecto de él
rlicación del litisconsorcio facultativo) como de la considera-

ap trictamente tributaria de la unitariedad del presupuesto en
D :: a sus elementos subjetivos y objetivos, y de la exigencia

a todos ellos se les tenga en cuenta en el curso del proce-que
, 'nto(42).

Lo afirmado aparece tanto más claro si se considera que
sujeto que participa en el presupuesto y a cuyo respecto se

tramitado el proceso puede luego ser llamado a cumplir por
el tributo.

Con lo cual se revela, una vez más, que la orientación juris-
dencial criticada por nosotros ha advertido en realidad, pro-

fbndamente, la peculiaridad del fenómeno de la solidaridad tribu-
, , Peculiaridad que se expresa en la indivisibilidad de los efectos

fDrmales y en la unitariedad del presupuesto subjetivamente com-
plejo, Empero no se ha dado cuenta, de que estos aspectos rebasan

concepto de obligación y de relación de impuesto, y pueden
ente explicarse sobre la base de la disciplina normativa sin

IeCUrrir a la pretendida "solidaridad formal".

No se puede entonces afirmar que, reconociendo la unitariedad
hecho generador, se termina por llegar a la teoría jurispruden-
de la unitariedad de la obligación tributaría solidaria y de la

ión automática del acertamiento a todos los codeudores. La
'cipación de todos los sujetos en el hecho generador determina

cambio su calidad de "contribuyentes", con el consiguiente de-
a la notificación de los actos procedimentales, y la necesi-

de intervenir en el procedimiento, el cual debe tener lugar
te a todoS(43). La unitariedad del presupuesto no debe con-

....Iat·""'" con la unitariedad de la obligación: del presupuesto único,
debe ser constatado en relación con todos, podrán surgir di-

(37) BENVENUTI "Funzione amministrativa. procedimento, processo" en Riv. trim. dir, pubbI..
1952,137Y ss., y los autores allí citados; ROYO VILANOVA "El procedimiento ad-
ministrativo como garantía jurídica", en Revista de estudios políticos, 1949,56;MAFFE'
ZZONI, op. cit., pág. 81,nota 80.

(38) Confr. GLEND1, op. cit. 138'139,en particular la nota 1Ol.Véase también: Comp. Cent!·
Trib. No 13849,29febrero 1959,en la "Reseña de las tasas", 1951,98y ss., la cual aficJll3
que la administración financiera tiene el deber de asegurar que se haga la notificación
de los acertamientos y de los actos de imposición a todos los coobligados.

(39) Esto aparece con mayor claridad en los tributos en que, como se ha visto, el deber integ~.l
de pagar surge simultáneamente a la redacción de un documento, y participa de la In'

divisibilidad del deber formal. .

['8"(40) Que la regla general de la solidaridad (art. 1294Código civil) se extiende a la ob -it
ción tributaria subjetivamente compleja, lo confirma ALLORIO "Dir. proc. trib." en-
p. 144.

(41) Confr. ZINGALI "Solidarietá formale ... " cit., p. 352.

Confr. COCIVERA "Effetti., ." cit., 194Y ss.; OTTAVIANO "La comunicazione degli
-tti arnministrativi" Milano, 1953,p. 72.73.
Para un planteo análogo del problema y para la eficacia del acertamiento frente a todos,
"fa'e BOER1, en "Riv. italiana di diritto finanziario", 1943,1, 21 Y 43, el que sin
~.rgo considera excepcional el arto 1306C. civil, y admite la eficacia del acertamiento
-tido frente a un solo codeudor.



versas obligaciones solidarias para el pago del tributo. A ésta
aplicarán los principios civilísticos. a S(l

De esta manera se refuta, tanto la teoría jurisprudencial
la solidaridad formal, como la que prevalece en doctrina y de
pretende aplicar al acertamiento el arto 1306 Código civil (44) S~lle

. • 1 S(l
admite que en efecto, en el curso del procedimiento puede
existir la obligación en sentido propio, la necesidad de la notifi no
ción a todos los sujetos y la eficacia respecto de ellos de los ac~a.
del procedimiento derivan de su calidad de contribuyentes y ~s
la necesidad de que sean puestos en condiciones de intervenir e
1 edimi C . ene proc imiento. onstruida de esta manera la actualización de

la. potestad impositiva, deberá reconocerse que el aviso de acerta.
miento, u otro acto procedimental notificado solamente a alguno
de los coobligados, no solo no produce efectos frente a todos, sino
que no los produce tampoco frente a quien fue regularmente noü,
ficadov'>': por el contrario, constituye un acto viciado, y como
tal susceptible de viciar todo el procedimiento (46) • Una consecuencia
extrema del planteamiento delineado es la imposibilidad de cons-
truir una noción general de "solidaridad formal" extendiendo al
campo procedimental la disposición del arto 1294 Código civil, y
considerando obligados solidarios a los distintos sujetos a los que
incumbe el cumplimiento de un deber indivisible. En efecto, con-
sideramos que las reglas de la participación en el procedimiento
de varios sujetos, deban deducirse de las distintas normas, así
como del contenido y de la función de los actos que ellas contemplan.

5.-Inmediatamente a la notificación hecha, a todos los con-
tribuyentes partícipes en el hecho generador, del acto en cuya
virtud aquel hecho viene fijado o modificado en el "an" o en el
"quantum", puede abrirse eventualmente una fase contenciosa ante
la autoridad judicial ordinaria o ante las jurisdicciones especiales.

(44) Confr., por todos, ZINGALI, op, últ. cit., p. 352 Y ss.; GLENOI, op. cit .• 154, y
d
l;;

autores por él citados. Véase además todos los autores citados en tema de solid."
tributaria.

Conforme PUGLIESE "Istituzioni ..... cit., p. 223; en contra, pero sin argumentoS CO~

vincentes , TESORO, en Riv. diritto processuale civile, 1938, 1, 210 Y ss.; DE MI1 n
"Solidarietá ... " cit., 10 y ss. Nos parece que las afirmaciones de DE MITA no super'.,
la objeción de que, considerando la notificación del acto de imposición como constitutl\ l

de la obligación tributaria, la notificación a uno solo de los sujetos con respecto • 1
0

0

cuales se ha verificado el presupuesto dará lugar a una obligación individual y ~.
solidaria. A estas observaciones responde ALLORIO "Dir. proc. trib." cít., 145, nO
61, pero no exahustivamente.

En este sentido: CONSO, op. cit., p. 50.

(45 )

(46)

IIlplejidad de los problemas que entraña la participación de
.: sujetos en la fase jurisdiccional nos induce, en esta sede,

remitirnos a los copiosos trabajos ya citados, y a indicar aquí
ente cual es el planteamiento que debe acogerse a la luz

la reconstrucción efectuada sobre el fenómeno de la solidaridad.
En todos los casos en que la fase jurisdiccional se abre por

posición al acto conclusivo de la fase procedimental de acerta-
•o to(47) puede estimarse que, impugnándose en definitiva las

...-Jalidades o los resultados del acto mismo, la controversia debe
~llarse frente a todos los sujetos respecto a los cuales se ha

. 'cado el presupuestcv=". Se aplicarán entonces las reglas del
nsorcio necesario y la situación constatada será cosa juzgada

te a todos. En nuestro criterio no valdría replicar que la con-
ión se 'refiere en realidad a la medida de una deuda futura (49)

que, siendo ésta solidaria, puedan aplicarse los principios civilís-
de las obligaciones solidarias: en realidad la contención se

. re a la anulación o la reforma de un acto del procedimiento
fija los aspectos subjetivo y objetivo del presupuesto; como

, perjudica a todos los coobligados y debe desarrollarse frente
todos.

Por el contrario, en todos los casos en que la contención ju-
. íonal se refiere a la obligación solidaria ya formada (por
plo, recursos contra el "rol", oposiciones a la inyunción) cree-
que pueden aplicarse las reglas de la solidaridad civil. Cada
ligado podrá entonces actuar separadamente y el litisconsorcio
facultativo; a la sentencia obtenida por uno solo de los coo-
dos se aplicará el arto 1306 Código civil'?".
En efecto, una vez nacida la obligación tributaria se abre

fase de cobro, en la cual opera la solidaridad en sentido propio,
, 'da a reforzar la garantía del Fisco al pago íntegro del tributo.

el nacimiento de la obligación viene a menos, en todo caso,
estrecha relación de los distintos sujetos en lo que concierne
acertamiento del presupuesto: una vez fijado éste en su esencia

ob~t~va a través del concurso de todos los elementos subjetivos y
~etlvos que lo componen y, por ende, con la participación de

~nfr. M. S. GfANNINI "Le obbligazioni.,," cit., p. 70. .
ara una distinción en la competencia de las Comisiones de mérito, según que ellas decidan

labre la liquidación del tributo y, por ende, sobre el "quantum", pero no también
~re el "an", se pronuncia CAPACCIOLI "L'accertamento .. .' cit. 29 y ss.
eo ofr. M. S. GIANNINI "La giustizia amministrativa", Roma, 1963, p. 191.

nfr. GLENDI "Appunti .. ," cit., 149 '1 SS.; ALLORIO "Oir. proc, trib." cit., p. 145
, 190-191; COCIVERA "Effetti . _ .' cit., 196 y ss.



todos los sujetos interesados, la obligaci6n tributaria que del mislllderiva bien puede participar del principio general sancionado e()
el arto 1294 Código civil para todas las obligaciones subjetiva~
mente complejas del lado pasivo.

6.-La solidaridad paritaria, cuya forma de operar en la
actualizaci6n de la potestad impositiva se ha examinado somera.
mente, debe además encuadrarse dentro del más amplio fen6men()
de la pluralidad de sujetos obligados solida-riamente por el Derecho
tributario. De las hipótesis examinadas, cuyo presupuesto se rea,
liza respecto a varios sujetos, debe distinguirse aquellas cuyo pre.
supuesto se ha verificado en relaci6n con algunos, mientras otros
están solidariamente obligados con éstos, ya en forma contextual ,
ya sucesivamente a la verificaci6n del presupuesto. Se ha.bla en
estos casos de solidaridad "dependiente" y de solidaridad "sucesiva".

En cuanto a la primera, prevista en algunas disposiciones
Iegislatívasou estimamos que no surgen particulares problemas
respecto a la fase procedimental y contenciosa que eventualmente
preceda al acto de imposici6n. El rasgo característico de este tipo
de solidaridad consiste en que la obligaci6n del responsable es de-
pendiente de la de aquel a cuyo respecto se ha verificado el presu-
puesto(52). De ahí se sigue que, mientras la obligaci6n no surja,
el procedimiento y la eventual fase contenciosa se desarrollan solo
frente aquellos a cuyo respecto se ha verificado el presupuestcvv.
En todo caso se ha observado que en las indicadas hipótesis legisla-
tivas de solidaridad dependiente, esta es sancionada o en relación
con una obligación ya nacida (art. 80 y 93, primer apartado, Ley
de registro; 19 de la ley sobre los impuestos subrogatorios de tim-
bre o registro; 21 ley de seguros de 1961) o por el pago de sumas
a título de sanción, en cuyo caso la obligaci6n civilística surge
igualmente (art. 12, Ley NQ 4 de 7 enero 1929; arts. 33, segundo
apartado, y 41 Ley de timbre) (4). La prejudicialidad de la obliga-

'butaria principal respecto a la dependiente se actualiza,
tn to por medio del acto de imposiciónt'>' que deberá ser

.~d: aun al coobligado dependiente. .Lue?o, una vez que hay'a

. o la obligaci6n tributaria, la sentencia dictada frente al obli-
·ncl·pal causará estado para todos los efectos, (por lo tanto,prI , . .

solo favorables) respecto del obl~~ado depen~H~~te(56'1 el cual, SI
pagado, podrá ejercitar la accion de repetición por el total y

!:;amente "pro quota" contra los obligados principalest>",
Junto a la solidaridad dependiente prevista por la l~y puede~

• carse hip6tesis originadas en negocios de derecho privado: asr
el caso de las fianzas previstas por el arto 58, tercer apartado,
la Ley Aduanal. (58)

La solidaridad sucesiva es prevista por la ley, ya sea en algu-
hipótesis en que en el presupuesto para la aplicaci6n del tributo

. . ed te . tO(59)de la sanción subentre, Junto al prec en. ,un nuevo s~Je ,
bien en la hipótesis de muerte del contnbuyent:e después ,de .la

..,mcación del presupuesto (60). En cuanto a las .prImeras hI?OteSIS,
tándose evidentemente de solidaridad dependiente'<': estimamos

aplicables las reglas propias de ésta.
En cuanto a la hipótesis del arto 16 del Texto Unico sobre

estos directos, la misma ha sido a veces invocada como prueba
la indivisibilidad de la obligaci6n tributaria solidaria que, a

ncia de la civil, permanecería solidaria también entre los
eoherederos(62). Dejando de lado las exhaustivas críticas hechas a

) ALLORIO"Dir. proc. trib." cit., p. 143.
(") ALLORIO,op. últ. cit., p. 142.
'57) BERI.IRI"Principii " cit., II, p. 159.
51) TEsORO"Principii " cit., p. 211.

~) Am. 196, 197 T. U. impuestosdirectos;207, segundoapartado,T. U. finanzas locales;
19 Ley N9 4, 1929. Estosartículosvienenregularmentesiendocom~re~dld~s:n ~~ctnna
en la sucesiónen la deuda impositiva;conf. A. D. GIANNINI IslItuZIOOl... CIt.,
P. 131 Y ss.; TESORO"Principii... " cit., p. 95. En contra se observa(A~LORIO,
"Dir. proc,trib." cít., p. 141,nota 49, que se trata en cambiode sucesiónen la tttulan~ad
de los bienes,pero no en el impuesto,que continúadebiéndosesolidariamentepor to..,~s
los sujetos. SobretodoesteproblemavéasePOTITO"La successione nei rapporti tributarii ,loJapoli,1964.
Art. 16 T. U. impuestosdirectos.
Cofr.AnORIO, op. cit., p. 140.141.
Confr. A. D. GIANNINI "Istituzioni... " cit., p. 128; TESORO"Principii... " cit.,
P. 134, quienesargumentanbasándoseen el arto 1205Códigocivil de 1885, al cual se
~ite el art. 24 T. U. sobre cobro, No 1401 de 17 de octubre1922. Ya b~~o.la
·'lencia del T. U., impuestosdirectos,AZZARITI(en sus trabajos."La solidarietá. .. cit.,
, "L'indivisibilitá... " cit.) hace derivar la indivisibilidadde la combinaciónde lo
'IUe diSPOnenlos arto 16 de dicho Texto y los 1295y 1318Códigocivil actual.

(H) Arts, 12 Y 59 Ley N9 4 de 1929; 33, segundoapartado,y 41, Ley de timbre;80 y
93. n. 6, Ley de registro;19 D. L. No 738 de 19 de agosto 1943sobre impuestoS<o
subrogacióndel timbrey el registro;34 y 39 O, L. Nv 3281de 30 diciembre1923,sobre
seguros(a hora arto 21 LeyN9 1216de 29 octubre1961). d' _
Confr.AtLORIO "Dir. proc. trib." cit., p. 141}Y ss.; POMINI "Note suU'attivitá;;
crezionaledella pubblicaanuninistrazionein materia tributaria" en Riv, dir. fin., 19 '
1, P. 186. nota 31. 'llos
Eso no impide que eventualmentela ley pueda imponera sujetos diversosde .qu<d<
e! cumplimientode deberesprocedimentales:arto 17 D. L. N9 1639 de 7 agosto
1936;30 y 80, Leyde registro;confr. BERLIRI"Principii... " cit., II, p. 165-166. <o
Es sintomáticoobservarque para estas últimas hipótesisde solidaridaddependienteo<s
e! pagode las sancionespecuniariasel arto 59, LeyN9 4, 1929,extiendelas notificaClo
aún a aquellos que están obligados"in solidum" junto al transgresor.

(52)

(53)

(54)



es~ tesis~63~,nos limi~mo~ .a observar qu~, el arto 16 no provee llllq

razon suficiente para justificar la extensión de la llamada solida.
ridad tributaria sustancial y formal a los coherederos. En Cas
de que se encuentre todavía en curso el procedimiento de acerta~
miento consideramos que el arto 16, in fine, vale para refutar
claramente, tanto la teoría que querría extender a todos los cohe.
rederos los efectos del acto cumplido frente a uno, como la qUe
querría limitar tal eficacia al sujeto destinatario. El último apar.
tado del arto 16 se limita, en efecto, a establecer que si los here.
deros no se apersonan ante la Oficina en la forma de ley, los actos
relativos al difunto realizados dentro de los seis meses a partir de
su muerte son eficaces frente a todos los herederos, aún cuando
hubieren sido notificados solo a uno de ellos o colectivamente, o
impersonalmente en el último domicilio fiscal del difunto. Es claro
que si los herederos hacen la debida comunicación, o si ya ha pasado
el término de los seis meses, será necesario notificar a todos los here-
deros, y también lo será su participación en el procedimiento, en
cuanto, por virtud de la sucesión universal, ellos se han sustituido
al "de cuius" en la posición que éste tenía respecto a la fase pro-
cedimental (64). Si por el contrario el procedimiento ha concluido
ya con la emanación del acto de imposición respecto al "de cuius",
la solidaridad de los herederos, sancionada por el arto 16 (en dero-
gatoria a los arto 754 y 1295 Código civil) (65)concernirá solo a la
obligación ya formada, y 8. ésta se aplicarán las reglas del Código
civil.

Las observaciones que preceden, aunque deducidas del arto
16 Texto Unico sobre impuestos directos, deben extenderse a todo

(63) Pueden verse en GLENDI "Appunti ... " cit., 116 Y SS., quien interpreta el art. 16
T. U. impuestos directos, como un fenómeno de perpetuación de la solidaridad, Y n~
como un reflejo de la indivisibilidad de la obligación. también en MART.ORAN

9
.

"Contrasto di giudicati ... " cit., 247 y ss., y en COCIVERA "Effetti ... " cit.. lB

AZZAR TI "L lidari " . 63 "L" di . ibilitá "cit H',En contra 1 a so I atleta. .• • CIt.. 1; 10 lVISl I 1 a . . . .• d 1
según el Cual el acto es eficaz también si es notificado en el último domicilio fiscal e
difunto después de los seis meses, si falta la comunicación o persona miento de los ,her

e
;

deros. Contra la tesis de AZZARITI véase: GLENDI "Appunti ... " cit., 141, .segunese'
cual los actos ejercidos frente al difunto pero notificados después de los sers r me
a un coheredero que se haya apersonado sólo es eficaz frente a éste. En sentido con a'sta
al texto véase últimamente Comm. Centro Trib. No 75809, 7 mayo 1965, en la Revl

"Giustizia tributaria", 1967, 36.

Sobre la "ratio" de la división "pro quota" entre los herederos del deudor s~~id;:i:
véase: GANGI "Le obbligazioni ... " cit., 289; AMORTH "L'obbligazione solidale 1"'"
p. 109 Y ss.; Y en la Rev. Giurisp. italiana, 1963, 1, 2, 65 y ss. Sobre la natura ...
derogatorio del arto 16 T. U. véase: GLENDI, op. cit., 120, y COCIVERA "Effetu··
cit., 189.

(64)

(65)

tributario, para el cual el citado artículo puede consi-
ho d .,
como regla general en tema e sucesion.

La fragilidad de la jurisprudencia que sostiene la solida-7- 1 .
.V.2.,f tributa'ría se revela finalmente en las num~rosas reso ~cIOn~s

tIP."""" te concepto ha sido invocado para afirmar la existencia
IAa que es 1 . to d
JPP ente de hecho que pudiera considerarse, co~o ta , s.uJ~. e

eJe un t'b tario(66) La imposibilidad de deducir la subjetividad~ho rt u· ... d
J.fIP.....--. de que hayan varias personas solidariamente obliga as
·_ •••• ·tarla •• (67)
g'JIIU del tributo y a eventuales prestaciones accesonas y,
al pa~o á la misma incompatibilidad lógica entre ambos con-

V1Il m s, . , . .
(68) muestran una vez más que la interpretación junspru-

~ 1de la solidaridad tributaría carece de significado en. n~estro
. to La alternatividad que se constata en la junspru-CJl'denaIJllen. .. ibutari 1

. orden a la aplicación de la solidaridad tri utaria o a a
dIIJCí8 en , Li , d 1 F'

ción de entes de hecho, revela ade~as e.. mteres e ISCO .en
Iüicar la actuación de la potestad impositiva 'respecto a vanos

.Ptos en todas las fases que la componen. Tal aIternatividad su-
ministra, por otra parte, la prueba de que ninguno ~e los instru-

tos elegidos es idóneo para realizar el interés querido.
En cuanto a la obligación sustancial de pagar el tributo, es
eo partir de la solidaridad para crear un ente de hecho, puesto

(67)

Coofr. Comm. Centr. Trib. NO 30310 de 3 agosto 1964, en la publicación "Imposte
dírette erariali", 1964, 1034; Casación NQ 2506 de 10 julio 1958, en Giurisp, Imp.,

195~. n. 101. .. 1 d había' ustificado siempreEs interesante observar que la jurisprudencia, que en e pasa o J _
la legitimidad del acertamiento ejecutado unitariamente frente a los conduenos, con
L___ . •• . id d (C e t Trib No 92148 de 21 enero 1929,uqc en el pnncipro de la solidari a am. en r. n. .'., . a
en Riv. legislazione fiscale, 1929, 599) recientemente, respecto a la. nusma especie ~actlc ,
ha invocado para el mismo fin el concepto de capacidad jurídica tributaría (Cas. N 1111
de 15 abril 1959, en Riv. lego fisc., 1959, 1300; Caso NO 2506 de 10 julio 1958, CIt.;

Cornm. Centro Trib. No 89243 de 2 febrero 1957, en Riv. lego fisc., 1958, 185). .
Esta imposibilidad es puesta en evidencia por ANTONINI "Profili so~~ettivi del l·obbl~.
gazione tributaria, en Riv. dir. fin., 1963, 1; 119, Y por GIARDINA La capacita ,gl~"'
dic. tributaria degli enti collettivi non personifica ti" , ivi, 1962, 1, 412 Y ss. Este último
Autor (pág. 413), observando que la solidaridad se refiere al momento del cobro,. parece
compartir la tesis sostenida por nosotros, la cual niega la existencia de una soltdar~dad
en sentido propio en el Curso del procedimiento, donde las distintas normas pueden dictar
hipótesis de fungibilidad subjetiva en orden al cumplimiento, y que postul,a en camb.lo
la solidaridad civilística cuando ha nacido la obligación de Derecho comun, es decir,
ea sede de cobro.

Algunos pronunciamientos de la Casación (NO 1111, 1959 cit., No 2506, 1958 cít.)
y de la Comisión Central Tributaria (No 89243, 1957 cit.) se han lanzado a. atribuir
la SubjetiVidad tributaria a hipótesis de copropiedad. Con base en tal interpretación pero
derían significado los arto SO, segundo apartado, y 70, segundo apartado. del T. ~., en
~nto cada Condueño respondería solidariamente de las obligaciones del ente. seg.~n l~s
Prlocipios del Derecho civil: Confr. BERLIRI "Il testo Unico delle imposte dirette • MI'
laoo, 1960, p. 17. GrARDINA, op. cit., 433.



que también los componentes de éste están obligados, según 1
reglas generales (art. 38 y 41 Código civil), solidaria e ilimitadas
mente de las obligaciones del ente(69). Y en lo que atañe ala.
ligámenes formales 'relativos al procedimiento de imposición ~s
creación de un ente de hecho comporta no ya la automática exten~i .a

d . 01\
a to os los sujetos, de los actos realizados por frente o a uno de ello
sino la necesidad de que los actos sean realizados por o frente s,
aquel (o aquellos) que tenga la representación del ente (art. 11

a

Texto Unico citado). '

El error de la solución adoptada a veces por la Jurisprudencia
queda demostrado en primer lugar por la consideración de que el
mismo objetivo podría obtenerse en vía abstracta mediante el ins,
tituto de la representación legal (70), Y en segundo lugar con la obser.
vación de que el Legislador ha establecido en concreto la "solida.
ridad" cabalmente para subrayar la fungibilidad subjetiva en el
cumplimiento del deber y, por lo tanto, independientemente de
cualquier referencia a la calidad de representante de un eventual
ente de hecho.

Debe considerarse más bien que, en los casos en que sea
posible hipotizar la existencia de un ente de hecho (art. 8 T. U.
cit.), el Legislador ha dictado las reglas consiguientes acerca de
su representación durante las fases procedimental y contenciosa, y"
acerca de las formas (externas) y los efectos (internos) del cum-
plimiento. En cambio, cuando se ha limitado a establecer la soli-
daridad entre varios sujetos, es preciso estimar que se ha querido
negar la subjetividad del complejo, y se ha querido reforzar los
distintos cumplimientos mediante el vínculo solidario. Empero eso
conlleva la autonomía de las diversas obligaciones en sede de cobro,
y la necesidad de individualizar en la ley la posición de los diversos
sujetos antes de que la obligación esté formada.

Generalizando los resultados obtenidos, debe considerarse la.
incompatibilidad de los conceptos de solidaridad y de subjetivida.d,

(69)
. de

Así respecto al Impuesto de Familia, para el cual también se ha afirmado la existenCl' s
un ente unitario, debería estimarse superfluo lo dispuesto en el arto 115 T. U. finan~:s
locales, puesto que los componentes serían llamados solidariamente según las reg la
generales, entendiéndose que todos sus bienes pertenecen al ente. La afirmación de tIl.

solidaridad sirve en cambio para demostrar (GIARDINA, op. cit. 412) que cada COlO,

ponente de la familia es llamado a título personal al pago del impuesto. El a~t. t de
primer apartado, T. U. finanzas locales, establece la particular posición del Jefe
familia respecto al acertamiento del Impuesto sobre el valor locativo.
Confr. GIARDINA, op. cit., 331.(70)

nos dentro de los límites en que la Jurisprudencia hace uso
lI1~os. Cuando el Legislador tributario reconoce la existencia de
e nte de hecho, la solidaridad de los participantes respecto al
e deriva eventualmente de las reglas generales, mientras que

JIIf concerniente al cumplimiento de los deberes formales, importan
oventuales representantes del ente. En cambio cuando el Le-

-:••l:dor establece l~ solidari~a~ ?e varios sujeto. s debe estimarse
""--10 mismo sxcluida la subjetividad del complejo: respecto a los
pO::eres formales, la fungibilidad subjetiva podrá deducirse eventual-
de te del contenido y la función de las normas singulares; y res-:::to al pago, la solidaridad civilísti~a presupone que cada uno de
los sujetos quede personalmente obligado,

B.-Como conclusión de estas observaciones problemáticas,
CUyodesarrollo será efec:uado e~ ot~a sede, preci.s~ llamar. la at~~-
ei6n sobre la relevancia aun constitucional de la criticada orientación
de la. Jurisprudencia en tema de solidaridad tributaria.

Resulta claro, en efecto, que de admitirse la extensión auto-
mática de los efectos procedimentales, procesales y sustanciales del
acto cumplido por o frente a un coobligado, pero en daño o a
favor de todos los otros, puede hipotizarse una lesión de los artículos
24 y 113 de la Constitución, porque podrían verificarse casos de pro-
videncias administrativas convertidas en definitivas frente a uno o
varios sujetos, sin que éstos hayan sido puestos en condiciones de
hacer valer sus derechos a la tutela jurisdiccional sancionados por
la Constítuciénv".

También bajo este aspecto nos auguramos que la reconstruc-
ción del problema intentada por nosotros sirva para eliminar las
fallas de la teoría tradicional.

Para Una luz en tal sentido véase Tribunal Palermo, 8 julio 1963, cit., Y el comentario
~ GlENDI, en Dir. prat. trib., 1963, !I, 537. Ultimamente el Trib. Tudn ha planteado

e OfICIO la inconstitucionalidad de los art 20 y 21 del D. L. NO 1639, de 7 de
agOsto de 1936, en relación con los art, 24 ~ 113 de la Constitución (véase la ordenanza

~ G" •• Ufficiale N' as. " enero "". pag ,.",..,. /
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S SITUACIONES JURÍDICAS SUBJETIVAS

TRIBUTARIAS EN NUESTRO SISTEMA

IMPOSITIVO DIRECTO

líe. WALTER ANTlLLON

Profesor de Derecho Tributario

SUMARIO: 1. Premisas. Criterio para distinguir los impuestos en "directos"
"indirectos", desde el punto de vista jurídico. 2. la postulación de los mo-

tos en que se descompone la actividad tributario estatal. Objetivos de
trabajo. 3. la teoría de la relación jurídica aplicada al campo del Derecho

rio: la relación jurídico-impositivo. 4. Crítica general a la teoría de la
ión jurídica (E. Fazzalari). En especial, crítica de la relación jurídico-
·tiva de A. D. Giannini. 5. Fundamento de la teoría de las situaciones

icas subjetivas (experiencia y ordenamiento jurídicos). las posiciones jurí-
simples, el derecho subjetivo y las otras situaciones jurídicas subjetivas

diseñadas en el ordenamiento. 6. los tres momentos de la cctividcd tributario
, en materia de impuestos directos como sendas situaciones jurídicas sub-

Conclusión.

1. En este escrito me propongo estudiar el sistema costarri-
de los impuestos directos, desde el punto de vista de las

iones jurídicas subjetivas que se forman a través del complejo
11III_10 de su actuación concreta.. Premisa de ese estudio lo es que,

ordenamiento tributario nacional, pueden considerarse como
-'¡~.tos"directos" tanto los que componen el cuadro de los im-
I1IIIIBU»8llamadosterritoriales (sea, el impuesto ad valorem sobre la

.' el que grava la extensión y ubicación de la misma y el de
08 inCUltos), como los que recaen sobre "la renta", las ventas
servicios -es decir, excluyendo de esta última categoría la
Unpogitiva que le sirve de complemento, caracterizada por su

4IlIIC1Ilt:
lJlci6n a nivel de aduana y a través de procedimientos análogos
Usados en la exacción de los impuestos aduaneros tradicio-
Sobre el fundamento de dicha exclusión, véase en seguida.

rto
Cteo

necesario justificar brevemente la aludida premisa, puesto
Parece aún posible que la Doctrina pueda llegar a un cri-

uniforme para explicar de manera totalmente pacífica la



clasificación de los impuestos en "directos" e "indirectos" (1), li:
llefecto, mientras algunos autores han postulado como fundalllell

de su clasificación el concepto de "capacidad contributiva" (2) , p~
explicar en seguida que son directos aquellos impuestos que grava
las concretas manifestaciones directas de dicha capacidad, e ind~
rectos los que se imponen ante manifestaciones indirectas de la
misma, otros(3) señalan el fenómeno de la "incidencia" como elava
para conferir racionalidad a la comentada división, indicando corn:
"directos" aquellos impuestos "no trasladables", es decir, que inc;
den sobre el mismo sujeto que la ley señala abstractamente corno
responsable de su pago, y calificando a los restantes como "indi.
rectos", Y muchos otros criterios han sido expuestos y desarrollados
en Doctrina, pero no me detendré a formularIos y comentarIos en
este lugar, En cuanto a las teorías que he ilustrado arriba, baste
observar que no pueden ser convincentes para quien asuma un
punto de vista jurídico, desde el cual aquéllas se revelan fácilmente
como estériles: su valor tendría que ser ponderado situándose en
una perspectiva político-económica, dado que fenómenos como la
"incidencia" o la "traslación" operan en el ámbito socio-económico,
pero no sirven a una construcción dogmática en vista de que son
asumidos por el Legislador (cuando lo son) como fines a alcanzar
con vista de una determinada política fiscal, mas no como elementos
del sistema normativo; y al mismo o parecido criterio respondería
la observación de hechos reales considerados como "manifestacio-
nes de una capacidad contributiva" (4) ,

En mi opinión resulta mucho más aceptable y fecunda la
tesis, revigorizada ahora por Berlirit>í, que eleva a criterio de dis-
tinción entre impuestos directos e indirectos el sistema de liquida-
ción y recaudación diseñado objetivamente en el ordenamiento

. De acuerdo con ese criterio serían directos aquellos
ta110• l' d t 'tos que se liquidan y recaudan a través de istas e con n-
es o listas cobratorias, e indirectos los demás. Me parece

o tea'e la elasificación en estudio puede y debe basarse en
qu d h iti·terio al menos en lo que hace a nuestro erec o posi IVO,

o Cl1ue r~sulta hasta muy fácil (y esta facilidad de la tarea
~ ~gún creo, motivo de desconfianza de parte de la Doctrina)

81 ~r dentro del ordenamiento concreto la presencia de todo
CGIJSt8sisteJDB. de impuestos cuya característica común se basa en el

o legislativo de sus formas de l~quida,c~óny recaudación, en
traste con las restantes figuras ImposltIvas,. qu: en su fa~e

djDámica (de actuación) no se atienen a aquel criterio ". Con razón
dicho Berliri: " ... El jurista, en cambi? (al c.on~r~no del eco-

o ta) al estudiar el impuesto como fenomeno jurídico no puede
tu una clasificación que contraste con la adoptada por la ley.
tanto si a través del examen de las distintas disposiciones

r , Ios i tes en las que se alude a los impuestos directos y a os unpues os
iDdlilectosse deduce cuál es el criterio que el Legislador ha tomado
como base de tal clasificación, el jurista no puede adoptar otro dis-

o to, Y si una norma legal incluye expresamente un determinado
esto entre los directos, no puede aceptar una clasificación que

coloque, por el contrario, entre los indirectos, a menos que no
••••.• J.eStre antes la incompatibilidad de esta norma con otras normas

establezcan, en cambio, la inclusión de aquel tributo entre
impuestos indirectos o •• "(6).

No es esta la sede para demostrar, ley en mano, que el
o preconizado por el ilustre autor, y que hemos dejado

_lI8cri°to, encuentra apoyo en los datos positivos ofrecidos por-.a~ordenamiento, Bastaría recordar brevemente algunos hechos
80Il conocidos de todos, pero en mi opinión bastante signifi-

o : a) el mero hecho de la creación de una Oficina de la
utación Directa dependiente del Ministerio de Hacienda, está

o o ya un criterio clasificatorio, esto es, que el Legislador
dado relevancia a la clasificación de los impuestos en "directos"

"indirectos", y además, que la 'referida Dependencia ministerial
encargada de la percepción de los primeros; b) el hecho de
los impuestos sobre la renta, territoriales, y sobre ventas y

·~-'¡"¡08,Cuya liquidación y recaudación se confían a esa Oficina,

(1) G. SCHMOLDERS (Teoría General del Impuesto; Madrid, 19~8; pág. 243) sostiene quC
tal clasificación data del Siglo XIII.

(2) A. D. GIANNINI, Instituciones de Derecho Tributario; Madrid, 19~7; pág. 1~0 y nott~/
ib .. . G " Fl I h di Ran,lIe'atri uye este crtterio a varios autores: razrani y ora entre os aeen rstas; lo

Romano, Vitta y Tesoro, entre los juristas; él mismo lo comparte, pero desde el ángU

financiero (pág. 451). ~2;

(3) G. PESCATORE, cit., por A. BERLIRI, Principios de Derecho Tributario; Madrid, 1
Tomo I, pág, 390.. ente,

(4) Mayores referencias pueden verse en A. BERLIRI, op. cit.; véase también, últilnalll todO
G. A. MICHELI, Lezioni di diritto tributario; Roma, 1968; pág. 83 Y S., ha presenuede
una forma perfeccionada de dicha teoría, indicando que en el presupuesto del tributo ~id,d
encontrarse la forma en que ha sido valorada, en cada caso, la manifestación de capa
contributiva.

(~) Principios... cit.; pág. 399.



sean cobrados por medio de listas de contribuyentest") dete .
en primer lugar que el Legislador adoptó en su clasificaci~
criterio basado en la presencia o no de tales listas, y en segun el
lugar que los impuestos aludidos son directos, a diferencia de~do
otros no recaudados por el citado Despacho por medio del siste Os
de listas cobratorias. llla

El criterio asumido se refuerza si además observamos 1
analogía estructural y funcional de cada uno de los aludidos i a
puestos, cuya percepción está confiada a la Oficina de Tributac .~'
Directa: piénsese en la periodicidad de la prestación impositiva IOn
1 d larací 1 . . , enas ec araciones, en os procedimientos de control, en el siste
de recursos, en la unidad de diseño de la ejecución forzada exactor~la
te 'lm me .; y especia ente deberá tenerse en cuenta la circunstancia d'

que, tanto en el impuesto sobre la renta, como en el de venta e. . s y
servicios y en los territoriales, el nacimiento (y por ende la ex' .
bilidad) de la prestación a cargo del contribuyente viene ~reced~~-
de. ~ activid~d administrativa de "acertamiento" de parte de 1:
Oficina, es decir, de una actividad de verificación de los distintos
elementos de hecho que integran el presupuesto del tributo.
. 2. La constatada uniformidad, diría "topográfica", de los

SIstemas normativos que instituyen los impuestos territoriales, sobre
la renta y sobre las ventas y servicios, hacen lugar a la posibilidad
de un tratamiento unitario de los relativos órdenes que el Legis-
lador ha diseñado para que aquellas formas tributarias vengan
actuadas y, concretamente, hacen posible describir en un proceso
único que puede legítimamente referirse a todas y a cualquiera
de ellas, los momentos fundamentales de la actividad tributaria
estatal en relación con los impuestos directos. Tales momentos,
contraseñados por la formación de una variada serie de situaciones
jurídicas subjetivas, son fundamentalmente tres, y vienen aquí
descritos lógícamente desde el punto de vista de las situaciones
jurídicas del sujeto o sujetos activos que en ellos intervienen:
a) la potestad normativa tributaría, o simplemente potestad tri-
butariaw: b) la potestad de imposición; y e) el "crédito" impositivo.

(7) Véase Ley de Impuesto sobre la Renta No 837 de 20 diciembre 1946 y sus reformas; LeY
de Impuesto territorial (ad valorem) No 27 de 2 marzo 1939 y sus reformas; Ley de l(!l'

puesto "Directo" con base en la extensión y ubicación de la propiedad inmobiliaria, N0 291~
de 20 diciembre 1961; Ley de Impuesto sobre tierras incultas, No 3042 de 4 de octubre 196:4
que reforma la No 2825 de 14 octubre 1961; Ley del impuesto sobre las ventas, No ~9
de 17 de julio 1967.

(8) He adoptado, por su nitidez, la terminología usada por G. A. MICHEU, Premisas par:
una teoría de la potestad de imposición; cuya traducción al castellano aparecerá en esl
mismo volumen. Pero tendré algunos reparos que hacerle en su oportunidad (n. 6, B.)

Le enumeración anterior alude, como se dijo, a los momentos
entales de la actividad tributaria estatal referida a los im-
direCtos. En el resto de este trabajo me ocuparé con más

~-IOOI~""s'" precisamente en la indagación acerca de la naturaleza
'ca de cada una de esas fases o momentos, poniendo a la vez
lieve las circunstancias que, a mi entender, permiten resolver

;damente el problema de sus recíprocas relaciones. Por ahora
IDeparece oportuno aclarar, de manera superficial y nada más

..sIo orientamos, en qué sentido vienen usados grosso modo los
::mas que describen esos distintos momentos. Y así, por "potes-
tad tributaria" debe entenderse el poder que tiene el Estado (y que
ejeree a través del órgano u ó~ganos legis.lativos) de crear ~o~s
•••• ctas en materia tributaría; el término "potestad de imposi-

" debe entenderse a su vez como el poder (estatal o parestatal)
J)evar a cabo la función administrativa destinada a la liquidación

recaudación ("no forzada", a través de procedimientos judiciales)
los tributos directos; y por "crédito" impositivo se entenderá

uella situación por cuya virtud el particular, sujeto pasivo de
potestad de imposición, deviene obligado a la prestación de un

esto directo cualitativamente y cuantitativamente determinado.

En los números siguientes intentaré un examen y una crítica
algunas teorías que han sido formuladas para explicar la na-

Iiaraleza y relaciones recíprocas de los fenómenos antes aludidos,
• o para el final un ensayo de construcción dogmática de dicha

.rteJria, a la luz de nuestro derecho positivo.

3. Se ha dicho que entre el Fisco y el particular intercorre
relación jurídica tributaría, esto es, un conjunto de derechos
correlativos deberes en orden a la postulación de normas tri-

-&ariJ' 18. Ya las actividades de fijación y recaudación de los tributos.
que la referida "relación jurídica tributaria vendría a ser una
's del género "relación jurídica". me detendré brevemente a

~r el concepto que de la misma ha solido formular la Doc-
• P8Sada Y reciente. dada la importancia que el mismo ha

o y conserva como uno de los fundamentos alrededor del cual
buena parte del 'esfuerzo científico desde el siglo pasado, a

-'¡DblIAn. especialmente. de la Pandectística alemana.

En realidad fue el gran jurista F. C. Savigny quien, al desta-=CO?ceptode "derecho subjetivo" como una figura fundamental
Ciencia Jurídica. permitió advertir su estructura bilateral



y sentó las bases, desarrolladas luego por los pandectistas'?' p
sostener que todo derecho subjetivo, merced a su bilater~lid al'!l

, 1 f d "relací , . ídi "E adas~~m~ a orma
ed

e duna re acion JUrI ica,. sto es: que el dereeh¿
su jetívo no pu e estacarse de lo que constituye su lógico y obl'
gado complemento, que es el "deber jurídico", de modo que el titul 1.

de un derecho subjetivo está siempre 'relacionado con el sujeto ~f

un deber jurídico correlativo a aquél derecho, existiendo entone e
entre ambos sujetos (activo y pasivo), y por virtud del víneu~
de correlación, lo que se conoce como una "relación jurídica"(lo)o

Reduciendo el esquema de la "relación jurídica tributaria';
para dejar de lado el momento normativo, ha concebido el Profeso
A. D. Giannini, siempre sirviéndose del concepto de "relación jurí~
dica" una teoría que trata de explicar y reunir los distintos feno.
menos a que da lugar la actividad estatal tendiente a la fijación
y recaudación de los tributos. " ... La determinación de los casos
en que se debe el impuesto, de las personas obligadas al pago, de
su cuantía, de los modos y forma en que el propio impuesto debe
ser liquidado y recaudado -expresa el citado autor-, es materia
Que en el Estado moderno aparece regulada por el ordenamiento
jurídico con disposiciones imperativas, a cuya observancia quedan
obligados tanto los órganos del Estado como las personas sujetas
a su potestad. De estas disposiciones, por tanto, surgen entre el
Estado y los contribuyentes derechos y deberes recíprocos, que
forman el contenido de una relación especial: la relación jurídico-
imposítiva'<'!'. A dicha relación atribuye consecuentemente Gian-
níni un contenido complejo, puesto que " ... de ella derivan, de
un lado, poderes y derechos, así como obligaciones, de la autoridad
financiera, a los que corresponden obligaciones, positivas y negativas,
así como derechos, de las personas sometidas a su potestad, Y de
otra parte, con carácter más específico, el derecho del ente público
a exigir la correlativa obligación del contribuyente de pagar la
cantidad equivalente al importe del impuesto debido en cada
caso"(12).

Tenemos entonces que el célebre Maestro viene a configurar,
como un fenómeno surgido directamente del ejercicio de la potestad

. tributaria del Estado una única relación jurídica detlva ' . .
'do complejo (no un derecho y su correlativo deber, smo un

~o de derechos y obligaciones ~e una y de otra p~~e) del
jUIlb destacar, pOT su importancia, una nueva relación (11a-

......, ea e 1 'di ...~ 1 "secundaria") constituida de un lado por e cre to impo-
----""'os a "d da i itiva"......- d que el ente público es titular, y por la eu a ImpOSIrva
'tivo e .del contribuyente, del otro. Dado que el anterior esquema

• carg~al es aplicable, según su autor, a todo género de tributos,
canceP umirse que también lo es para los impuestos directos; antes
~be ~ulta bastante plausible sospechar que fueron éstos, pre-
~ ente, el modelo más importante que el Autor tuvo a la vista
cis8JD 1 " d tesipara la formu acion e su esis.

4, La teoría de la "relación jurídica" resultó, históricamente,
de gran utilidad en la construcción dogmática del Derecho, llevada

cabo a través y a partir de la segunda mitad del siglo pasado
especialmente por la doctrina ~lema~a.. Pero al at.ribuirs: al ref~-
rido fenómeno el carácter de figura uruca y exclusiva se introdujo
ID la Ciencia Jurídica una grave limitación de las posibilidades
teóricas ofrecidas a los estudiosos por el ordenamiento positivo,
puesto que se constreñía dentro de la concepción relacional ciertos
datos legislativos cuya estructura difería de modo estridente de

que sirvieron de modelo para construir inicialmente la noción
relación jurídica; la cual, según es conocido, tiene origen pri-

tístico, referido evidentemente a los hallazgos conceptuales de
pandectistas y romanistas.

DéOOse quizás, en primer lugar, a la larga serie de disputas
doctrinarias que surgieron en el campo del incipiente Derecho
JIIOCesal civil en torno a los conceptos de acción y de proceso, las

arrojaron luz sobre la rica problemática de los fenómenos
'008 modernos y sobre la insuficiencia del concepto de relación
'ea para englobar toda figura situacional subjetiva. Luego la

tica. aguda dirigida por James Goldschmidt al concepto de "rela-
jurídica procesal' iluminó de reflejo muchos de los equívocos
anteriormente pasaban ocultos a la Doctrina en lo que atañe

concepto y al fenómeno de marras'P'.
Pero a mi entender, el aporte más valioso suministrado en

,teóríca para la superación de aquel concepto fue la obra de
ti ROmano(L4), que además de contener una crítica de alcance

(9) B. WINDSCHEID, citado por A. von TUHR, Teoría General del Derecho civil alemáo;

Buenos Aires, 1946;Tomo 1, pág. 155Y ss). O,
(10) A. CANDIAN, Instituciones de Derecho Privado; México, 1961.pág. 79Y ss.; F. MESSlNE

Manual de derecho civil y comercial; Buenos Aires, 1954;Tomo 11, pág. 3 Y ss.)
(11) Instituciones... cit.; pág. 67.
(12) Op. cit.; págs. 68 y 69.

J. GOlDSCHMIDT, Teoría general del proceso; Buenos Aires, 1961.
Praaun. t" d¡o 1 1 un dizionario giuridico; Milano, 1953.



general contra el mismo, indicaba a la vez el camino para nueva
concepciones, delineando con gran nitidez una serie de figu'ras qllQ

no podían ser reportadas a la noción, pretendidamente única y el.~
clusiva, de relación jurídica.

Actualmente el sentir del sector más calificado de la doctrina
admite la existencia de una serie numerosísima de fenómenos to-
talmente excéntricos desde el punto de vista relacional (15),qUe
incitan a una cuidadosa revisión de los conceptos tradicionales
desde el punto de vista de la teoría general. De la clara conciencia
que de esa, situación ha ido cobrando la Doctrina pueden dar una
idea las siguientes palabras de Elio Fazzalari: " ... En efecto, mien,
tras es todavía posible individualizar, en correspondencia con el
"deber", una posición inactiva (que luego podrá ser llamada
"pretensión", "derecho", o con cualquier otro nombre) está desti,
nada al fracaso cualquier tentativa de colocar a la "facultad" y
al "poder" dentro del esquema de la relación jurídica, porque falta
la posición subjetiva que vendría a contraponerse a ellos: la "suje-
ción" (que por otra parte se suele proponer como posición recíproca
del "poder", pero no también de la "facultad") lejos de constituir
una efectiva realidad no es otra cosa que una metáfora ... La verdad
es que, mientras la pareja "derecho (o pretensión) - deber" (que
por cierto fue la que originalmente se constató y sugirió la confi-
guración de la relación jurídica) podría estar justificada por la
relación de instrumentalidad que corre entre las dos posiciones, en
cuanto al deber es instrumento para la 'realización del derecho, en
cambio la "facultad" y el "poder" son posiciones que no tienen nece-
sidad de una correlativa posición ajena para realizarse" (16) •

Efectivamente, un estudio detenido del ordenamiento jurídico
positivo permite constatar la presencia de una variada serie de
situaciones subjetivas que se realizan a través del solo ejercicio de
una posición jurídica de poder (cuando la actividad autorizada y
tutelada por la norma tiene carácter negocial) o de facultad
(cuando dicha actividad, aunque expresamente prevista en la n?~~
tenga carácter meramente material) . Vemos así que la posiblbda
jurídica que un sujeto dado tiene de reconocer un hijo extraIll~-
trimonial, constituye un poder que no conlleva una posición recl-

(15) MESSINEO, op, y loco cit.

(16) E. FAZZALARI, Note in tema di diritto e processo; Milano, 1957; pág. 65 f f.

. blar de una posición de "sujeción" del hijo que ayudaría
;ización del reconocimiento resultaría hasta choca~te. Y

la. cede en el campo de ciertas facultades, como par ejemplo
• oSU denami ér la "res nullius"(17) que el or enamiento prev como
de OCU~ícita (no negocial) de adquirir el dominio sobre la cosa

1JII8 fO~C ál sería la posición jurídica recíproca de dicha facultad,
~ cu~l~sta vendría a formar la "relación juridic~"? ¿Sería acaso
con ~ tético "deber" del Estado y de los otros clUdad~nos de no
UI1 bi~ 1 acto de ocupación? Ciertamente no; en primer lugar
. terferlr e . te d b
íII existe en el ordenamiento norma que consagre sem~Jan e er,

el contrario, cualquier otro ciudadano. y el mismo .~sta~o
"1 Pf1! ocupar la "res nullius" antes del sujeto en cuestión, ~m
~o lesione los derechos de éste; y de otra parte, ~Ualq~ler
que limitativo de la libertad del sujeto --en términos de impedirle
ecto la cosa- no violaría concretamente la facultad en examen,
OCUparcuando más, el "status libertatis" que constitu~e e~ pre~u-

"';to general de ejercicio de toda posición jurídica .a~tIva, incluída
ella facultad. Para concluir, si los casos ejemplificados re~elan

la existencia de situaciones jurídicas no constitutivas de relaciones,
e1Iosignifica que la relación jurídica no es a~ue~a fo~ c?n~~nte
de presentarse el derecho subjetivo y las demas situaciones jurídicas
IUbjetivas que la doctrina tradicional afirmaba como un d?gma
de fé. Sería. erróneo negar la presencia, dentro del ordenamiento
juridico, de formas Telacionales, pero es ya obvio que ta!es .f~rmas
comparecen al lado de otras que se realizan con el eJerCICIOde
posiciones solitarias o únicas.

Volviendo al campo del Derecho tributario, cabe ahora decir
no es prudente aceptar sin más que una "relación jurídico-
itiva" pueda comprender la variada serie de situaciones que

Presentan con ocasión del despliegue de actividades, por parte
Ente público, tendientes a liquidar y recaudar los impuestos,
y como ha sido afirmado. Parece oportuno someter a un examen
. lo más cuidadoso posible esa posición, hoy clásica, para ver

qué punto se apega al dato positivo.
Para empezar se presenta fácil una primera constatación:

CUadra mejor a la Doctrina criticada hablar en este caso de "rela-
"07.a) , y no de "relación", puesto que el propio Giannini se

) 'AZz..\LAB.I . •
•• ) ),( , op, CIt.. pago 57. ..' .

• PUGLIESE. Instituciones de derecho ClOaoClero. México, 1939; pág. 132. pero me
~e que su posición no es muy clara sobre el particular.



ha visto obligado a decir que de la relación jurídico-impos't'
(compleja) puede extraerse, además de una serie de relaciones

1
lVa

nores constituidas de un lado par los poderes, derechos y obl~e.
. d 1 t' it 19a.cienes e en e imposi or, y por el otro por obligaciones y dere h

del sujeto, una relación principal o "esencial" formada por Os
~rédito (a favor del ente) y su correlativa deuda (a cargo del Un
Jeto) (18) • ¿En qué sentido, entonces, puede hablarse de una ún~u.
relación jurídica? ¿Qué vínculo de correlación liga unas a ot lea
las diversas situaciones (que Giannini indica como "poderes d ~as
r~~ y. ob!i~aciones") del Estado dentro de aquella pretendid~ r:l:~
cion jurídica para que no se fracture la unidad de ésta? Lo que
parece constatable es una multiplicidad de situaciones (algunas de
las cuales al menos podrían ser relaciones jurídicas) que se realiz

través d . ana raves e un íter, y que por ello, están coordinadas para la co _
secución de un fin, que sería en este caso la recaudación de un
tributo concreto. "Pero (tampoco) un complejo de actos encam~
nados a un mismo fin, aun cuando haya varios sujetos, no llega
a ser, por eso, una relación jurídica, a no ser que ese término
adquiera una acepción totalmente nueva" (19) •

Porque el hecho es que Giannini, sin que lo diga claramente,
parece concebir todas las referidas relaciones como apareciendo
(y desapareciendo) si no sucesivamente, al menos sí dentro del
ámbito temporal, pues da a entender claramente que la formación
de las mismas se realiza en diferentes momentosev'. Ahora bien,
esto significa precisamente, si se quiere conservar la idea de un
vínculo que reduzca a unidad las diversas relaciones jurídicas,
postular la idea de un "procedimiento", es decir una serie de actos
enhebrados en sucesión temporal, con miras a la consecución de
un fin. Para el referido autor, sin embargo, la relación jurídica
que es fundamental entre todas, es decir, la relación "crédito-
deuda", no nace como acto culminante de dicho procedimiento,
sino que mantiene una extraña independencia respecto de las otras
relaciones, puesto que su formación depende de "que se produzcan
los presupuestos materiales a los que la ley vincula la obligación
irnpositiva'tvü. Lo que incita a preguntarse para qué, entonces,
existen las otras relaciones jurídicas que comparecen al lado, pero

(18) Op. cit., pág. 69.

(19) J. GOLDSCHMIDT, op, cit., pág. 25.
(10) Op. Y loc. cit.

(21) Op. y loc. cit.

dientemente, de aquella fundamental; y para qué, entonces,
;';';"'~lll';viento encuadrador y ordenador de dichas relaciones. Nace,

la deuda impositiva, cuando se producen de hecho los pre-
estos señalados por la norma; pero de ser esto cierto sería

pUnces superflua toda otra actividad antecedente o simultánea,
sólo se justificaría en cuanto precisamente preparara (o coo-
ra en) dicho nacimiento: el efecto meramente declarativo que

~utor atribuye al "acertamiento" es la obligada consecuencia
el la posición mantenida por él en orden al nacimiento de la obliga-
ción impositiva, Veamos pues, más despacio, el contenido de "rela-
9ón jurídica" que puede tener ese procedimiento. Entonces, sin
perjuicio de determinar después si la obligación tributaria ya for-
_da, puede concebirse, al menos en nuestro ordenamiento jurídico
de los impuestos directos, como relación jurídica, sí es fácil cons-
tatar entre nosotros, y como figura constante en materia impositiva
directa, la existencia de un procedimiento administrativo relativa-
mente complejo que tendrá que tomarse en cuenta y asignársele
1111 determinado valor cuando se trate de determinar en qué momento
le verifica el nacimiento de la relativa obligación tributaria. Lo
cierto es que, ante esa interrogante, pueden formularse entre nos-
otros al menos tres hipótesis:

a) La obligación impositiva nace en el momento en que se
eumple de hecho la hipótesis asumida por la norma como pre-

puesto;

b) o bien su nacimiento se verifica en virtud de un acto
del Ente dotado por la ley de efectos constitutivos, o meramente
declarativos (acto de acertamiento) e inordinado dentro de un pro-
cedimiento administrativo;

c) o, por último. la obligación tributaria de que nos ocupa-
se formaría una vez que, agotadas todas las etapas del pro-

Cldüniento administrativo, el Ente público emana un documento
~endo un "título ejecutivo" que lo legitima para iniciar la
tiva ejecución forzada recaudatoria contra el deudor.

Hemos visto que Giannini se inclina por la primera hipótesis,
ndo así que la verificación del presupuesto marca el naci-

to de la relación "crédito-deuda", la cual es posteriormente
.tatada, con efectos meramente declarativos, dentro del proce-

to administrativo actuado por el Ente; quien luego proce-
a ejercitar su crédito por los medios legales. Pero eso, de



ser cierto, siempre estaría lejos de constituir la prueba definitiv
de que pueden concebirse como sendas relaciones jurídicas 1 a
momentos o etapas de actuación del procedimiento administrati~S
de mera constatación o de constitución "ex novo" de la obligacióno
o de emanación del documento-título ejecutivo; ni tampoco probarí'
que el procedimiento entero tenga carácter relacional. Es eviden~
que, a través del procedimiento administrativo, la posición de los
sujetos que en él intervienen ha venido cambiando.

Es más, si tomamos como punto de arranque, no el inicio del
procedimiento administrativo, sino el ejercicio de la potestad nor,
mativa tributaria, se podría ilustrar o describir una sucesión de
situaciones jurídicas subjetivas como sigue:

19) El Estado ejercita su potestad normativa frente a un
sujeto que carece, frente a dicha potestad, de toda posibilidad de
reacción (se entiende, que le sea acordada por el ordenamiento
jurídico) ;

29) El Estado ejercita su "potestad de imposición" (22"¡a
través de un procedimiento administrativo concreto, en el cual como
parece como parte (por así decirlo "demandada") un determinado
particular, respecto del cual, eventualmente, el órgano administrativo
competente establece la obligación tributaria;

39) Transcurrido el plazo del que goza el sujeto pasivo
para realizar la prestación que le ha sido impuesta, el Estado
emana el documento-título ejecutivo que hace valer contra aquél
en vía judicial.

Con lo que, si bien queda claro que entre esos diversos mo-
mentos hay una relación de instrumentalidad, pues evidentemente
es en el último en donde se cumple el objetivo que el ente impositor
persigue, siendo los momentos anteriores únicamente instrumentos
para dicho fin; resulta también patente que el nombre de "relación
jurídica" no es el más afortunado para designar esa sucesión de
fenómenos; y para demostrarlo bastaría considerar el hecho de
que a través de esos tres momentos no se vislumbra ningún atisbO
de homogeneidad estructural, pues las sucesivas situaciones de los
sujetos (activo y pasivo) son bien distintas. Y de otro lado, para
desvirtuar la tesis de una constante pluralidad de relaciones jurí-
dicas, puede observarse que ni en la primera ni en la segunda

(22) G. A. MICHELI, Premisas ... cit. Véase nota (4).

ríte puede constata:rse la presencia de posiciones subjetivas
desemente sostenidas, dado que en fase de potestad normativa

p~ que existe es precisamente un poder del ente público,
.4Jl1CO que en la segunda (fase administrativa), al lado del

traS . tit . 1 o

d
ÍJllposición del ente, pero SIDcons 1 uir con e rmsmo una

:...-Iet' e 1 al' . ,
"--'ó es decir, sin constituir un instrumento para a re izacion
...-I.CJ:n, '0' dl't' d~ 'cho poder, se presenta la posición e suje o paSIVO,cuan o
de di 1Il0 un interés legítimo(23'Jy es indiscutible que con esa
~.: es ÍJllposible construir la relación jurídica, dado que el
poIlCl legítÍJllo no es tutelado por sí mismo, en forma ?irecta,
~directamente, es decir, a través del control de legalidad de

acción administrativa.

5. Entonces, si el concepto de relación jurídico-impositiva,
igual que el de relación jurídica tributaria, e~ insufici~nte .para
'car cada una Y también el conjunto de las diversas situacíones
.cas en que se encuentran los sujetos (activo y pasivo) que

;ntervienen a través del iter de act~ación de la función, tributaria
tal; y si de otra parte hemos VISto, en sede de. teona. g~n?ral,
existen situaciones que no constituyen relaciones jurídicas,

be plantearse el problema de la manera como deben enfocarse los
eatudios de tales fenómenos, para construir un sistema desde el

to de vista dogmático. Será inevitable aquí una breve referen-
. a ciertos conceptos básicos de la Filosofía del Derecho, para

fundar sobre ellos un cuadro general que permita la com-
'ón adecuada de los datos legislativos, y, consiguientemente,

descripción certera de las situaciones jurídicas subejtivas de
se ha hecho mención.

Debe recordarse, para empezar, la distinción que ha elabo-
la moderna Filosofía del Derecho(24) entre la experiencia jurí-
y el ordenamiento jurídico. El concepto de experiencia jurídica

designa el orden social real (empírico) concebido desde el punto de
universal, pero en cuanto constituido por los actos individuales

por lo tanto, vividos por los individuos (componentes del grupo)
~ determinada manera; y el concepto de ordenamiento jurídico

ese mismo orden en cuanto es realizado a través de un sis-
de normas que pueden destacarse idealmente de aquellos actos

~ al respecto MICHELI, Lezioni •.. cit.; pág. 185 Y ss. •.•.. .
.",: POr todos. G. CAPOGR:ASSI, Analisi dell' es~nenza. ~~une, en Opere, MIlano,

, Vol. lI, pago 114 y SS.; Idem, Studi sull' espenenza giuridica, en el mismo volumen.



y dotarse de fuerza vinculante a través de la garantía del Poder d
la organización política del grupo. e

Es preciso también recordar cómo la experiencia y el orden
miento jurídico sólo pueden separarse en teoría, es decir, en cuan~
se conceptualicen, puesto que en el plano de lo real se presenta
como formando los momentos de una única realidad que los compren~
de: la realidad social, entendida en su más amplio sentido(25).

Pues bien, si se logra concebir el plano de la pura experiencia
jurídica, haciendo abstracción de aquella obra posterior (que Podría
llamarse obra de "organización" de la experiencia misma), qUe
consiste en destacar y "politizar" un conjunto de normas, puede
observarse que el mismo ofrece al estudioso tres tipos de conductas
activas posibles: La conducta lícita, sea, aquella más o menos
variada que los miembros del grupo pueden asumir en un momento
dado sin que de ello deban esperar consecuencias perjudiciales
para ellos, sino por el contrario, estarían inducidos a esperar el
apoyo moral o material, o el consenso, al menos tácito, del grupo;
la conducta ilícita, o sea aquella que no deben asumir sin a la vez
esperar las consecuencias desfavorables o molestas para ellos, como
reacción más o menos localizada por parte del grupo social; y la
conducta debida, que es la que deben asumir en determinadas oca-
siones, so pena de acarrearse también consecuencias valoradas so-
cialmente como perjudicialesvs'. Estas vienen a ser, pues las
formas constantes que ofrece la experiencia de una convivencia
social en cualquier tiempo y lugar: "ubi societas, ibis ius", decían los
romanos, intuyendo certeramente la constancia de la experiencia
jurídica dondequiera exista vida social.

Si ahora se sitúa la mirada en la perspectiva del sujeto
\ componente de la comunidad, entonces, de acuerdo con lo arriba

expuesto, dicho sujeto tendrá que encontrarse, en su relación con
los bienes de la vida, y frente a los otros o algunos otros sujetos,
en un dado momento, en alguna de estas dos posiciones activaS:
en una posición de "poder", es decir en aquella posición desde la
cual le es permitido realizar una actuación sin que de la misIlla
deba esperar consecuencias socialmente previstas perjudiciales t
sus intereses; y b) en una posición de "deber", es decir, en aquel a

(25) , EstadO;
Para la noción de "momento" usada en este pasaje. véase H. HELLER. Teoría del
México. 1962; pág. 80 Y s.
A fondo sobre este asunto CAPOGRASSr. Studi. . . cit.; pág. 269 ss.(26)

, 'ón desde la cual esté constreñido socialmente a asumir, o a
~ . d d,tenerse de asumir una con ucta, so pena e acarrearse aquellas

i.~uencias. Ulteriormente deb.e d!sti.n~i:se dos formas. ~~e
. le ya en el campo de la experiencia jurídica aquella "posición

~vade poder" del sujeto, según que la actuación de su conducta
, "ta) produzca cambios en la situación general (constituida por
'~rna de las posiciones jurídicas) del propio gestor o de otros,

O produzca tales modificaciones: en el primer caso se habla de
n "posición de poder" propiamente dicha, y en el segundo se
,bla de una "posición de facultad".

Tenemos así que, desde el punto de vista del sujeto en sus
.ciones con los otros componentes del grupo social, se dan, ya
el campo de la experiencia jurídica, tres posiciones activas primi-
• 8 subjetivas: poder, facultad y deber, y que fuera de ellas

ente pueden concebirse lo que se ha dado en llamar "posicio-
inactivas". De estas últimas, a las que la Doctrina no había
tado la debida atención sino hasta hace relativamente poco
po(27), debe distinguirse resueltamente aquellos casos en que

existe propiamente ninguna posición que se forme en correlación
alguna de las posiciones activas ya vistas: es el caso de la posición
los llamados "destinatarios" de la norma jurídica; frente a la
',ci6n activa de poder del Estado, por ejemplo (potestad legisla-
), no delínea concretamente el ordenamiento una posición

" ída de parte de aquellos "destinatarios": la que hipotética-
lte podría configurarse, que consistiría en "no interferir" el

despliegue normal de aquella potestad, constituye una posición
letiva de deber genérico de abstención de todo acto que estorbe

funciones públicas, fundada en la supremacía genérica que tiene
Estado sobre los ciudadanosv":". En cambio se dice que existe

"posición subjetiva inactiva" cuando en ciertos casos el orde-
~to ofrece la figura del titular, por ejemplo, de un derecho

~to, el cual, pendiente la obligación a su favor, nada tiene
hacer sino esperar que su deudor satisfaga la prestación debida:

•• POsición bien definida en el ordenamiento, pero es evidente-
lte "inactiva", al menos mientras la obligación está pendiente
eutnplimiento (es decir, cuando el deudor está cumpliendo, o,

o caso, no ha "incumplido"); cuando el incumplimiento se

!~LARI. op, cit., pág. 105 Y ss. El desarrollo del texto se basa. en lo fundamental.
as l'Orlas de este Autor.

Sanl¡ ROMANO. Dizionario. " cit.; pág. 181 (Poteri, Potestá ) •



verifica entonces lo que se produce es una nueva situación en rela_
~ión. ~e in.st~entalidad con la ante~or, es~ es, la situación de
legitimación del acreedor para pedir al Juez que aplique la

sanciones consecuentes al incumplimiento del deber de prestació 8

achacable al deudor. Más abajo me referiré con mayor detenimien~
a estos problemas, ampliamente debatidos en sede teórica por 1
moderna Doctrina (28) • a.

Volvamos ahora al sistema de normas del ordenamientn ju-
rídico positivo: cuando dichas normas son idealmente destacadas
de las conductas reales que las concretan (precisamente las normas
encuentran su sentido en ese concretarse), cuando son postuladas
en un sistema contenido ya sea en Códigos o en colecciones de
máximas jurisprudenciales, y dotadas por varias maneras de eficacia
vinculante por obra de los órganos de poder de la comunidad, se
habla entonces de un ordenamiento jurídico positivo. Esta forma
de ordenamiento jurídico (que ha llegado a ser connatural a la
organización política del Estado moderno occidental) suele venir
elaborada a través de una interpretación de la experiencia jurí-
dica: corresponde más o menos puntualmente a esta experiencia,
pero desde el punto de vista político de mantenimiento de un orden
de convivencia la perfecciona y depura, a través de la constitución,
en abstracto, de un sistema que no es otra cosa que un inst~-
mento político, pero que en buena medida refleja (consolidándolo
y perfeccionándolo) el orden un tanto vago (y, por ende, inseguro)
y disperso (y, por ende, eventualmente contradictorio) de la expe-
riencia jurídica.

Esa labor de interpretar, seleccionar y sistematizar, a través
de enunciaciones normativas singulares técnicamente adecuadas, el
orden de la experiencia, da lugar a un interesante resultado: las
primigenias y simples posiciones jurídicas que ofrece la experiencia,
que ya están en la experiencia (tanto activas: poder, facultad, deber,
como inactivas) vendrán a encontrarse, dentro del ordenamiento
jurídico positivo y por virtud de aquella labor de interpretación,
selección y sistematización, conformando figuras típicas situaciona1eS
cuya integración puede ser más o menos compleja, según se rea"
licen a través de una, o más de. una posición subjetiva. Una .de

dichas figuras, y precisamente a la que la Ciencia ha concedidO
en Occidente la mayor importancia (y que incluso ha sido postul~"
da como figura única) es la llamada "derecho subjetivo"; pero o

(28) Vhse la bibliografla citada en FAZZAL\lU. op. cit.

es que hay muchas otras situaciones jurídicas subjetivas
se encuentran delineadas en el ordenamiento positivo, y que

•• tudiosos, en especial los provenientes del campo del Derecho
-Alico han venido poco a poco individualizando.
r--EÍ derecho subjetivo, por ejemplo, es entonces un fenóme-

que no corresponde al campo de la experiencia jurídica, sino
es una elaboración propia del ordenamiento positivo: por ello,
te a las posiciones jurídicas simples de la experiencia, el derecho
jetivo se presenta como un "posterius", corresponde a una ela-

IJoI8CiÓD posterior, como cualquiera otra de las situaciones jurídicas
jetivas que es dado encontrar en el ordenamiento positivo.
euallo delínea de diversas maneras (que son las diversas especies
dereChosubjetivo que conocemos) usando y combinando, también
diverso modo, las posiciones jurídicas subjetivas simples que

"in natura" la experiencia jurídica (29).

•• ahí que el derecho subjetivo ofrezca, a quien lo estudie en
eRructura interna, sintesis (de variable complejidad) de aque-

posiciones jurídicas subjetivas. El derecho subjetivo de pro-
por ejemplo , sintetiza posiciones jurídicas simples de

tad" y de "deber", sean: las facultades del propietario en
a la cosa objeto de su derecho (cultivarla, edificar, etc., si

un inmueble) y los "deberes de abstención" de los otros miembros
la comunidad, también en orden a la cosa objeto del derecho
propietario. Por su parte, en cambio, el derecho subjetivo de
Otoincluye, como ya de pasada lo mencioné, una posición jurí-
activa de "deber" (a cargo del deudor) frente a una posición

,ct¡.," ra o inerte (que corresponde al acreedor). Lo anterior se
'9!Dpremdemás claramente observando, ya en el campo de la común
'!ItaeriieDci'ia,que para el ejercicio del derecho de propiedad se requie-

" solamente que su titular use y disfrute de la cosa (es decir,
••_~~ posición activa de "facultad"), sino que a la vez otros

_""-..n.-,, lo propio (es decir, que cumplan sus deberes de "abs-
); y para el ejercicio del derecho de crédito se requiere

"..1:IIII1Im\·tela prestación del deudor (es decir, el desarrollo de su
activa de "deber").

1lecaPitulando lo dicho hasta aquí se pueden extraer algunas
tea consecuencias para nuestro propósito:

la figura del "derecho subjetivo" constituye siempre una
trucción posterior (un "posterius") en relación con las






















































































































































































































